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Presentación

En un contexto de cambios en diversas direcciones que no pare-
cían previsibles, y con problemas de larga data que no puede resolver, 
América Latina está en la búsqueda de las soluciones políticas, sociales y 
económicas que le permitan avanzar hacia un destino más promisorio. 
Hoy, actores políticos, sociales y académicos, organismos nacionales e 
internacionales, están comprometidos en el debate de las estrategias de 
desarrollo más adecuadas para la región. 

El momento es oportuno, porque la primera década del siglo abrió 
una etapa auspiciosa de crecimiento económico que encontró a América 
Latina mejor parada que en otras ocasiones para enfrentar la crisis mundial 
de 2008. Pero el desafío no es sólo sostener el crecimiento económico, sino 
por sobre todo, encarar la cuestión de cómo se van a distribuir los frutos 
de ese crecimiento en beneficio del conjunto de la sociedad. La profundi-
zación de la democracia exige encarar la cuestión de la desigualdad como 
problema prioritario en la región. Hace falta identificar políticas que per-
mitan ampliar el acceso a bienes, a oportunidades y a derechos para que las 
mayorías puedan ejercer una ciudadanía plena.

Las mujeres estamos participando de los debates, involucrándonos en 
la política y comprometiéndonos en los destinos de nuestros países. Y por 
eso, estamos dispuestas a encarar los temas que nos afectan como mujeres y 
también aquellos que impactan sobre el conjunto de la sociedad, inclusive 
abordando temas macro que no siempre resultan familiares.

Desde hace varios años, la Red de Género y Comercio está llevando 
adelante la propuesta de formación y debate sobre cuestiones ligadas al 
desarrollo, el comercio, la economía y las políticas que atañen a nuestros 
países e impactan en nuestras vidas. Un buen número de mujeres de toda la 
región, algunas del movimiento feminista, otras de organizaciones sociales 
mixtas, e inclusive algunos hombres, participan de los cursos, seminarios 
virtuales y foros de debate que estamos realizando.
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En el segundo semestre de 2010, organizamos el Seminario “La Eco-
nomía Feminista y los Debates del Desarrollo en América Latina”, con 
el propósito de acercar los desarrollos que han hecho especialistas en el 
enfoque feminista de la economía y las políticas públicas, a un amplio 
espectro de la dirigencia social y política latinoamericana, para promover 
los debates sobre modelos de desarrollo. Para esos efectos, se convocó a un 
importante número de especialistas, muchas de ellas nucleadas en Gem 
LAC (www.gemlac.org) para que compartieran sus perspectivas y miradas 
sobre tres ejes:

- Los aportes de la economía feminista que confrontan el pen-
samiento económico convencional. Perspectivas renovadoras de 
la relación mercado – cuidado. 

- Contribuciones de la teoría feminista al debate sobre el de-
sarrollo en América Latina. Reducción de la pobreza y las des-
igualdades con un enfoque de género. 

- Políticas económicas en América Latina y el Caribe en pers-
pectiva feminista: liberalización financiera y comercial, políticas 
fiscales, presupuestos con enfoque de género.

Cada panel fue seguido por un Foro de debate e intercambio que 
contó con la activa participación de las/os cursantes. 

La presente publicación incluye los principales documentos que se 
elaboraron para el Seminario y tiene como objetivo ampliar la difusión de 
estos aportes y continuar promoviendo estos debates.

Red de Género y Comercio – América Latina
www.generoycomercio.org
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Economía feminista: enfoques y propuestas.

| Alma Espino

1. Presentación 
El objetivo de este documento es recoger de manera sintética algunos plan-
teos del enfoque feminista de la economía. Debe señalarse, que al hablar 
de economía feminista no se hace referencia a un cuerpo único de ideas, 
sino a ciertos planteos relativamente comunes a economistas provenientes 
de diferentes vertientes teóricas e inserción en la academia y el movimiento 
feminista.

2. Género y economía feminista
Un enfoque feminista de la economía entiende el concepto de género de 
una manera compleja y comprensiva, poniendo énfasis en los aspectos vin-
culados al poder y las jerarquías sociales y económicas. Las diferencias de 
poder están en el centro de este enfoque tanto como las estructuras y res-
tricciones que las originan y permiten su persistencia (Robeyns, I. 2000). 
En este sentido, comprender las instituciones políticas, sociales y econó-
micas como instituciones “generizadas” (“no neutrales” desde el punto de 
vista de género) es central para entender las prácticas, las ideas, los objetivos 
y los resultados de las políticas públicas y también para revelar la forma en 
las cuales las instituciones reflejan, refuerzan y estructuran las relaciones de 
género y las desigualdades de poder que estas entrañan (Mackay y Meier, 
2003). Por su parte este conjunto de elementos al tiempo que permite en-
tender la continuidad y persistencia de las desigualdades de género, puede 
contribuir a comprender y promover las posibilidades de cambio.

3. El sistema de relaciones de género: instituciones, sociedad y 
economía
Las instituciones, entendidas como estructuras y organizaciones formales 
e informales incluyendo normas, creencias y valores, rutinas, convenciones 
e ideas acerca de las instituciones, tienen un importante impacto sobre el 
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género y las relaciones de género. No obstante, esta relación puede ser de 
“ida y vuelta” en la medida que cambios en alguno de estos niveles pueden 
provocar cambios sobre los otros y modificarse mutuamente. Por tanto, es 
necesario profundizar en los vínculos entre instituciones, cambio y género, 
para proveer nuevas perspectivas en el campo teórico, y herramientas que 
puedan hacer a las instituciones y procesos de cambio promotoras de rela-
ciones de género más equilibradas.

El sistema de relaciones sociales de género hace referencia precisamente 
a “… un conjunto de normas y convenciones que cristalizan determinadas 
concepciones y mentalidades e inciden en las percepciones que hombres y mu-
jeres tienen de sí mismos así como en sus aspiraciones. Estas normas y conven-
ciones condicionan su acceso a oportunidades al mismo tiempo que limitan el 
campo posible de sus elecciones.” (Guzmán 2003: Pp. 13).

La construcción histórica del contexto institucional basado en las ne-
cesidades e intereses masculinos ha dejado de lado a las mujeres y su expe-
riencia. Las instituciones amparan - y refuerzan en muchos casos-, tanto 
la división de roles como la jerarquización que los mismos suponen. Las 
reglas y normas tienen un papel definitorio en las relaciones que se estable-
cen en el Estado, el mercado, y la familia, y en esas relaciones se sustenta 
en gran medida el sistema de relaciones de género.

Las normas de funcionamiento de la economía crean incentivos y ex-
pectativas diferentes para hombres y mujeres. El sistema económico y el 
de relaciones de género se hallan imbricados modelando las desigualdades 
de la participación económica de las mujeres y los hombres tanto en su 
aporte como en sus resultados. Por ello, una propuesta de cambio insti-
tucional sensible al género, procura que las formas de interacción social 
signadas por la igualdad de género se vuelvan de sentido común. Y ésta 
es una apuesta política del enfoque feminista de la economía, es decir, la 
transformación radical de la realidad que elimine las desigualdades de 
género y sociales.

4. Economía, mujeres y género
¿Por qué construir una economía feminista? En la construcción de la cien-
cia económica, las mujeres y sus experiencias quedaron fuera de las fron-
teras de los intereses de los economistas y de la economía. Las inquietudes 
de la ciencia económica se han definido y abordado, sin considerar las dis-
paridades entre hombres y mujeres. Por su parte, la participación femenina 
restringida en el ámbito de lo público, ha incidido a su vez para que las 
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mujeres no sean agentes activas en las decisiones sobre política económica, 
debido a su relativa marginación de la esfera de las decisiones políticas y de 
los cargos en niveles gubernamentales.

El llamado sesgo androcéntrico de la economía se relaciona tanto con 
los supuestos como con las metodologías usualmente utilizadas, todo lo 
cual se relaciona a su vez, con las preguntas, la información y las hipótesis 
planteadas. Y por ende, las políticas que resultan se caracterizan por el 
mismo sesgo. Por tanto, el primer aporte que el concepto de género realiza 
al análisis económico refiere a la consideración de personas con diferentes 
posiciones sociales y por tanto, intereses y problemas distintos en el área 
económica. La consideración del concepto de género también incorpora la 
existencia de sujetos con motivaciones y racionalidades diferentes.

La crítica feminista parte por cuestionar dos aspectos fundamentales de 
la teoría neoclásica predominante en la academia y en la base de la elabo-
ración y formulación, tales como la racionalidad y la representatividad. El 
concepto de la racionalidad prevaleciente está sesgado por concepciones a 
priori de género; el agente representativo, racional e informado, que toma 
decisiones buscando maximizar su bienestar (utilidad), “no tendría” sexo, 
clase, edad o pertenencia étnica, y “estando fuera” de un contexto histó-
rico, social y geográfico particular (Ferber y Nelson, 1993). Ello impide 
que se enfrenten adecuadamente desde el punto de vista económico, las 
restricciones particulares que enfrentan las mujeres en tanto agentes eco-
nómicos y sociales. En general, cuando desde la disciplina económica así 
como desde las políticas económicas se atiende a la equidad entre hombres 
y mujeres, se considera más bien como una problemática de carácter social 
y discutible en el contexto de la distribución de los frutos del crecimiento 
económico y sus beneficios.

Los supuestos sobre la exactitud y lógica del razonamiento económico, 
alejan el análisis económico de las experiencias de la vida real, donde se 
observa la acción colectiva y la toma de decisiones basadas en un sentido de 
“interrelacionalidad”. Las motivaciones inducidas por valores tales como el 
altruismo, la empatía, la reciprocidad, la solidaridad, el cuidado del próji-
mo, quedan al margen de las decisiones de las personas, pese a que los seres 
humanos responden a una variedad de factores además del propio interés 
individual (Benería, 1999). Al decir de Julie Nelson: “El homo economicus 
no es una buena descripción de la mujer, pero tampoco es una buena descrip-
ción del hombre”.
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5. Nuevos enfoques que incluyen el género
La incorporación del concepto de género en el análisis económico y de las 
relaciones de género en tanto categorías que pueden tener vínculos sistémi-
cos con la economía, empezó a surgir a comienzos de los años setenta del 
siglo XX. Este enfoque en primer lugar, señalaba la necesidad de distin-
guir entre trabajo productivo y reproductivo. Esta distinción pretendía dar 
cuenta de la división sexual del trabajo predominante en las sociedades con 
al menos dos objetivos principales: mostrar la invisibilidad del trabajo de 
las mujeres y su concentración en la esfera reproductiva y no remunerada, 
y demostrar que esa concentración opera sobre las condiciones laborales de 
las mujeres, y en general sobre sus posibilidades de participar en el ámbito 
público a nivel social y político (Benería, 2006).

La construcción de los enfoques que incorporan el concepto de género, 
alternativos a los enfoques convencionales, se focalizaron en el debate acer-
ca de la naturaleza del trabajo doméstico y su función dentro del sistema 
capitalista: mantener y reproducir la fuerza de trabajo, las generaciones de 
trabajadores presentes y futuras y disminuir el costo de esta reproducción.

6. División sexual del trabajo: producción - reproducción
Uno de los importantes hallazgos del análisis feminista es la visualización 
de las esferas de la producción y la reproducción en el marco de la divi-
sión sexual del trabajo y sus nexos con el funcionamiento de la economía. 
La producción ligada al trabajo para el mercado, es decir, producción de 
bienes y servicios es el objetivo principal del análisis económico. La pro-
ducción para el mercado tiene valor económico y se traduce en precios. La 
segunda esfera o la de la reproducción, se refiere a producción/reproduc-
ción de la vida en términos biológicos, esto es de la fuerza de trabajo en 
base a la manutención diaria y de las generaciones de trabajadores, pero 
también, guarda relación con la reproducción del sistema social como un 
todo. Ajena al mercado, la reproducción queda fuera del interés de la teoría 
economía convencional. Si esta marginación se origina en la concepción 
acerca de que la capacidad y especialización de las mujeres en la repro-
ducción humana es un asunto de carácter biológico, dicha especialización 
se extiende a todo aquello relativo a las necesidades básicas para la vida y 
la reproducción social, incluida la transmisión de valores de cultura, cui-
dados de la salud, es decir, todo aquello sin lo cual los seres humanos no 
pueden producir y reproducir la vida.

El desarrollo de la categoría división sexual del trabajo como la división 
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social del trabajo básica contribuyó a identificar la producción y la repro-
ducción como dos procesos fundamentales para la sociedad y la economía 
y a visibilizar la presencia predominante de las mujeres en uno de ellos. Así 
mismo permitió explicar el origen de las diferencias respecto a los hombres 
de la participación de las mujeres en el mercado laboral.

7. Trabajo y empleo
Los análisis económicos consideran el trabajo en el ámbito del mercado, ya 
sea asalariado (sector público y privado), por cuenta propia, formal e infor-
mal, en distintos sectores de la actividad económica; en todos los casos se 
trata de empleo, trabajo que se intercambia en el mercado y se remunera. 
Ello da lugar a su valoración social y económica, a su visibilidad económica 
y a que se mida en las estadísticas. No obstante, uno y otro tipo de trabajo 
son productivos aunque en un caso sea para el mercado y en otro para el 
hogar y la comunidad. Sin embargo, los hogares en el análisis económico 
se consideran generalmente unidades de consumo, a pesar de que en estos 
se producen bienes y servicios para satisfacer necesidades de las personas, y 
ello requiere trabajo. Así mismo, en la comunidad se trabaja para mejorar 
las condiciones de vida de los niños, de los ancianos, de los más pobres, 
para resolver carencias que las políticas públicas no resuelven, también en 
base a trabajo y tiempo destinado al trabajo, aunque no sea remunerado. 
En los análisis económicos, el tiempo de las mujeres es una variable inexis-
tente, por lo que no se contabiliza su valor económico1. La economía de 
mercado no puede funcionar sin el trabajo dedicado a la reproducción 
social, sin el trabajo no remunerado, que crea valor económico.

8. Discriminación y segregación laboral
La división sexual del trabajo y la posición subordinada de las mujeres 
da lugar a que en los hogares no se repartan, ni los bienes, ni el ocio, ni 
el tiempo de trabajo remunerado y no remunerado de manera equitati-
va entre todos los miembros. La combinación entre la división sexual del 
trabajo y las normas que la regulan dentro de la familia operan también 
condicionando el acceso de las mujeres al espacio público, en particular 
al mercado laboral. El análisis de la interrelación entre estos ámbitos ha 
permitido analizar el trabajo remunerado, el mercado laboral y la situación 
de las mujeres en este mercado, explicando formas de inserción, resultados 

1 http://www.eclac.org/publicaciones/xml/9/29399/capitulo_ii.pdf
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económicos y condiciones laborales.
Las mujeres participan en menor proporción en el trabajo remunerado, 

suelen presentar menor cantidad de horas en promedio, mayores tasas de 
desempleo, predominan en los empleos informales y en el servicio domés-
tico. Los ingresos laborales femeninos en promedio son menores a los de 
los hombres, lo cual ha dado lugar a que numerosos estudios se hayan 
orientado a explicar el origen y la persistencia de esos diferenciales de in-
gresos por sexo. Los enfoques para encontrar estas explicaciones parten de 
la existencia de factores de discriminación tanto de demanda (empleado-
res) como de oferta (preferencias), así como de la incidencia del fenómeno 
de la segregación ocupacional por género.

La vinculación entre discriminación económica (diferente remuneración 
por razones diferentes a las características económicas de los individuos) y 
segregación ocupacional (concentración desproporcionada en determinados 
tipos de ocupación) se da en la medida en que la segregación puede suponer 
la existencia de alguna forma de discriminación, y puede por tanto estar en 
la base de los diferenciales salariales entre hombres y mujeres, tema que ha 
sido ampliamente analizado en la literatura empírica2 (Anker 1998).

9. La economía del cuidado: trabajo y empleo para la reproducción social
En los últimos tiempos, las economistas feministas han introducido el 
concepto de “economía del cuidado” para dar cuenta del espacio de bie-
nes, servicios, actividades, relaciones y valores relativos a las necesidades 
más básicas y necesarias para la existencia y reproducción de las personas 
(Rodríguez, C. 2005). Si bien la noción de cuidado se relaciona con que el 
bien o servicio provisto “nutre” a otras personas, otorga elementos físicos 
y simbólicos para sobrevivir en sociedad, el uso del término “economía 
del cuidado” enfatiza que estos bienes o servicios generan o contribuyen a 
generar valor económico (UNIFEM, 2000).

El trabajo del cuidado involucra directamente el cuidado de las perso-
nas y puede ser o no remunerado. Normalmente el trabajo del cuidado no 
pagado, tienen lugar principalmente en los hogares propios o de familiares 
o en las comunidades (merenderos, comedores, construcción de infraes-
tructura o mejoras de diferente tipo). Cuando la provisión del cuidado se 

2 En este sentido, Bergman (1974) analizó la discriminación laboral en base al modelo de 
overcrowding, que pone de relieve la construcción cultural e institucional de los mercados 
de trabajo específicos de género. Es decir, las actitudes e ideas que llevan a calificar a ciertas 
ocupaciones como femeninas o apropiadas para las mujeres son parte de un sistema social, y 
aprendidas por la mayoría de los empleadores.
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da a través del mercado o del Estado se basa en trabajo remunerado. En 
estos casos, por lo regular hay sobre-representación de fuerza de trabajo 
femenina y los niveles de remuneración son bajos.

Las economistas feministas han enfatizado la idea acerca de que la pro-
ducción de bienes y servicios de cuidado, es imprescindible para la repro-
ducción humana y para generar capacidades sociales. Por lo tanto, esas 
actividades que resultan indispensables para el desarrollo de las personas y 
de sus oportunidades, requieren responsables, ya sean personas o institu-
ciones. Pese a que muchos servicios y bienes pueden obtenerse como hemos 
señalado, de diferentes formas, la vida en sociedad es impensable sin el 
aporte del cuidado que realizan los hogares. Y en estos, la responsabilidad 
ha sido social e históricamente atribuida a las mujeres. El trabajo no re-
munerado femenino no se ha considerado por las políticas, salvo como un 
factor que está presente y asociado a un sentido altruista y casi como parte 
de la naturaleza femenina.

Durante las últimas décadas, la masiva incorporación de las mujeres al 
mercado de trabajo ha dado lugar a la doble jornada femenina. Las activi-
dades antes atendidas casi completamente por el trabajo no remunerado de 
las mujeres se ven afectadas por la dedicación que exige el mercado laboral 
y las actividades públicas. En definitiva, se ha trastocado la organización 
de la reproducción social.

Desde la perspectiva feminista, los desafíos para las políticas públicas 
comprometidas con el bienestar, suponen en primer lugar, diseñar políticas 
económicas que reconozcan que el funcionamiento del sistema es posible, 
porque existen actividades remuneradas y no remuneradas. Si bien, las polí-
ticas que apuntan a la redistribución en aras de la equidad social son funda-
mentales en el fortalecimiento de las democracias, éstas, no pueden conside-
rar solamente los recursos económicos, sino tiempos y actividades que como 
hemos visto, también tienen un carácter económico. A su vez, las acciones en 
materia social y orientadas a revertir procesos de pobreza y exclusión, requie-
ren incorporar al objetivo del bienestar cotidiano de las personas, el acceder 
y disfrutar de servicios de cuidado como necesidad y como derecho.

La fijación de objetivos de igualdad de género en este terreno, enfatiza 
la importancia de promover una ética de responsabilidades compartidas 
entre mujeres y hombres, tanto en la esfera pública como en la privada. 
Para ello, sin duda, hace falta el diseño de políticas que faciliten la vida 
laboral, que mejoren las condiciones de inserción femenina en el mercado 
de trabajo y favorezcan la participación activa de los hombres en las acti-
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vidades domésticas no remuneradas. Y esto tiene razones que hacen a la 
justicia de género, pero que hacen también a la justicia social y a las nece-
sidades de la reproducción social en el marco del desarrollo humano. Las 
políticas podrían constituir un eje de articulación entre familia, Estado y 
mercado desde un enfoque de género y de derechos, para avanzar hacia 
una propuesta de reorganización social. (CEPAL, 2007)

10. El desafío de incorporar el género en las políticas macroeconómicas
El examen del género y de las relaciones de género desde un punto de 
vista macroeconómico es aún más reciente. Hacia los años ochenta, las 
economistas feministas, discutieron la supuesta neutralidad de género de 
las políticas macroeconómicas. Se cuestionan así los supuestos respecto a 
que hombres y mujeres experimentan los mismos problemas, y requieren el 
mismo tipo de soluciones. Se señala que las políticas económicas son “cie-
gas al género”, lo cual implica lejos de neutralidad, sesgos en sus impactos 
que afectan a las mujeres negativamente.

El abordaje de la relación entre políticas macroeconómicas y género 
ha sido y es uno de los grandes desafíos para el feminismo, en tanto re-
sultan materias difíciles de relacionar en los modelos macroeconómicos 
tradicionales. 

Cagatay, Elson y Grown (1995) marcan tres afirmaciones que debe-
rían actuar como puntos de partida, para que los enfoques macroeco-
nómicos tomen en cuenta el género:

-	las instituciones económicas refuerzan y transmiten los ses-
gos de género; por ejemplo, los mercados libres reflejan y re-
afirman un importante número de desigualdades de género;
-	el costo de reproducción y mantenimiento de la fuerza de 
trabajo en una determinada sociedad permanece invisible, 
tanto como que el alcance de la actividad económica no in-
cluya el trabajo doméstico no remunerado; este trabajo nece-
sita hacerse visible y la macroeconomía tiene que redefinirse 
para incluirlo;
- las relaciones de género juegan un importante papel en 
la distribución del empleo, los ingresos, el bienestar, rique-
za y aporte productivos, con importantes implicaciones ma-
croeconómicas.

En las últimas décadas la aplicación de políticas macroeconómicas ten-
dientes a reducir al mínimo la intervención gubernamental y las regulacio-
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nes, perseguía el objetivo de lograr una distribución más eficiente de los 
recursos económicos, tasas más elevadas de crecimiento económico, un 
incremento más rápido del ingreso y, en consecuencia, una disminución 
de la pobreza. Se suponía que las mujeres se beneficiarían tanto como los 
hombres de las reformas económicas, mientras que un incremento en su 
acceso al empleo, al salario y a la educación podría generar una mayor 
igualdad de condiciones entre los sexos. Sin embargo, los resultados de 
dichas políticas no propiciaron un entorno favorable para el mejoramiento 
del bienestar de las mujeres, ni para superar los prejuicios en materia de gé-
nero ni reducir las brechas relacionadas con el género en cuanto a aptitudes 
básicas, oportunidades y acceso a recursos. Tampoco se generó un reparto 
equitativo entre mujeres y hombres de las tareas domésticas no remunera-
das ni de los costos que implican el cuidado de la familia y la crianza de los 
hijos (UNRISD, 2005).

Las reducciones en los servicios sociales públicos por ejemplo, obliga-
ron a las mujeres a aumentar su participación en las tareas reproductivas 
(cuidando a miembros enfermos de la familia que pudieran haber estado 
hospitalizados previamente). Los cambios en la distribución de los recursos 
y los aumentos de la productividad previstos por los programas de ajuste, 
transfirieron los costos del mercado a los hogares y a las mujeres, quie-
nes debieron amortiguar los impactos de los programas de estabilización. 
Esa mayor carga del trabajo reproductivo significaba que las mujeres eran 
menos capaces de responder a los incentivos económicos, disminuía la re-
distribución de los recursos en algunos sectores, y hacía menos efectiva la 
reforma económica.

Las investigaciones pusieron de relieve la necesidad de considerar que la 
oferta de trabajo no remunerado no es infinitamente elástica. Los hogares 
no pueden compensar completamente la caída en el acceso a los bienes de 
mercado y a los servicios que proveen las necesidades básicas de la vida, sin 
poner en peligro la salud de las propias mujeres y en general, las bases de 
la reproducción social.

Cagatay, Elson y Grown (1995) señalan que las reducciones de los gas-
tos gubernamentales y del consumo privado, el aumento de los precios o 
la caída de los ingresos son estrategias que conducen al ahorro forzoso. 
Sin embargo, para quienes dejan de tener acceso a los bienes y servicios 
del mercado, el sector doméstico es el último refugio y el trabajo no re-
munerado puede sustituir al mercado. Estas estrategias de ahorro forzoso 
pueden llevar a la destrucción de las capacidades humanas, dependiendo 
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del esfuerzo que los hogares o el sector doméstico puedan realizar para 
aumentar la magnitud e intensidad del trabajo no remunerado. La subor-
dinación de las mujeres facilita la producción de ahorro forzoso a través de 
“trabajo doméstico forzoso”.

Las políticas de ajuste estructural y el análisis de sus impactos pusieron 
de manifiesto la relación entre actividades productivas y reproductivas, de-
mostrando la importancia que han adquirido las actividades generadoras 
de ingresos de las mujeres, la intensificación del trabajo doméstico cuando 
el presupuesto familiar se reduce; las dificultades con las que se enfrentan 
las mujeres para acceder al mercado debido a sus responsabilidades fami-
liares; los efectos sobre el uso del tiempo de los recortes presupuestales y la 
privatización de los servicios sociales.

11. Síntesis y desafíos
La economía feminista tiene como principal objetivo, las necesidades de 
abastecimiento de la vida humana, las mercancías y procesos necesarios 
para la supervivencia de los seres humanos. Esto significa redefinir el cam-
po de análisis de la economía, ampliando de este modo, la cantidad de 
procesos económicos que están en juego cuando las sociedades producen, 
distribuyen, intercambian y consumen, al integrar en el análisis la conside-
ración de la esfera del trabajo reproductivo. Este conjunto de dimensiones 
influyen y pueden ser determinantes en los procesos de generación de va-
lor, distribución y acumulación.

Por su parte, se da visibilidad a las desigualdades de género como 
desigualdades constitutivas de la sociedad y del sistema económico. Se 
advierte que la eficacia de las políticas económicas depende no sólo del 
crecimiento del producto, sino de quién participa, de qué manera y a 
quién beneficia. Para que las políticas macroeconómicas promuevan la 
igualdad de género no sólo se trata de su capacidad de aumentar el creci-
miento económico. Los efectos de dicho crecimiento son diferentes por 
género, debido a que éste opera mediante diversos tipos de mercados, a 
través de la distribución intrafamiliar de recursos y al interior de los ho-
gares, así como mediante el gasto público (UNSRID 2005).

La propuesta feminista viabiliza una crítica amplia respecto a los 
modelos económicos predominantes, resultantes del supuesto de que el 
mercado ofrece soluciones óptimas para todos. Por su parte, en el cen-
tro de su argumentación está la afirmación acerca de que el sistema de 
relaciones de género tiene vínculos sistémicos con la economía, los cuales 
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se identifican ampliamente en el análisis y las propuestas sobre mercados 
laborales y pobreza. Dadas las desigualdades de género en diferentes 
ámbitos, que van desde la posición que hombres y mujeres ocupan en 
los hogares y en la sociedad, se destaca que los efectos de las políticas 
macroeconómicas no son ni pueden ser neutrales al género.

La preocupación por la equidad de género, por la interacción entre eco-
nomía del cuidado y sistema económico, supone el objetivo del desarro-
llo humano sustentable, una preocupación por la sociedad del futuro. El 
cuidado se puede obtener en el mercado pero no todos los individuos ni 
los hogares pueden hacerlo, particularmente en la región más desigual del 
mundo, la nuestra. El debate acerca de la función de los Estados, de su 
papel respecto al bienestar, a su necesaria renovación y a las reformas que 
concilien desarrollo, crecimiento y eficiencia, es hoy de primer orden.

El papel de las políticas públicas tiene un importante rol siempre 
que la economía de mercado, por la propia naturaleza de esta institu-
ción, transmite y refuerza desigualdades de género en los hogares y en el 
sector reproductivo. En ese sentido, y habida cuenta que las relaciones de 
género están condicionadas por el contexto institucional en cada una de 
las sociedades, la igualdad de oportunidades y resultados en todos los 
órdenes pero en particular en el económico, suponen introducir cambios 
en normas formales e informales y en las prácticas. Las normas en su 
naturaleza dinámica pueden contribuir al cambio social. Las interac-
ciones entre los grupos humanos que crean expectativas y aspiraciones y 
formas de relacionamiento, pueden cambiar a partir de la acción de 
los gobiernos concretada en políticas públicas.

Hoy el desafío va más allá de los posibles impactos sobre la equidad 
en términos de justicia social; se trata de demostrar en qué medida las 
desigualdades sociales, incluyendo las originadas en el género, impiden 
el proceso de desarrollo en nuestras sociedades. Se requiere una mayor 
exploración de los nexos entre las dinámicas laborales, demográficas y de 
producción, y las de la esfera de la reproducción; surgen desafíos prácti-
cos en términos de investigación y de diseño de políticas. 
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La Economía del Cuidado: un recorrido 
conceptual.

| Valeria Esquivel 

1. Los orígenes conceptuales de lo que llamamos hoy “economía del 
cuidado”
Lo que hoy conocemos como “economía del cuidado” en la literatura de 
habla hispana—y que remite a las bases materiales que sostienen los están-
dares de vida, como veremos más adelante—tiene su origen en el llamado 
“debate sobre el trabajo doméstico”. En este debate, que se desarrolló du-
rante los años 70s, se buscó comprender la relación entre el capitalismo y la 
división sexual del trabajo, con una clase privilegiada (los maridos) y una 
clase subordinada (las amas de casa) (Gardiner, 1997; Himmelweit, 1999). 
El trabajo doméstico se pensaba así como un requerimiento del capitalismo 
(o complementariamente, de los varones, que “explotaban” a sus mujeres) 
que debía ser abolido (Himmelweit, 1999). Este esfuerzo por incorporar al 
trabajo doméstico en conceptualizaciones de origen marxista se realizó, sin 
embargo, a expensas de dejar fuera del análisis las formas de familia que 
no se correspondían con el arquetipo de varón proveedor-mujer cuidadora, 
desconociendo también el trabajo realizado para las generaciones futuras 
de trabajadores, en la crianza de los niños y niñas (Molyneux, 1979).

Más adelante, se entendió al “trabajo reproductivo” como aquel “necesa-
rio” para reproducir la fuerza de trabajo, tanto presente como futura (Benería, 
1979; Picchio, 2003). Ya no era necesario abolirlo, sino entender que su des-
igual distribución en términos de género se encuentra en el origen de la po-
sición subordinada de las mujeres, y de su inserción desventajosa en la esfera 
de la producción. El énfasis, entonces, estaba puesto sobre todo en “visibilizar 
los costos” para las mujeres que la provisión de este trabajo reproductivo traía 
aparejados. Como en el debate sobre el trabajo doméstico, la perspectiva era 
agregada o “sistémica”: la conceptualización de la organización de la repro-
ducción social y la tensión entre ésta y los requerimientos de la producción. 

En la literatura sajona, la “economía del cuidado”3 enfatiza la relación 

3 Véase Folbre (2006), Himmelweit (2007) y Razavi (2007).
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entre el cuidado de niños y adultos mayores brindado en la esfera domés-
tica y las características y disponibilidad de servicios de cuidado, tanto 
estatales como privados. En estas conceptualizaciones, el “trabajo de cui-
dado” es definido como las “actividades que se realizan y las relaciones 
que se entablan para satisfacer las necesidades materiales y emocionales de 
niños y adultos dependientes” (Daly y Lewis, 2000: 285). La materialidad 
de este trabajo es sólo una de las dimensiones de la “relación de cuidados”, 
que reconoce, además elementos motivacionales y relacionales (Jochimsen, 
2003). El énfasis en la dimensión de “provisión de cuidado” del “trabajo 
reproductivo” reconoce su origen en aportes filosóficos sobre la “ética del 
cuidado”, como los de Joan Tronto (1993) y también en conceptualizacio-
nes feministas que ubican al cuidado como una característica central de los 
regímenes de bienestar (Daly y Lewis, 2000). 

2. La economía del cuidado, y el trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado
Esta evolución conceptual conllevó también un desplazamiento, “del tra-
bajo al cuidado”, parafraseando el título del libro editado por Susan Hi-
mmelweit (2000) que recorre esta evolución. En un sentido, la economía 
del cuidado “extiende las fronteras del trabajo reproductivo” para analizar 
también cómo el “contenido de cuidado” de ciertas ocupaciones, usual-
mente feminizadas, penaliza también a los trabajadores y trabajadoras que 
se desempeñan en ellas (Budig et al, 2002 y los trabajos editados por Ra-
zavi y Staab, 2010). Estos estudios han mostrado que en los sectores pro-
veedores de cuidado, como educación, salud, y también el servicio domés-
tico -sectores donde las mujeres se encuentran sobrerrepresentadas y donde 
permanece la idea de que las mujeres están “naturalmente” equipadas para 
proveer cuidados- los salarios tienden a ser menores (a igualdad de otras 
características) que en otros sectores.4 

Pero, en otro sentido, el foco de la economía del cuidado en las activi-
dades de cuidado “directo” de personas excluye las actividades más instru-
mentales, el trabajo doméstico propiamente dicho -cocinar o limpiar, por 
ejemplo, con el argumento de que estas actividades no tienen un contenido 
“relacional” y son, por lo mismo, fácilmente reemplazables por sustitutos 
de mercado. En las economías desarrolladas, se dice, “la vida en familia se 
concentra cada vez más en compartir las comidas o en leer cuentos antes 

4 Ésta es una explicación alternativa, pero no muy lejana, de los efectos de la segregación por 
género sobre los salarios (menores salarios en sectores feminizados).
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de ir a dormir, actividades para las que no existen sustitutos de mercado” 
y en las que las diferencias de género serían más agudas (Folbre y Nelson, 
2000: 129; Himmelweit, 2000: xviii). 

Existen por lo menos dos problemas con este desplazamiento concep-
tual. En principio, está claro que en nuestras economías, las mujeres y los 
varones que proveen cuidados no remunerados son también quienes más 
trabajo doméstico hacen, y desconocemos si las diferencias de género son 
más o menos pronunciadas en uno u otro tipo de trabajo5 (Budlender, 
2008). Por otra parte, el trabajo doméstico puede ser pensado, de hecho, 
como un “cuidado indirecto”, o como una “precondición” para que el cui-
dado directo ocurra (Folbre, 2006; Razavi, 2007). El hecho de que el gra-
do de mercantilización del trabajo doméstico dependa de la tecnología de 
los hogares y de sus ingresos monetarios nos recuerda que la distribución 
del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado no puede pensarse de 
manera independiente del grado de desigualdad de ingresos y de los niveles 
de pobreza existentes. Más aun, podría argumentarse que la diferenciación 
tajante entre el trabajo de cuidados y el trabajo doméstico es un “sesgo pri-
mermundista”, similar a la diferenciación artificial entre el trabajo domés-
tico y la producción de subsistencia en contextos rurales (Wood, 1997). 

Pero más importante conceptualmente, sin embargo, es el énfasis pues-
to en el cuidado de dependientes, y la definición de las relaciones de cui-
dado como profundamente asimétricas. Si en el “debate sobre el trabajo 
doméstico” estaban ausentes los niños y niñas y en general toda perso-
na dependiente, en el actual debate sobre la “economía del cuidado” los 
adultos no dependientes han desaparecido completamente del panorama.6 
Las mujeres, en tanto, pasaron de ser subordinadas y dependientes ellas 
mismas de sus maridos, a ser adultas autónomas (aunque no exentas de 
mandatos y presiones sociales que ponen en cuestión esta autonomía) y 
proveedoras de cuidado.7

Así planteado, el cuidado de dependientes evoca una concepción dua-
lista (y estática) de dependencia, como una “característica de la persona-
lidad” y como opuesta a autonomía (Fraser y Gordon, 1994). Aplicable 

5 Un aspecto que, seguramente, sea muy dependiente del contexto. En la ciudad de Buenos 
Aires, las diferencias por género parecen ser más marcadas en el trabajo doméstico que en el 
de cuidados. 
6 Casi completamente, debería decirse, ya que en los últimos escritos el cuidado de adultos 
saludables es mencionado al pasar (Folbre, 2006: 186; Himmelweit, 2007: 581).
7 Pérez Orozco (2006) va más allá, al sugerir que las mujeres “obtienen” su autonomía al ubicar 
a otro/a en el lugar de dependiente.
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sólo a los niños muy pequeños, es dudoso que puedan ser pensados así 
los adultos enfermos, discapacitados o simplemente mayores (Williams, 
2009: 29). Con esta visión dualista, el par “cuidador/a autónomo/a - niños/
as y adultos dependientes receptores de cuidado” se corre el riesgo de ter-
minar reforzando la idea del homus economicus autosuficiente: el problema 
no sería ya que esta categoría es errada, sino que aplica a las personas “no 
dependientes”, en su mayoría, hombres saludables, pero también mujeres, 
durante un período relativamente extenso de sus vidas (aquél llamado, no 
por casualidad, “productivo”).8 Sin embargo, recibir cuidados no necesa-
riamente se opone a la independencia o a la realización personal (Seven-
huijsen, 1998: iv), y los adultos autónomos también pueden dar y recibir 
cuidados en términos recíprocos, tal como lo hacemos cuando cuidamos 
a amigos, parejas y familiares. En efecto, no es la dependencia o indepen-
dencia, sino la “interdependencia”, lo que caracteriza nuestra condición 
humana (Tronto, 1993). 

Alejarnos del par “cuidador/a autónomo/a-receptor de cuidados depen-
diente” nos deposita en un terreno más rico, al entender a las necesidades 
de cuidado, y a las responsabilidades de cuidado como ideológica y so-
cialmente construidas. Nos recuerda que no hay nada “natural” en ellas 
(o muy poco, sólo cuando se piensa en niños y niñas muy pequeños o en 
personas en riesgo de vida). 

Esta mirada crítica no permite analizar desde una perspectiva feminista 
los discursos que asignan a algunas mujeres roles de cuidado, y los limitan 
en otras mujeres o en los varones (Barker, 2005) (por ejemplo, los discursos 
maternalistas, presentes en políticas sociales como el Plan Familias, que 
enfatizan el rol “exclusivo” de cuidado de las madres de menores recursos, 
“invitándolas” a retirarse del mercado de trabajo). También, entender las 
“relaciones sociales” que se dan en los hogares y las familias, en particular 
lo social (por opuesto a “privado”) de las desigualdades de género en las 
cargas de trabajo y en los estándares de vida (Gardiner, 2000). 

La exclusión del cuidado de no dependientes en general y del trabajo 

8 La siguiente cita muestra claramente este riesgo: ““[d]ependants have been almost entirely 
omitted from mainstream economic (and political) theory. Rational economic man is a self-
sufficient adult. We can trust his choices if we assume that he has decent preferences and 
rational capabilities. Consumer sovereignty implies that he knows what is best for him. But 
even if we accept this principle for adult men and women, it obviously does not apply to young 
children. Nor does it apply to many of the sick or the infirm elderly. Even if rational economic 
man could subsist entirely on his own during part of his life span, it seems unlikely that he 
could either reach adulthood or survive to old age without some distinctly altruistic assistan-
ce.” (énfasis agregado) (Badget y Folbre, 1999: 315).

La Economía del Cuidado: un recorrido conceptual | Valeria Esquivel 
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doméstico en particular es problemática precisamente porque sigue siendo 
el caso que los varones autónomos tienden a beneficiarse del trabajo de mu-
jeres (también autónomas) para sostener sus estándares de vida (Picchio, 
2003: 11). Omitir estos otros componentes del “viejo” trabajo reproduc-
tivo del análisis elimina un rasgo de persistente desigualdad de género, 
particularmente acuciante en contextos en que la pobreza de ingresos no 
permite acceder a sustitutos de mercado para los mismos. En estos casos, 
las desigualdades de género no se resuelven con el simple expediente de 
“tercerizar” el trabajo doméstico. Más bien, son “reforzadas por las des-
igualdades de ingresos”.9 

Tal vez, una síntesis apropiada de esta evolución conceptual del trabajo 
doméstico al trabajo reproductivo, y de allí al trabajo de cuidados, sea el 
pasaje de “entender al hogar como un lugar de trabajo, aun cuando sin 
duda lo es todavía, a un lugar de cuidado, como seguramente siempre 
lo fue” (Himmelweit, 2000: xviii). Los análisis que entienden al trabajo 
reproductivo solamente como una categoría macroeconómica o sistémica 
suelen omitir el hecho de que este trabajo sostiene las relaciones interperso-
nales y familiares, “enfatizando más los costos de quienes los proveen que 
en las contribuciones al bienestar de quienes los reciben” (Benería, 2003: 
169). Los análisis que sólo se interesan en el contenido relacional del cui-
dado tienden a pasar por alto las dimensiones materiales y aun financieras 
del trabajo de cuidados en general y del trabajo doméstico en particular, y 
sus claros vínculos con las desigualdades de género y clase, construidas a 
nivel social (Razavi, 2007: 16). 

3. Las funciones del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado
Voy a tratar de ejemplificar lo que acabo de decir. El siguiente gráfico 
muestra, en la parte de arriba, una simplificación del “flujo circular de 
renta”, como típicamente lo ven los estudiantes de macroeconomía. Desde 
una perspectiva agregada, los economistas identificamos dos ámbitos (o dos 
tipos de agentes), las empresas y las familias. Cada uno de estos ámbitos 
es pensado desde la macroeconomía como una “caja negra” (sólo importa 
el comportamiento agregado). Empresas y familias se “encuentran” en el 
mercado. Las empresas demandan trabajo remunerado y pagan salarios, 

9 Este argumento es válido para nuestras economías y también para las economías desarrolla-
das. La intersección entre clase y género está muy poco presente en la literatura especializada 
en los países centrales, pero no necesariamente en sus realidades (véase Barker, 2005 y Cha-
rusheela, 2003).
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mientras las familias demandan bienes y servicios utilizando los ingresos 
que generan por la venta de su trabajo (un flujo similar está asociado a 
otros factores de producción, como el capital o la tierra, pero la mayoría de 
las familias sólo son propietarias de su fuerza de trabajo).

El gráfico muestra también un circuito económico “ampliado”, propues-
to por Antonella Picchio como un “mapa” del conjunto de las relaciones 
económicas (Picchio, 2001). En este circuito, los intercambios mercantiles 
son sólo una parte de la economía. Más allá de la producción y distribu-
ción mercantil se encuentra el espacio del “desarrollo humano”, centrado 
en mantener y extender los estándares de vida. Las familias cuentan con 
los ingresos monetarios para adquirir bienes y servicios de mercado, pero 
también cuentan con el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. Este 
trabajo les permite “extender” los ingresos monetarios (transformando los 
bienes adquiridos en el mercado en productos que pueden ser consumi-
dos, proveyendo servicios de cuidado no remunerados a los miembros de 
las familias que de otra manera deberían ser adquiridos en el mercado), 
y “expandir” el bienestar a través del desarrollo de dimensiones que no 
son materiales, como aquellos relacionados con los afectos y las relaciones 
sociales (la interacción con otros, el mantenimiento de una vida sana, la 
posibilidad de incorporar saberes y conocimientos). Las familias dejan de 
ser sólo consumidoras, para ser también productoras. La economía tam-
bién incluye este “espacio del desarrollo humano”, en el que el centro son 
las personas, no el mercado.

Además de extender y expandir el bienestar, las familias regulan el ta-
maño de la población trabajadora (en el gráfico, Reducción). Las familias 
sostienen cotidianamente a la fuerza de trabajo (la imagen sería que nos 
permiten, cada día, aparecer alimentados, vestidos, y sanos en nuestros 
empleos), y su reproducción en el mediano plazo (las nuevas generaciones 
de trabajadores). Por eso la conceptualización de este trabajo como “tra-
bajo reproductivo” que mencionamos antes.10 Pero también las familias 
sostienen a aquéllos y a aquéllas que no venden su trabajo en el mercado, 
actuando de “colchón” o “amortiguador” ante las diferentes coyunturas 
del mercado de trabajo.

10 Prefiero no utilizar esta expresión debido a que se contrapone (erróneamente) con el trabajo 
productivo, y tiene ciertas reminiscencias biológicas, asociadas a la reproducción humana, 
cuando es mucho más que ésta.

La Economía del Cuidado: un recorrido conceptual | Valeria Esquivel 
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Fuente: Picchio (2001)

4. Costos y beneficios del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado
Aunque el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado es, de una 
parte, proveedor de bienestar en estas dimensiones, es también un “costo” 
para quienes lo proveen (de tiempo, energía, e incluso de ingresos no per-
cibidos). Esta tensión subsiste a pesar de la evolución conceptual anterior, y 
tiene un fuerte contenido distributivo—de género, clase y generación.

Pensemos, por ejemplo, una familia con niños y niñas y otra sin ellos. 
Sobre la base de la literatura tradicional sobre bienestar y pobreza, para 
comparar el estándar de vida de estas dos familias debe mirarse el ingreso 
per cápita de estos hogares, ajustado por “economías de escala”, ya que es 
más barato vivir entre varios, y los niños y niñas consumen menos que 
los adultos. Supongamos que una comparación así nos muestre a estas dos 
familias como equivalentes en términos de ingresos per cápita (igualmente 
pobres o ricas). Sin embargo, no sólo es claro que los niños y niñas no gene-
ran ingresos monetarios (por lo cual los adultos de la segunda familia tienen 
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que haber generado más ingresos que los de la primera), sino también que 
los costos de los niños y niñas para sus padres no son solamente monetarios. 
El trabajo de cuidado (ese que les permite desarrollarse, aprender, crecer) no 
está “contabilizado” en la medición del ingreso, pero bien podría pensarse 
como un ingreso (no monetario) que contribuye al bienestar. Y como un 
costo para los adultos, que tienen menos tiempo libre (Folbre, 2009).

Sigamos con un ejemplo similar, pero ahora incorporando a los ser-
vicios de cuidado. Pensemos en dos familias idénticas en su estructura 
(mamá, papá, niños pequeños). Una de ellas tiene acceso a un jardín pú-
blico de doble turno, y la otra no (tampoco tiene ingresos para pagarlo). 
Esta segunda familia (en la mayoría de los casos, la madre) compensa con 
su trabajo de cuidado estas carencias. Pero es frecuente que esta compensa-
ción tenga costos en términos de la inserción laboral de las madres (tanto 
en términos de participación en el mercado de trabajo, como al tipo de 
puestos a los que acceden), y por lo tanto en los ingresos monetarios de 
estas familias,11 acercándolas más a la pobreza. Estos efectos se exacerban 
cuando nos alejamos de este patrón tradicional de familia y pensamos en 
otros modelos familiares, en particular en familias donde la única percep-
tora de ingresos es la madre.

5. El debate sobre la “economía del cuidado” en contextos como el nuestro
Debo mencionar que las economistas feministas que sostienen estos deba-
tes en las economías centrales tienen una agenda particular, en torno a las 
problemáticas de sus países, donde la “crisis del cuidado” parece manifes-
tarse en el descenso de la tasa de natalidad y en la dificultad para cuidar 
de una población de adultos mayores en expansión. Esta no es necesa-
riamente la agenda de países como los nuestros (salvo, tal vez, el caso de 
Uruguay).12 

En sociedades muy desiguales, como la nuestra, el cuidado se recibe 
y se provee de manera muy diferente en distintos tramos de ingresos. En 
la comparación anterior entre la familia que accedía al jardín de infantes 
público, y la que no lo hacía, suponíamos un mismo nivel de ingresos. 
Pero familias con niños en niveles elevados de ingresos pueden organizar 
la provisión de cuidado (tanto el directo como el indirecto) recurriendo a 

11 El acceso a servicios públicos gratuitos es un ingreso (en especie) que debería contemplarse 
también en los cálculos de pobreza y desigualdad.
12 Para análisis referidos a países en desarrollo, véase, por ejemplo, Esplen (2009) y Rodríguez 
Enríquez (2007).

La Economía del Cuidado: un recorrido conceptual | Valeria Esquivel 
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sustitutos de mercado para el trabajo doméstico y de cuidados no remune-
rado (en una medida no menor, provistos por el servicio doméstico). Es la 
desigualdad de ingresos entre las familias que “compran” estos servicios, 
y los salarios de las empleadas domésticas (prácticamente todas mujeres, 
volviendo al ejemplo que se mencionó antes) la que sostiene este orden de 
cosas (Esquivel et al, 2009). 

La relación entre el funcionamiento del mercado de trabajo y la pro-
visión y distribución del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
tiene también características peculiares en sociedades donde una porción 
importante de la población ocupada lo está en condiciones precarias, o 
de manera no registrada. En un contexto como éste, la “importación” de 
algunas propuestas de políticas tendientes a la redistribución del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado, como las licencias por paterni-
dad, si bien loables, tienden a reforzar la diferenciación entre trabajadores 
registrados y no registrados, ya que estos cambios regulatorios afectan sólo 
a los primeros. (De hecho, cabe recordar que en Argentina la licencia por 
maternidad no conlleva costos para los empleadores, si la futura madre 
está registrada, de manera que es muy importante avanzar en la cober-
tura de la registración entre las ocupadas). En este contexto, parece más 
interesante ampliar la cobertura de jardines de infantes y guarderías (y 
sostener el acceso universal a los restantes niveles educativos), con el doble 
propósito de mejorar las oportunidades de trabajo de las madres y brindar 
oportunidades educativas a los niños y niñas (Benería, 2006).
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América Latina: ¿Desarrollo con In-equidad 
social y de género?

| Norma Sanchís

Introducción
Diversas perspectivas y corrientes de pensamiento cuestionan la concep-
ción clásica según la cual el desarrollo se asienta básicamente en el creci-
miento económico de un país o región. 

Desde los años 70 los movimientos feminista y de mujeres de América 
Latina se interesaron por comprender el complejo mundo del desarrollo y 
enriquecerlo con conceptos como equidad, distribución, empoderamiento, 
autonomía y, sobre todo, el género como variable de análisis fundamental 
para una comprensión más acabada de la realidad.

A partir de los años 90 comienza a formularse el paradigma del desarro-
llo humano, con perspectivas conceptuales que amplían la visión del desa-
rrollo, la pobreza y la desigualdad. El desarrollo centrado en las personas se 
enriquece con el enfoque de los derechos humanos y el aporte de la econo-
mía feminista. En paralelo, la implementación de políticas neoliberales con 
enfoques centrados en el mercado y efectos que facilitaron la concentración 
de la riqueza, acentuaron los rasgos de heterogeneidad económica y social 
que caracterizan a la región como la más desigual del planeta.

En la actualidad, con varios gobiernos que con características diversas 
pueden identificarse como progresistas, se realizan esfuerzos con políticas 
que se apartan del modelo neoliberal hegemónico, pese a lo cual, los resul-
tados todavía no logran revertir los principales problemas de la región. El 
Informe PNUD 2010 plantea que tres rasgos caracterizan la desigualdad 
en América Latina y el Caribe: es alta, es persistente y se reproduce en un 
contexto de baja movilidad socioeconómica. Esta conformación es una 
constante histórica que prevalece en períodos de bonanza y recesión, y 
trasciende a gobiernos de diferentes orientaciones. A pesar de que estudios 
recientes muestran una reducción en 12 de 17 países de la desigualdad 
medida por ingresos, este rasgo ha sido relativamente inmune a las estra-
tegias de desarrollo aplicadas desde los años 50, incluyendo las reformas 
de mercado de los 80 y 90. En la primer década del siglo, América Latina 
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atravesó un quinquenio promisorio de crecimiento económico e inserción 
internacional del comercio, que la encontró mejor situada para hacer frente 
al cimbronazo de la crisis financiera de 2008 y viabilizó un ritmo de re-
cuperación acelerado. En este contexto, distintas iniciativas para formular 
nuevos paradigmas de desarrollo no logran definir todavía los rumbos ne-
cesarios capaces de generar alternativas que reviertan de manera contun-
dente las tendencias estructurales. 

Para profundizar las democracias en la región, se requiere superar los 
rasgos de desigualdad que la caracterizan y que dan lugar a la paradoja de 
que coexisten un orden jurídico y político basado en la igualdad de la ciu-
dadanía y un orden económico que preserva y acentúa la mayor inequidad 
del mundo en el acceso a la riqueza. 

Hoy asistimos a un debate latinoamericano sobre los rumbos del desa-
rrollo del que las mujeres estamos también formando parte. Y este debate 
dinamiza el escenario de la política como espacio de procesamiento de los 
intereses contrapuestos y del conflicto social. Las feministas en América 
Latina estamos dispuestas a enfrentar el debate pendiente sobre los rumbos 
del desarrollo que la región ha postergado, tratando de identificar qué es lo 
nuevo que hace falta impulsar, qué hay que descartar de lo conocido y qué 
cosas sería importante preservar.

1. ¿Qué se entiende por desarrollo?
El desarrollo suele asociarse de manera casi exclusiva a la dimensión eco-
nómica y más precisamente, al crecimiento de la economía. Sin embargo, 
se ha planteado que el desarrollo económico no radica sólo en la acumu-
lación de capital sino también de “conocimientos, tecnología, capacidad 
de gestión, organización de recursos, educación y capacidades de la fuerza 
de trabajo y de estabilidad y permeabilidad de las instituciones, dentro de 
las cuales, la sociedad transa sus conflictos y moviliza su potencial de re-
cursos” (Ferrer, 2008). Esta capacidad de acumulación depende de dimen-
siones ambientales, históricas, sociales y culturales propias de cada país y 
región, que es necesario considerar a la hora de debatir las decisiones de 
políticas, y de la voluntad de gobiernos y sectores hegemónicos para defi-
nir y encauzar los procesos de desarrollo. Este proceso no puede depender 
de factores exógenos y recomendaciones formuladas desde los centros de 
poder, como propone la visión y estrategia neoliberal. 

Desde distintas vertientes se ha ido enriqueciendo la concepción y dise-
ño de estrategias de desarrollo. La teoría feminista ha señalado que la con-
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cepción del desarrollo es ciega a las construcciones de género y ha realizado 
una crítica persistente y aportes contundentes que ponen en evidencia que 
los rumbos del desarrollo no son neutrales en términos de género, sino que 
más bien se asientan en un orden de género jerárquico e inequitativo. La 
economía feminista critica al pensamiento económico clásico que no con-
sidera el trabajo reproductivo que realizan las mujeres y abre la discusión 
sobre el concepto mismo de trabajo y el cómputo del trabajo doméstico 
en las cuentas nacionales. La evaluación de los impactos diferenciales de 
las políticas económicas y de las decisiones comerciales por género, de las 
modalidades específicas de la inserción de las mujeres en el mercado labo-
ral, tiene avances lentos. Por otro lado, todavía falta mucho para conocer 
el peso o cómo inciden las desigualdades de género en el comportamiento 
macroeconómico. Sin embargo, como plantea Cecilia López, “no se puede 
entender y menos aún impulsar correctamente el desarrollo si se continúa 
ignorando el análisis de género, como se ha venido haciendo, en particular, 
en América Latina” (López, 2006).

Por su parte, el enfoque del Desarrollo Humano cuestiona la medi-
ción del ingreso per cápita como criterio dominante para definir el grado 
de desarrollo de las sociedades. Por el contrario, la idea de que la calidad 
de vida de las personas debe ser una consideración prioritaria en las es-
trategias de desarrollo ha ido ganando protagonismo en foros internacio-
nales y en espacios de decisión a nivel gubernamental. Durante la década 
de 1990 este enfoque comenzó a cobrar relevancia, pese a que durante 
dicha década muchos países en desarrollo fueron objeto de experimentos 
de política económica contrapuestos al mismo13. Pero además, el enfoque 
de Desarrollo Humano aporta la concepción de las personas como agen-
tes activos de cambio de los procesos de desarrollo, y no simplemente 
como beneficiarios pasivos. La preocupación primordial se concentra en 
la expansión de las potencialidades de las personas y en la libertad que 
ellas experimentan para oportunidades reales en sus trayectorias de vida. 
En otras palabras, la visión del Desarrollo Humano coloca en el centro 
de la reflexión la calidad de vida de las personas y concibe al proceso de 
enriquecimiento de las posibilidades humanas como el objetivo clave del 
desarrollo (PNUD, 2010b) 

13 El concepto de desarrollo humano adquirió centralidad en las conferencias internacionales 
de los 90, como la conferencia sobre Medio Ambiente y Desarrollo, en 1992 en Río de Janeiro, 
sobre Población y Desarrollo, en El Cairo en 1994, y sobre los Derechos de la Mujer, en Beijing 
en 1995.
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2. ¿Qué modelos de desarrollo se aplicaron en América Latina?
A lo largo de su historia, y con el liderazgo de las economías más grandes 
de la región14, pueden identificarse tres modelos de desarrollo predomi-
nantes en América Latina: el Primario – Exportador, el de Sustitución de 
Importaciones y el Neoliberal. 

La etapa exportadora se extiende desde el siglo XIX hasta el período de 
entreguerras, y se caracteriza por un proceso de acumulación del capital que 
se asienta en la producción agropecuaria y la minería. El motor del crecimien-
to eran las exportaciones, lo que permitía importar manufacturas de los paí-
ses centrales, que consumían principalmente las elites locales. Esta división 
internacional del trabajo basada en países productores de materias primas y 
países productores de manufacturas, se remonta a las épocas coloniales, con 
las políticas de obstaculización en las colonias de procesos industrializadores 
que pudieran competir con las metrópolis. Con la consolidación de esta-
dos independientes, el destino de las exportaciones tendió a concentrarse en 
Gran Bretaña y posteriormente, en Estados Unidos. Comienzan también a 
crecer en importancia el comercio de minerales y más tarde de petróleo, ade-
más de la carne y los granos. La inserción internacional no fue homogénea, 
siendo la de los países del Cono Sur más temprana y basada en productos 
agropecuarios (sobre todo Argentina y Uruguay), con un consecuente mayor 
desarrollo relativo, mientras que la de Brasil (centrada en la producción de 
café) o México (algodón, café, cobre), fue más tardía.

Internamente, se genera en estos países una heterogeneidad estructural 
que divide a las economías en un sector moderno y avanzado asentado en el 
sector exportador desvinculado del resto de la economía, y un sector atrasa-
do, de producción de subsistencia dirigida a abastecer los mercados locales. 
Esta dualidad va a persistir en etapas sucesivas y resulta clave para entender 
los rasgos que caracterizan a la región como la concentración del ingreso y 
ausencia de fuentes endógenas de acumulación de capital (Guillén). 

La identificación de este dualismo estructural enriqueció el análisis eco-
nómico y los estudios sociológicos de fenómenos de marginación y exclu-
sión social. La configuración sociopolítica contribuyó a la persistencia de 
sociedades duales: las elites terratenientes y exportadoras dominantes no 
dieron paso a la generación de burguesías industriales y a lo largo del siglo 
XIX, contaron con regímenes políticos que las ayudaron a perpetuarse. Un 
informe del Banco Mundial15 señala que: “Aunque finalmente estas colo-

14  Particularmente Brasil, Argentina y México.
15 Ferranti, Perry et al (2005) citado por Arturo Guillén.

América Latina: ¿Desarrollo con In-equidad social y de género? | Norma Sanchís



36

Aportes al debate del desarrollo en América Latina desde una perspectiva feminista

nias (las de América Latina) lograron su independencia y el desarrollo de 
la tecnología y la economía mundial trajo consigo importantes cambios, la 
desigualdad extrema persistió en los siglos XIX y XX porque la evolución de 
las instituciones políticas y económicas tendió a reproducir la distribución 
altamente desigual de la riqueza, capital humano e influencia política”. 

El atraso persistente de la región llevó hacia mediados del siglo pasado a 
pensadores sociales con el liderazgo de Raúl Prebisch a formular una teoría 
alternativa del desarrollo, que cuestionó la idea de que el subdesarrollo era 
una etapa necesaria anterior al desarrollo, el que se iría a desencadenar 
en cuanto se instalara un proceso de acumulación en el sector moderno 
(Ferrer, 2008). Uno de los componentes originales de la teoría era la inter-
pretación del funcionamiento del sistema económico mundial y la diná-
mica de la relación entre un centro desarrollado y una periferia atrasada. 
El modelo centro-periferia explicaba cómo la distribución desigual de los 
frutos del comercio iba en detrimento de la periferia y reproducía las causas 
del subdesarrollo. Los países subdesarrollados no retenían los frutos del 
progreso, que iban en provecho del centro, con salarios reales, utilidades 
y tasas de acumulación más altas que en la periferia. La misma relación 
centro-periferia y la concentración del progreso técnico se reproducía hacia 
adentro de las sociedades latinoamericanas en favor del sector “moderno” 
y de determinados espacios urbanos y regiones, y en detrimento del sector 
“atrasado” (Ferrer, 2008). Y las estructuras duales acentuaban la desigual-
dad y polarización social. Así, el subdesarrollo es producto de la interrela-
ción de intereses dominantes externos y las elites locales.

La crisis de los años treinta y posteriormente la Segunda Guerra Mun-
dial, habían provocado el colapso de los flujos comerciales y dejó a nuestros 
países a la deriva, forzados a buscar nuevos paradigmas de desarrollo. Se 
inician así los procesos de industrialización que caracterizan el modelo de 
sustitución de importaciones. Se trata de una industrialización liviana, de 
bienes no duraderos como textiles y alimentos, con aplicación de tecnologías 
y procesos productivos sencillos. El agotamiento que evidenciaba el modelo 
primario exportador, lleva a volcar la mirada “hacia adentro”. En esa etapa se 
consolida la hegemonía de Estados Unidos en el concierto internacional, con 
una marcada actitud proteccionista en su economía, y en torno a ella se re-
constituye el poder céntrico. En América Latina, se hace visible la debilidad 
de la “densidad nacional” al decir de Ferrer, es decir, la fragilidad institucio-
nal, las fracturas sociales, la alianza de intereses de los sectores privilegiados 
con los centros, que impiden formular políticas eficaces de desarrollo.
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Con fuertes diferencias entre países, la industria se convirtió en el eje del 
proceso de acumulación de capital, particularmente en las mayores econo-
mías de la región. Por primera vez en la historia latinoamericana, la econo-
mía contó con un motor interno y con un proyecto nacional de desarrollo 
(Guillén). Estos cambios encuentran correlatos importantes a nivel político y 
social, con el surgimiento de una incipiente burguesía industrial por un lado, 
y amplios sectores populares que integran a migrantes de zonas rurales que 
se radican en zonas urbanas. No casualmente, el tránsito al nuevo modelo 
coincide al promediar el siglo con el ascenso de gobiernos de masas y con 
amplio apoyo popular en México, Brasil y Argentina. La estructura social en 
estos países vive cambios sustanciales, con un crecimiento acelerado de los 
asalariados, las capas medias y los sectores obreros. 

Inicialmente, el proceso de sustitución de importaciones contó con in-
versión nacional y políticas arancelarias protectoras, pero pese al descenso 
de la tasa de importaciones, se continuó dependiendo del exterior sobre 
todo para el acceso a bienes intermedios y de capital. 

Hacia fines de los años 50, en los países de mayor desarrollo relativo 
de la región, se observan cambios sustantivos del modelo, con un viraje a 
la producción de bienes duraderos (automóviles, electrodomésticos, etc.) y 
bienes intermedios (siderurgia, química, petroquímica, etc.). La inversión 
en estos sectores es foránea, principalmente de origen estadounidense. Las 
empresas transnacionales capitalizaron el desarrollo del mercado interno 
y se apoderaron de las ramas y actividades más dinámicas de la industria. 
Esto implicó el traslado de los centros de decisión al exterior, altamente 
centralizado en el ámbito de las corporaciones, lo que debilitaba la conduc-
ción nacional del proceso. El debilitamiento de la capacidad de los estados 
obstaculizó las decisiones políticas que hubieran permitido una consolida-
ción y ampliación de los mercados internos y de procesos productivos más 
articulados (Guillén). Lejos de diluirse, la heterogeneidad estructural del 
sistema se hizo más compleja. 

En cuanto a los impactos de género, cabe señalar que bajo el esquema 
de sustitución de importaciones, muchas de las políticas económicas resul-
taron discriminatorias para las mujeres, cuando la industria pesada recibió 
subsidios al crédito para la inversión de capital y una tasa preferencial para 
las importaciones de ese factor de producción, con empleo predominante-
mente masculino (López,2006).

En la medida que la industria no lograba absorber los flujos de migran-
tes que se instalaban en las ciudades, persistieron formas de producción 
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“atrasadas” y un sector informal que tendió a reproducirse y perpetuarse. 
Las empresas transnacionales impulsaron formas de consumo suntuario 
para los grupos de mayor poder adquisitivo, acentuando la heterogenei-
dad y concentración del ingreso. Se frustran así los avances para crear 
una fuente de acumulación de capital endógena y una base científica y 
tecnológica propia. En tanto persiste el deterioro de los términos de inter-
cambio -las exportaciones continúan apoyándose en el sector agropecuario 
mientras se importan bienes intermedios- se producen desequilibrios de la 
balanza comercial. Los gobiernos comienzan un proceso acelerado de en-
deudamiento externo alentado por los bancos acreedores y los organismos 
multilaterales, que lleva a su límite al modelo de sustitución de importa-
ciones. Si bien este modelo declinó por sus propias debilidades internas, 
distintas voces alertaron sobre posibles medidas correctivas y encauzadoras 
de un desarrollo endógeno, pero falló la decisión y voluntad política para 
aplicarlas (Guillén).

En 1982 se produce la llamada crisis de la deuda a partir de las exigen-
cias de los acreedores, que da lugar a la imposición de rigurosas medidas 
de ajuste estructural impulsadas por el FMI y que abre paso a un nuevo 
modelo. El neoliberalismo venía a compensar lo que se consideraba habían 
sido los principales errores del modelo sustitutivo: la excesiva intervención 
estatal y el aislamiento del mercado mundial. 

La de los 80 es llamada la “década perdida para el desarrollo” en Amé-
rica Latina, caracterizada por estancamiento y desequilibrios internos, que 
condujo al replanteamiento de la estrategia a través de las medidas impul-
sadas por el Consenso de Washington. Se trató de una receta única plan-
teada desde el centro para todo el mundo, que América Latina abrazó de 
manera fervorosa y casi unánime. Cabe señalar que en Chile y Argentina, 
el proceso se había desencadenado anticipadamente de mano de gobiernos 
dictatoriales. 

El modelo neoliberal ubica el motor de la acumulación de capital en 
las exportaciones, y promueve la apertura de las economías y la desregu-
lación financiera. Promueve la centralidad del mercado libre como meca-
nismo de regulación y equilibrio de la economía y de la distribución de 
los frutos del desarrollo. Pero los resultados no fueron los esperados: se 
generaron fuertes procesos de desindustrialización y ruptura de cadenas 
productivas, que impulsaron la reprimarización de las economías del sur 
de la región y el desarrollo de maquila en México y Centroamérica. Se ha 
planteado que el Consenso de Washington, más allá de las medidas eco-
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nómicas, expresa un compromiso político y un entramado de intereses, 
entre el capital financiero globalizado con base en Estados Unidos y las 
élites internas de América Latina que buscaban un nuevo campo de desa-
rrollo de su capital a través de la inserción en la globalización (Guillén). El 
neoliberalismo acentuó el dualismo estructural y fragilizó las economías 
que provocaron sucesivas crisis económicas16 y redundó en un incremen-
to exponencial del endeudamiento externo. Los cambios en los procesos 
productivos agudizaron la fragmentación social y promovieron procesos 
migratorios de la población de la región a destinos centrales como Estados 
Unidos, España y otros países europeos. Durante los 90, también se pre-
carizaron los mercados laborales y se debilitó la capacidad de negociación 
de los sindicatos. 

Cecilia López señala que si durante el período primario exportador an-
terior las políticas desatendieron a las mujeres, el modelo neoliberal trasla-
dó buena parte de sus costos a las mujeres. La reducción del gasto social en 
educación, salud y servicios públicos afectó de manera desproporcionada a 
las mujeres y los pobres. Los programas de ajuste ignoraron absolutamente 
las actividades de cuidado que a lo largo de la historia fueron desarrolladas 
por las mujeres de manera no remunerada. Así, no sólo aumentó su par-
ticipación en las actividades remuneradas, sino que también se intensificó 
el trabajo reproductivo y de cuidado dentro de los hogares. Por otro lado, 
en el contexto de la globalización neoliberal las empresas transnacionales 
aprovecharon los bajos costos laborales, sobre todo de mujeres, como en el 
caso de la vestimenta o los electrodomésticos, para relocalizar sus plantas 
donde resultara más redituable en función de salarios y regulaciones labo-
rales menores. 

La frustración que deriva de la incapacidad para resolver los persisten-
tes problemas en la región convoca a repensar las raíces de los fracasos. 
Aldo Ferrer lo explica de la siguiente manera: “El desarrollo es siempre 
un proceso gestado desde adentro de la realidad de cada país y resulta 
de su capacidad de insertarse en el escenario mundial, consolidando la 
capacidad de decidir el propio rumbo en un mundo global. La incapaci-
dad histórica de América Latina de responder con eficacia a los desafíos 
y oportunidades que plantea el orden global es un factor explicativo de la 
persistencia del subdesarrollo y la dependencia de nuestros países”. Resul-
ta inevitable revisar el pasado para entender el presente y poder debatir y 
construir el futuro.

16 México en 1995, Brasil en 1999, Argentina en 2001.
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3. Oportunidades y desafíos de la hora actual
La primer década del presente siglo parece alentar ciertas expectativas 
optimistas para América Latina. Pese a la crisis mundial originada en 
los Estados Unidos en 2008, los análisis sobre sus potenciales impactos 
en la región señalaban que éstos serían de carácter relativamente redu-
cido. Es que en comparación con situaciones anteriores de carácter si-
milar, se registraba un conjunto de fortalezas en la economía regional, 
entre otras, el crecimiento sostenido en el lapso 2003-2007. El com-
portamiento en este quinquenio se explica por tres factores principales: 
i) el aumento de los precios internacionales de las materias primas, 
sobre todo hidrocarburos, minerales y metales; ii) la abundante dispo-
nibilidad de financiamiento externo, liquidez y bajas tasas de interés 
del financiamiento internacional; iii) el aumento de las remesas de los 
migrantes viviendo en países desarrollados. Adicionalmente, durante el 
período los gobiernos tendieron a implementar políticas que acompa-
ñaron el contexto internacional favorable logrando superávit fiscal, dis-
minución de deuda externa en relación al PIB y aumento de reservas, 
entre otros resultados positivos. En este contexto se dio el crecimiento 
del empleo y del empleo asalariado, la mejora de condiciones laborales 
asociadas al sector formal, la reducción de la desocupación (7.5% en el 
promedio regional, más de 3 puntos por debajo del inicio de la déca-
da) y el incremento de los ingresos laborales. Como consecuencia de 
estas mejoras y el aumento experimentado en el gasto social, se verificó 
una considerable reducción de la pobreza (34.1%) y de la indigencia 
(12.6%) medidas a 2007. (Sanchís y Espino, 2010) 

Como consecuencia de la crisis, la caída en la demanda de las econo-
mías desarrolladas y de los precios de algunos productos dio lugar a que 
las exportaciones globales de la región registraran una fuerte caída en pro-
medio tanto en volumen como en valor (9.5%). La mayor contracción en 
los volúmenes exportados se experimentó en las exportaciones mexicanas 
(14.3%), seguida por una reducción de alrededor del 6,5% en los países de 
América del Sur y cercana al 5%, en los países de Centroamérica. Así, los 
países más dependientes del comercio externo y por tanto, de la situación 
de los mercados externos, y con menor diversificación geográfica del co-
mercio basado en manufacturas, crecieron más lentamente debido a que 
por un lado, resultaron más vulnerables a la crisis y su lenta recuperación 
en Estados Unidos; y por otro, no pudieron compensarlo con las coloca-
ciones en otros destinos.
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En el segundo semestre de 2009, comenzaron a observarse señales de 
evolución positiva en casi todas las economías de la región, con diferen-
tes grados de dinamismo que parecerían consolidarse en 2010, proyec-
tándose tasas de crecimiento similares a las del período previo al inicio 
de la crisis. Este desempeño se explica por factores externos e internos: 
entre los primeros, se destaca la sostenida demanda por parte de algunos 
países asiáticos de productos de la región, creando condiciones para la 
recuperación de los precios y los volúmenes de las exportaciones (sobre 
todo bienes básicos como metales y minerales, petróleo y ciertos granos 
en el caso de América del Sur). Por su parte, la gradual recuperación de 
la economía de los Estados Unidos, contribuye a un mejor escenario para 
México, Centroamérica y, en la medida en que se eleve la demanda de 
turismo, posiblemente también para el Caribe. Entre los factores internos 
que coadyuvan a estos resultados, se destaca la capacidad de acción con-
tracíclica llevada adelante por varios países (política fiscal y monetaria). 
Estas políticas fueron posibles en grado diverso, según la capacidad de 
acumulación y aprovechamiento en la fase previa de auge de los precios 
de los productos básicos. 

Esta situación relativamente favorable para las economías de la región, 
abre la oportunidad y el desafío de repensar el desarrollo y de confrontar 
las brechas de desigualdad social, injusticia económica y heterogeneidad 
regional que persisten como características intrínsecas y constitutivas de 
América Latina. Más aún, la CEPAL (2010) plantea que la agenda de la 
igualdad es condición necesaria del desarrollo y un reto ineludible en el 
momento actual, por varias razones: 

- Las sociedades más igualitarias en términos de bienestar, 
acceso a los recursos, oportunidades y derechos deriva en 
mayores grados de cohesión social, sin la cual difícilmen-
te los gobiernos logren legitimarse y se pueda sostener el 
crecimiento.
- Una sociedad más integrada es condición para aumentar 
la productividad y competitividad basada en mayores capaci-
dades humanas, en una fuerza de trabajo más educada, que 
cuenta con protección social y acceso a la salud, y no en bajos 
salarios y explotación de los recursos naturales. En el largo 
plazo hay un círculo virtuoso entre menores brechas sociales, 
menores brechas de productividad y un crecimiento más di-
námico y sostenido. 

América Latina: ¿Desarrollo con In-equidad social y de género? | Norma Sanchís
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- La mayor igualdad social conduce a una más activa partici-
pación comunitaria, política y sindical y por tanto, fortalece 
las instituciones y profundiza la democracia.

Las políticas implementadas en las dos últimas décadas del siglo pasa-
do, profundizaron la fragmentación social y la segmentación territorial, en 
materia de calidad de los servicios de salud y educación y cobertura de la 
protección social. El abandono del Estado de servicios básicos y su trans-
ferencia a las familias, particularmente a las mujeres, amplió las brechas 
de género. El cuidado de niños, enfermos y ancianos, que no cuentan con 
servicios públicos o acceden a servicios muy deteriorados en familias que 
no pueden adquirirlos en el sector privado, se transformó en una carga adi-
cional para las mujeres. Existen complejas articulaciones entre la esfera del 
cuidado y la desigualdad social. El estudio realizado en Argentina (San-
chís, 2007) sobre la organización social del cuidado medida a 2001 post 
ajuste estructural, da cuenta de las heterogeneidades en el alcance y calidad 
de la cobertura de las políticas y programas sociales según provincias y re-
giones, niveles de ingreso, condición de pobreza o grado de satisfacción de 
las necesidades básicas, y permite afirmar que la disponibilidad diferencial 
de estos servicios es una de las vías de consolidación de las inequidades 
sociales. Los hogares más pobres con mayor población infantil disponían 
de menos recursos públicos para el cuidado de los hijos y otros miembros 
de la familia, limitando así las posibilidades de las mujeres para trabajar 
fuera de su casa. En estas condiciones, el círculo de pobreza se vuelve poco 
menos que inevitable. Inversamente, puede señalarse el potencial de equi-
dad social que tienen las políticas de cuidado.

El estudio de la participación de las mujeres en el mercado laboral 
no puede disociarse de la centralidad que ellas tienen en la esfera del 
cuidado. Por eso, desde la teoría feminista se va desarrollando un marco 
de análisis integrador entre la “esfera familiar”, la “esfera mercantil” y la 
“esfera pública” entendiendo que los tres ámbitos constituyen un único 
todo social (Carrasco, 2006). El estudio de la situación socio económica 
-particularmente la de las mujeres- debe realizarse necesariamente desde 
esta perspectiva; no es posible captar la problemática en el mercado de 
trabajo si no se consideran las restricciones y condiciones familiares y la 
actuación de las políticas sociales. Los estudios sobre “género y desarro-
llo” ponen de manifiesto el enorme costo de los ajustes traen aparejado a 
las mujeres y cuestiona la supuesta neutralidad de género de las políticas 
macroeconómicas. 
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Reflexiones finales
La de América Latina es una historia de poderes económicos concentrados 
que buscan influir a los gobiernos para preservar sus intereses. Las corpo-
raciones tienden a condicionar favores futuros con generosos aportes en 
períodos electorales para ejercer formas de gobierno indirectas. Los gobier-
nos pierden así su capacidad de ejercer un papel regulador entre distintos 
intereses y las instituciones se corrompen y fragilizan. La participación 
ciudadana es vista como una amenaza y la democracia se vuelve tutelada, 
restringida y carente de legitimidad.

El fortalecimiento de las democracias plantea como requisito el re-
conocimiento y visibilización del conflicto social que entrañan las deci-
siones económicas. Desde diversas perspectivas se señala la necesidad de 
democratizar el proceso de toma de decisiones macroeconómicas (Elson 
y Cagatay), transparentándolo y poniéndolo en debate entre distintos ac-
tores implicados.

En la última década América Latina -y en particular, países del sur del 
continente- comenzó a transitar sendas de cambio, con diversas experien-
cias de gobierno que implicaron recomposición de alianzas hacia dentro, 
y voluntad explícita de consolidar un bloque regional que mejore su ca-
pacidad de negociación con los poderes económicos de los centros. Los 
intentos de mejorar la distribución comienzan a mover las brechas pero no 
alcanzan todavía a revertir las heterogeneidades estructurales. 

Los nuevos escenarios muestran indicios de cambios: se alientan deba-
tes sobre efectos potenciales de políticas heterodoxas, sobre la viabilidad de 
generar motores propios de desarrollo y en definitiva, se vuelve a colocar 
el eje en la política para resolver las problemáticas económicas (Sanchís, 
2006). El gran reto para las mujeres latinoamericanas es intervenir decidi-
damente en los debates del desarrollo y promover sus reivindicaciones en la 
agenda pública. La experiencia vivida con el ajuste neoliberal, no deja du-
das acerca de que en las formulaciones de las políticas económicas se debe 
plantear quiénes van a ganar y quiénes van a perder con esas decisiones, 
es decir, se requiere hacer visibles los contenidos sociales de esas políticas 
y los intereses que resguardan. Si no se develan los costos ocultos de las 
políticas, mal podrá avanzarse en los objetivos de justicia y equidad para 
revertir el legado histórico de desigualdad en la región.

El debate sobre los rumbos del desarrollo en América Latina plantea la 
necesidad impostergable de revertir la desigualdad y abre la oportunidad 
para instalar la equidad de género como eje central del debate. El desafío 

América Latina: ¿Desarrollo con In-equidad social y de género? | Norma Sanchís



44

Aportes al debate del desarrollo en América Latina desde una perspectiva feminista

es enfrentar estructuras hegemónicas con debates pluralistas incorporando 
actores sociales relegados, con marcos jurídico – institucionales fortaleci-
dos que permitan mantener márgenes razonables de convivencia, para ir 
avanzando hacia los horizontes de igualdad y profundización democrática 
que requiere la región.

REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS

- Benería, Lourdes: “La Mujer y el Género en la Economía: un panorama ge-
neral”, en P. de Villota (ed.): Macroeconomía y Género, Icaria, Barcelona. 
2003
- Carrasco, Cristina Economía Feminista. Una apuesta por otra econo-
mía. 2006
- CEPAL: La Hora de la Igualdad. Brechas por cerrar, caminos por abrir. 
2010
- Elson, Diane y Nilufer Cagatay: “El contenido social de las políticas ma-
croeconómicas”, en: Economía y Género. Macroeconomía, política fiscal y 
liberalización. Análisis de su impacto sobre las mujeres. Paloma de Villota 
(ed.) UNIFEM, Barcelona. 2003
- Ferrer, Aldo: Desarrollo y Globalización en el estructuralismo latinoameri-
cano, Puente @ Europa - Año VI - Número especial - Diciembre de 2008
- Guillén R., Arturo: Modelos de Desarrollo y Estrategias Alternativas 
en América Latina http://www.centrocelsofurtado.org.br/adm/enviadas/
doc/17_20070501225608.pdf
- López Montaño, Cecilia: “Hacia un cambio en la concepción del desarro-
llo, o mas de lo mismo?”, en Lopez M., C., Alma Espino, Rosalba Todaro 
y Norma Sanchis: América Latina: Un debate pendiente. Aportes a la 
Economía y a la Política con una Visión de Género. 2006
- PNUD: Informe Regional sobre Desarrollo Humano para América La-
tina y el Caribe 2010.
- PNUD: Informe nacional sobre desarrollo humano 2010, Argentina.
- Sanchís, Norma: “Las dimensiones no económicas de la economía”, en Lo-
pez M., C., Alma Espino, Rosalba Todaro y Norma Sanchis: America 
Latina, Un debate pendiente. Aportes a la Economía y a la Política con 
una Visión de Género. 2006

 _____________: “Las actividades de cuidado en Argentina”, en Comer-
cio, Género y Equidad en América Latina: generando conocimiento para 
la acción política, IDRC, IGTN. 2007

_____________ y Alma Espino: El impacto de la crisis sobre las mujeres 

en América Latina. AWID, 2010.



45

Elementos de un análisis feminista de las 
políticas contra la pobreza y las desigualdades 
en América Latina. 

| Corina Rodríguez Enríquez

América Latina se caracteriza por la persistencia de una alta incidencia de la 
pobreza, y por seguir siendo la región más desigual del planeta. Los recien-
tes períodos de crecimiento económico, experimentados por la mayoría de 
los países de la región hasta el estallido de la crisis financiera internacional, 
no han permitido logros sustantivos en los indicadores que dan cuenta de 
estas problemáticas. Esto reafirma que se trata de fenómenos estructurales, 
asociados al perfil del patrón de desarrollo imperante. 

Si bien en la última década se han experimentado cambios de orienta-
ción ideológica en varios gobiernos de la región, los mismos no avanzaron 
aún en transformaciones lo suficientemente sustantivas como para eviden-
ciarse en un cambio de paradigma de desarrollo. Las raíces de la desigual 
distribución de riqueza, ingreso y oportunidades persisten. También, y 
como parte de lo mismo, las que generan las desigualdades de género.

Las políticas que se implementan en relación con la pobreza y las des-
igualdades deben evaluarse en este contexto. Para comenzar pueden hacer-
se dos apreciaciones generales al respecto. En primer lugar, que las políticas 
que se implementan no operan sobre las causas del problema, sino sobre 
su manifestación, y es a ésta que buscan atender. En segundo lugar, que 
en las propias políticas específicas, se identifican más continuidades que 
rupturas con lo que ha sido el abordaje de política social de los años de 
“Consenso de Washington” y ajuste estructural, en consonancia con el 
cambio más acelerado de discurso de patrón de desarrollo que se verifica 
en el entorno.

El foco de esta contribución está puesto en brindar elementos para ana-
lizar las implicancias que estas políticas tienen para la igualdad de género y 
la situación de las mujeres. En la primera parte se reseña el contexto de los 
sistemas de protección social en el que operan las políticas para atender a la 
pobreza (y la población pobre) en América Latina. En la segunda sección, 
se abordan los fundamentos y las características generales de los programas 
de transferencias condicionadas, constituidos en la columna vertebral de 
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las estrategias de los gobiernos para atender a la pobreza (y la población 
pobre). En la tercera y última sección, se sintetizan las principales virtudes 
y debilidades de estos programas en relación con la situación de las mujeres 
y la igualdad de género.

1. El contexto de los sistemas de protección social en América Latina
Los sistemas de protección social constituyen una organización institucio-
nal que tiene como objetivo proveer bienes y servicios esenciales para el 
bienestar de las personas. En la literatura internacional, se ha conceptuali-
zado esta construcción, bajo la idea de Regímenes de Bienestar (RB)17. Di-
chos regímenes se edifican en la interrelación entre el Estado, el mercado 
y los hogares, para dar cuenta de la manera en que se proveen diferentes 
niveles de bienestar a la población.

Desarrollos tempranos desde los estudios de género, han señalado la 
importancia de dar cuenta de los rasgos genéricos particulares que tienen 
incorporados estos arreglos institucionales. Los RB están basados en una 
combinación de estratificaciones, no sólo de clase, sino también de género 
(O’Connor et al., 1999; Orloff, 1996; Sainsbury, 1996) y están apoyados, 
en mayor o menor medida, en un modelo de hogar familiar, constituido por 
varones proveedores y mujeres cuidadoras (Lewis, 1993; Sainsbury 1996, 
1999). En su forma más extrema, se trata de un modelo en el que las mujeres 
están excluidas del mercado laboral, subordinadas a sus esposos o compañe-
ros en el acceso a servicios, y a cargo del trabajo no remunerado, incluyendo 
el cuidado de otras personas, económicamente dependientes o no.

La extensión de las instituciones del RB difiere significativamente entre 
los países de América Latina, y en la mayoría de los casos suelen encontrar-
se regímenes híbridos que combinan, con mayor o menor grado, compo-
nentes de distintos modelos ideales de RB. Sintéticamente, estas serían las 
principales características de estos regímenes:

- La red de seguridad social se construyó en base a la red 
de seguridad laboral. Y esta última se edificó en torno a la 
relación salarial, bajo el supuesto que las economías podían 
sostener senderos de crecimiento económico estable que ga-
rantizaran niveles cercanos al pleno empleo.
- La población se asumía organizada en hogares que respon-

17 Esping-Andersen (1990) es la referencia básica para esta conceptualización. Para su adap-
tación a la discusión latinoamericana, ver Filgueira (1998), Lo Vuolo y Barbeito (1998), Martí-
nez-Franzoni (2005, 2007) y Draibe y Riesco (2006).
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dían al modelo de proveedor único. Esto es, familias con un 
jefe varón ocupado en un puesto asalariado, y una cónyuge 
mujer cuya principal responsabilidad era atender las obliga-
ciones domésticas del hogar.
- En consecuencia, la base del derecho a la protección social 
radicaba en la situación frente al mercado laboral. Así, se ac-
cedía a la cobertura en tanto ocupado, o en tanto dependiente 
de un ocupado. En términos extremos, los hombres estaban 
protegidos directamente por su condición de trabajadores 
asalariados y las mujeres y los niños y niñas por su condición 
de dependientes del primero. Esta lógica regía, con matices 
según la diversidad de la región, los esquemas básicos del se-
guro social: previsión, obras sociales de salud, asignaciones 
familiares, seguro de desempleo.
- La particular configuración de los mercados de empleo la-
tinoamericanos, con un peso relativo importante del trabajo 
asalariado no registrado y del empleo informal, implicaron 
que aún en los momentos de apogeo en la participación de 
instituciones públicas en el RB, gran parte de la población 
quedara excluida del acceso a estos servicios sociales.

La paulatina mayor incorporación de las mujeres al mercado laboral, el 
lento proceso de debilitamiento de la tradicional familia patriarcal, con-
juntamente con los procesos de ajuste de los presupuestos públicos ocu-
rridos en la región, que implicó un profundo proceso de retracción de las 
instituciones del Estado en el RB, impusieron un contexto crítico para la 
organización de la protección social. 

Martínez Franzoni (2005) propone una caracterización de los Regíme-
nes de Bienestar actuales de América Latina, que cuenta con la riqueza de 
incorporar como variable definitoria, al trabajo de cuidado no remunera-
do. Esto es un dato imprescindible para un abordaje de la protección social 
que incorpore la dimensión de género. De esta forma identifica:

a) Los regímenes de bienestar de proveedor único: refiere a países don-
de los ingresos de los hogares se producen principalmente a partir de una 
organización doméstica basada en varones proveedores y mujeres cuidado-
ras. La demanda de cuidado en estos países es relativamente baja asociada 
a menores tasas de fecundidad. A su vez estos países cuentan con una 
oferta pública de servicios sociales mayor, cuyo acceso descansa, al menos 
en gran medida, en que una persona del hogar, usualmente las mujeres, 
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sean las responsables de recolectar las distintas transferencias y servicios. 
Esta oferta de servicios se bifurca en un énfasis focalizado, con políticas 
públicas especializadas en la población de menores ingresos, y un énfasis 
universalista, con una cobertura importante de sectores medios y medios 
altos. Esto permite diferenciar dos subgrupos al interior de los regímenes 
de estado de bienestar de proveedor único:

a.1) El estatal: refiere a países que continúan asignando la mayor parte 
de sus recursos a servicios universales, aunque están experimentando un 
gradual desplazamiento hacia una mayor participación del mercado, en 
particular de servicios como educación, salud y pensiones. En este grupo 
se encontrarían Costa Rica y Uruguay. 

a.2) El liberal: refiere a países que han experimentado un desplazamien-
to desde el Estado hacia la prestación privada de servicios, en particular 
de salud, educación y pensiones, radical y acelerado. Es el caso de México, 
Argentina y Chile. En estos países el Estado tiene altas capacidades rela-
tivas y en la última década ha venido especializándose en una inversión 
focalizada, dirigida a prestar servicios básicos.

b) Los regímenes de bienestar informal de doble proveedor: en estos 
países, para lograr niveles mínimos de ingreso las mujeres alcanzan niveles 
muy altos de participación laboral y de hogares con doble proveedor. Esto 
se da además con una muy alta proporción de empleo informal. En estos 
países las mujeres continúan siendo cuidadoras y deben responder a una 
alta demanda de cuidado, debido tanto a tasas de fecundidad elevadas 
como a la muy escasa inversión social. El Estado tiene poca presencia y sus 
capacidades institucionales son débiles. En este grupo se encuentran países 
como El Salvador, Guatemala y Nicaragua.

“Puesto en términos del motor principal de asignación de los recursos 
en cada régimen, y partiendo del predominio de la asignación mercantil 
de recursos que caracteriza a todas las sociedades capitalistas, el primero se 
distingue por su “estadocentrismo” relativo, el segundo por su “mercado-
centrismo-con-Estadofocalizado”, y el tercero por su “familiocentrismo-
con-Estados-y-mercados-débiles.” (Martinez Franzoni, 2005: 40).

Los años ‘90 constituyen un período de fuerte presión sobre los esque-
mas institucionales de protección social. Sintéticamente podríamos carac-
terizarlo de la siguiente manera18: 

18 Esta caracterización es general y tiene como objetivo brindar elementos para la reflexión y 
el debate. Advertir la heterogeneidad regional y los matices de los casos nacionales, es impres-
cindible para profundizar el análisis. 
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- El acceso a la protección social continúa mediado principal-
mente por la situación laboral de las personas, en contextos de 
mercados laborales con elevadas tasas de no registración en el 
empleo asalariado, y de informalidad laboral en sus distintas 
manifestaciones. La consecuencia es la debilidad de la cober-
tura de estos sistemas, profundizada por el incremento de la 
flexibilidad laboral de los ‘90. 
- Esta situación resulta más severa para las mujeres, sobre-
representadas en la inactividad laboral, en formas no remune-
radas de empleo, y en ocupaciones informales y precarias. 
- Durante los ‘90, se profundizó la retracción del Estado 
en los Regímenes de Bienestar, y la mercantilización de los 
bienes y servicios vinculados con la protección social. Como 
consecuencia se profundizó la segmentación en el acceso y 
calidad de dichos recursos. 
- Lo anterior resulta especialmente severo, en una región que 
continúa presentando los peores índices globales de distribu-
ción del ingreso y la riqueza. 
- Si bien el crecimiento económico de los últimos años per-
mitió mejorar los indicadores de indigencia y pobreza (prin-
cipalmente los de pobreza por ingresos), esta problemática 
continúa siendo un desafío sin resolver en la región. 
- Los programas de transferencias monetarias condicionadas 
se han constituido en la región como la principal respuesta de 
política pública frente a esta realidad. 

2. Las transferencias monetarias condicionadas como eje central de las 
políticas contra la pobreza: atendiendo a los y las pobres
La alta y persistente incidencia de la pobreza en América Latina es una realidad 
incontrastable. Según información de Cepal, el 33% de la población de la re-
gión vive en condición de pobreza, mientras el 12,9% lo hace en condiciones 
de indigencia. Si bien la pobreza se ha reducido más de 20 puntos porcentuales 
en los últimos 20 años, la tasa de reducción de la misma se desaceleró notable-
mente en los últimos años, como consecuencia primero de la desaceleración 
del crecimiento económico, y luego de la crisis mundial. Actualmente, casi 
200 millones de personas son pobres en América Latina.

La evidencia demuestra además, ciertos rasgos de feminización de esta 
pobreza. Por ejemplo, la incidencia de la pobreza es mayor en hogares 
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monoparentales, sector en el cual las mujeres se encuentran sobre-repre-
sentadas. La incidencia es mayor en hogares con jefas mujeres, que en 
hogares con jefes varones. La población de mujeres sin ingresos propios (y 
por lo tanto, más propensas a caer en situaciones de pobreza individual) 
es de 31,6% en la región, mientras se reduce al 10,4% en el caso de los 
hombres. 

Adicionalmente, está documentado que la alta incidencia de la pobreza 
tiene un impacto específico sobre la vida de las mujeres. Por un lado, la 
situación de pobreza se reproduce por las dificultades de las mujeres para 
incorporarse en dinámicas vinculadas con el mercado laboral y la genera-
ción de ingresos. Por otro lado, por la mayor intensidad del tiempo que las 
mujeres pobres deben dedicar a las tareas domésticas y de cuidado, ya que 
deben resolver al tensión entre mayores demandas (en general, mayor nú-
mero de hijos e hijas pequeños), peores condiciones de hábitat (debilidad 
de la infraestructura básica) y menores recursos (incluyendo la ausencia 
de políticas públicas de cuidado y de recursos para acceder a los servicios 
mercantiles de cuidado). En definitiva, el tiempo y la calidad de vida de 
las mujeres aparecen como la primera red de contención frente a la persis-
tencia de la pobreza.

La respuesta de política pública frente a esta situación se ha transfor-
mado con el tiempo en bastante homogénea (aún pese a la heterogeneidad 
de la pobreza latinoamericana). Los programas de transferencias condi-
cionadas (PTC) de ingreso son actualmente el paradigma casi único para 
atender a la población en situación de pobreza en todos los países. 

Las características básicas y comunes de este tipo de programas son las 
siguientes:

- están focalizados en hogares con carencia de ingresos (po-
breza o pobreza extrema) que tienen al menos un hijo o hija 
menor de edad;
- los hogares son incorporados a los programas por sucesivos 
procesos de selección por comprobación de medios (means-
tested);
- transfieren ingresos monetarios, en un nivel básico;
- imponen condicionalidades en la forma de una contrapres-
tación de alguno de estos dos tipos:

- vinculadas a la realización de alguna actividad laboral 
o educativa;
- vinculadas a la asistencia escolar y el control de salud 
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de los hijos e hijas.
- en la mayoría de los casos, el beneficio es entregado a las 
mujeres (madres).

Las premisas conceptuales básicas que sustentan estos programas fue-
ron expuestas claramente en Banco Mundial (2009). Allí se enuncian los 
siguientes como los principales argumentos a favor de los PTC.

- Los PTC resultan una forma de aplicación del gasto públi-
co a finalidades sociales, más equitativa y eficiente que otras 
(por ejemplo que los subsidios a los servicios públicos).
- Los mercados con frecuencia fallan en formas tales que 
“impiden a los pobres ser tan productivos como podrían ser-
lo de otra forma. Si las causas primeras de estas fallas son 
demasiado costosas de corregir, la distribución simple de los 
recursos actuales puede ser capaz de reducir los costos de la 
eficiencia” (Banco Mundial, 2009: 49).
- Las transferencias monetarias pueden constituir instru-
mentos adecuados para compensar a las personas y familias 
que padecen privaciones como consecuencia de desventajas 
heredadas (como es el caso de los niños y niñas que heredan 
la situación de pobreza de sus padres y madres).

Banco Mundial (2009) también sintetiza claramente los argumentos a 
favor de las condicionalidades que caracterizan estas transferencias:

- Los problemas de información imperfecta19, miopía20 y al-
truismo incompleto21 producen una inversión sub-óptima en 
capital humano (por ejemplo en la salud y educación de los 
hijos e hijas). La condicionalidad corrige esta situación, ya 
que el Estado conocería mejor a los pobres, qué es lo que es 
bueno para ellos22.

19 El concepto de información imperfecta alude a la idea de que los agentes económicos no 
siempre se comportan como agentes racionales informados plenamente. Por el contrario, la 
información privada sobre la naturaleza de ciertas inversiones o sus resultados, puede ser in-
completa e imperfecta.
20 El concepto de miopía refiere a la situación en la cual las personas asumen comportamientos 
en el corto plazo que son inconsistentes con su propia actitud, y sus propios beneficios en el 
largo plazo.
21 El concepto de altruismo incompleto refiere a la situación en la que las decisiones paternas 
y maternas no son completamente consistentes con lo que los hijos o hijas hubiesen elegido, si 
fuesen totalmente racionales. 
22 Esta idea es desarrollada en Banco Mundial (2009) a través de la noción de “microfunda-
mentos del paternalismo”.
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- Adicionalmente, la inversión en capital humano no es sólo 
conveniente a nivel individual, sino también en términos de 
“óptimo social”.
- Condicionar las transferencias monetarias al “buen comporta-
miento” de los beneficiarios, puede incrementar el apoyo público 
y político a las mismas, fortaleciendo la capacidad de los gobier-
nos para destinar o ampliar recursos para estos programas.

Según el Panorama Social de América Latina 2009 de la Cepal, los 
PTC en la región alcanzan a 22 millones de hogares (15 de ellos en Brasil, 
y 5 de ellos en México). Su cobertura alcanza al 12% de la población en los 
países en los que operan, involucrando una inversión equivalente al 0,25% 
del PBI. Estos promedios encierran sin embargo, una gran heterogeneidad 
de situaciones al interior de la región, tanto en términos de cobertura como 
de gasto público involucrado. En Brasil, el 83% de la población pobre está 
cubierta por el programa Bolsa Familia. En México, el 71% de las personas 
pobres se encuentran comprendidas dentro del programa Oportunidades. 
En Centroamérica, en cambio, la cobertura promedio no supera el 20% de 
la población pobre. (Cepal, 2009).

Las evaluaciones existentes respecto al impacto de estos programas 
reseñan una mejora en el acceso a la educación y los servicios de salud 
(a través de indicadores como incremento de la matrícula y la asistencia 
escolar, y de los controles de crecimiento de niños y niñas). Menos claro 
aparece el impacto efectivo sobre los procesos de aprendizaje y las mejoras 
nutricionales. Según señala Cepal (2009), los incrementos de los indicado-
res de acceso y cobertura tienden a ser más altos en aquellos países donde 
los niveles de referencia eran más bajos, en los niveles educativos donde se 
verificaba mayor deserción, y en los hogares más pobres.

Por otro lado, el impacto de las transferencias sobre el ingreso de los 
hogares es relevante, particularmente para los hogares más pobres. Sin 
embargo, dado que el monto promedio relativo de las transferencias es 
modesto, en general consiguen acercar a los hogares a la línea de pobreza, 
pero no les permite superarla. En la misma línea, se observa que el impacto 
sobre la incidencia de la pobreza es mayor en relación con la pobreza extre-
ma, y en aquellos países donde los PTC están más extendidos y transfieren 
beneficios más sustantivos.

Hasta qué punto este tipo de programas consigue romper con la repro-
ducción del clientelismo, rasgo estructural de las acciones asistenciales en 
la región, es materia de discusión. En general se observa que la gestión de 
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este tipo de programas ha desarrollado procedimientos sofisticados para 
lograr una correcta focalización, y que la misma es satisfactoria. La mayo-
ría de los hogares pobres, y particularmente de los pobres extremos están 
cubiertos. La implementación de medios de pago bancarizados dota ade-
más a la gestión de mayor grado de transparencia. Sin embargo, y en la me-
dida que las posibilidades de obtener ingresos por fuera de los programas 
es relativamente dificultosa para estas poblaciones, la existencia de una 
instancia de selección de beneficiarios es lo que amplifica la probabilidad 
de reproducción de prácticas clientelares.

En síntesis y en términos muy generales, se podría afirmar que los 
PTC:

- Constituyen el eje central de las políticas públicas para la 
población pobre, estructuralmente marginada de los cuerpos 
centrales de los sistemas de protección social.
- Sus fundamentos conceptuales se basan en la necesidad de 
un paternalismo estatal, sustentado en comportamientos in-
adecuados de las personas a nivel micro.
- Los recursos fiscales destinados a estos programas, así como su 
cobertura presenta gran heterogeneidad en la región. Con todo, 
representan una asignación importante de recursos y llegan a mi-
llones de personas en estado de vulnerabilidad y pobreza.
- La focalización de los PTC se concentra efectivamente en 
población de bajos ingresos. 
- Los ingresos monetarios que reciben los hogares beneficia-
rios de los PTC, en efecto mejora su capacidad de acceso a 
bienes y servicios mercantiles.
- Sin embargo, y dado lo moderado de sus montos, consi-
guen disminuir de manera notoria la incidencia de la pobreza 
extrema, pero no la incidencia de la pobreza total.
- Las condicionalidades relativas a la educación y la salud de 
los niños y niñas, demuestra un aumento efectivo de la matrí-
cula escolar y de los controles nutricionales.
- Menos contundente es el impacto verificable de estas con-
dicionalidades sobre los rendimientos educativos y el estado 
de salud de los niños y las niñas, que constituirían la efectiva 
realización de la pretendida inversión en capital humano.
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Los PTC, la situación de las mujeres y la equidad de género23

La evidencia demuestra que los programas de PTC se encuentran alta-
mente feminizados. Esto obedece al menos a dos situaciones. En primer 
lugar, la preferencia de la gestión de estos programas por entregarle los re-
cursos monetarios a las mujeres, bajo la presunción de su mayor altruismo, 
esto es, que utilizarán en mayor medida que los hombres, esos recursos en 
beneficio de los niños y niñas y en general, en consumos útiles para los 
hogares. En segundo lugar, dadas las características de las condicionali-
dades, asociadas a dimensiones de cuidado consideradas responsabilidad 
primordial de las mujeres.

Las implicancias que los PTC tienen sobre la vida de las mujeres y la 
equidad de género resultan, según la evidencia disponible y las todavía es-
casas evaluaciones de estos programas realizadas con el foco puesto en las 
cuestiones de género, cuanto menos contradictorias. Las mismas pueden 
sintetizarse en las siguientes dimensiones.

- La implicancias de los PTC sobre el ingreso de las mujeres

Siendo las mujeres las receptoras de las transferencias, se considera que 
ellas son las titulares del ingreso que reciben. Es decir, que los recursos trans-
feridos por los PTC son ingresos para las mujeres. Desde esta perspectiva, se 
considera que los PTC tienen implicancias positivas para las mujeres, en la 
medida que les proveen de un ingreso que de otra forma no tendrían.

Sin embargo, algunas evaluaciones consideran que si bien esto puede ser 
positivo, puede generar un efecto de desincentivar a la búsqueda de ingresos 
adicionales, que eventualmente podrían ser mayores que los propios benefi-
cios de los PTC (más si se considera lo exiguo de sus montos). En particular 
esto sucedería por la existencia de cierta “trampa de la pobreza” que generan 
estos programas por tener como condicionalidad la carencia de ingreso de 
los hogares. Es decir, la búsqueda de ingresos adicionales amenaza la pérdida 
de beneficios. La condicionalidad opera en la práctica como un desincenti-
vador a la búsqueda de ingresos por parte de las mujeres.

- Las implicancias de los PTC sobre la autonomía económica 
de las mujeres

Algunas evaluaciones consideran que el contar con un ingreso que puede 
interpretarse como “propio” dota a las mujeres de mayor autonomía econó-
mica, brindándole mayor capacidad para decidir el uso efectivo de esos re-

23 Al respecto ver Armas Dávila (s/f), López y Salles (2006), Molyneaux (2007) y Serrano 
(2005).
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cursos. Desde esta perspectiva, los recursos que transfieren los PTC aumen-
taría el poder de negociación de las mujeres al interior de los hogares, y su 
capacidad para afectar la distribución intra-hogar de recursos económicos.

Sin embargo, el ingreso que las mujeres reciben a través de los PTC 
puede por el contrario operar como un desincentivador a que los hombres 
contribuyan al ingreso del hogar. En la práctica, el efecto puede ser que los 
hombres dispongan de mayor ingreso para sus propios usos personales, y 
las mujeres afronten la carga mayor de proveer a la “olla familiar”. 

Adicionalmente, algunas evaluaciones indican que en ciertos casos, los 
ingresos que reciben las mujeres a través de los PTC incrementan la violen-
cia familiar, al provocar disputa sobre la utilización de esos recursos. Por 
el contrario, otras evaluaciones consideran que no existen evidencias que 
demuestren este impacto negativo.

- Las implicancias de los PTC sobre el trabajo de las mujeres

Todas las evaluaciones coinciden en señalar que el hecho de que las con-
dicionalidades asociadas al cuidado de los niños y niñas (educación y salud) 
se asignen como responsabilidad de las madres, tiene implicancias negativas 
en la división sexual del trabajo, ya que fortalecen simbólica y prácticamente, 
la idea de que son las mujeres quienes deben procurar este cuidado. 

Este hecho resulta aún más contundente cuando las condicionalida-
des funcionan de una manera punitiva (es decir, cuando existe un castigo 
cuando la condicionalidad no se cumple, que puede resultar en la pérdida 
parcial o total del beneficio), que cuando las mismas se utilizan para po-
ner en evidencia la debilidad de la oferta de los servicios educativos y de 
protección de la salud, y operar un sentido de presión sobre el Estado y su 
responsabilidad en la provisión de servicios sociales básicos que garanticen 
los derechos de las personas en estas dimensiones.

En consecuencia, y más allá que el efectivo cumplimiento de las con-
dicionalidades no resulte en los hechos en un incremento sustantivo del 
tiempo que las mujeres dedican al cuidado de los hijos e hijas, sí resulta en 
una consolidación de este rol cuidador.

Simultáneamente, la existencia de la condicionalidad y el mencionado 
mecanismo de trampa de la pobreza, desincentiva la participación eco-
nómica de las mujeres. Es decir, desestimula o directamente “prohíbe” la 
inserción de las mujeres en el mercado laboral. 

Esto es problemático porque el acceso de las mujeres al mundo laboral, po-
dría traducirse en los hechos en un mayor incremento de sus ingresos, además 
de en una mayor inclusión social, dado el rol central que el trabajo remunerado 

Elementos de un análisis feminista de las políticas...| C. Rodríguez Enríquez



56

Aportes al debate del desarrollo en América Latina desde una perspectiva feminista

ejerce en nuestras sociedades como espacio de reconocimiento social, mecanis-
mo de distribución de derechos y acceso a beneficios sociales.

Finalmente, aún en los casos en que la generación de ingresos adicionales 
no entra en conflicto con la percepción del beneficio, la no consideración de 
acciones de conciliación entre la vida laboral y familiar en el marco de estos 
programas, y por el contrario, la insistencia en las responsabilidades de las 
mujeres en esta última, inhibe la participación económica de las mujeres.

En síntesis, los PTC parecen profundizar la división sexual tradicional 
del trabajo y obstaculizar la inserción de las mujeres (especialmente de las 
madres) en el mercado laboral. Esto deriva necesariamente en un debilita-
miento de su autonomía económica.

- Las implicancias de los PTC sobre los derechos y la ciuda-
danía de las mujeres

Algunas evaluaciones consideran que los PTC constituyen un instru-
mento que ha permitido acercar por primera vez a contingentes numero-
sos de la población a las instituciones públicas. En efecto, focalizando en 
la población más vulnerable, habitualmente excluida de los sistemas de 
protección social, ha resultado en un reconocimiento en la práctica de 
la responsabilidad del Estado en su situación de vulnerabilidad. Adicio-
nalmente, la co-responsabilidad exigida en la forma de condicionales en 
salud y educación, permiten a las personas beneficiarias tomar conciencia 
de sus derechos en estas dimensiones y reclamar por el efectivo acceso a 
los servicios que permitan ejercerlos. Los PTC que incorporan acciones de 
promoción de actividades comunitarias y dotan de voz a los beneficiarios, 
son los que resultan más potentes en este sentido.

En contradicción con lo anterior, muchas evaluaciones señalan que la 
ausencia de la voz de los beneficiarios y beneficiarias es una característi-
ca recurrente de los programas, y que de hecho, los PTC constituyen la 
consolidación de un sistema de protección social segmentado, con un 
cuerpo robusto y que distribuye beneficios sustantivos a través del empleo 
formal, y un cuerpo residual y débil, que “administra” a la población 
pobre sin permitirle transformar su situación, ya que en la práctica no 
opera sobre las causas de la pobreza: la falta de empleo, la precariedad 
laboral, las dificultades de conciliación entre la vida laboral y familiar, los 
bajos ingresos laborales, el bajo rendimiento educativo, la inequidad en 
la distribución.
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Crisis y modelo de crecimiento: el lugar del 
orden de género en el orden económico. 

| Alison Vásconez Rodríguez

Muchos estudios interpretan el evento de crisis iniciado a finales de 2008 
como uno de liquidez, de confianza del mercado, de desregulación, de “fi-
nanciarización” de la economía. CEPAL (2009) analiza los orígenes de la 
crisis a partir de un agotamiento de la llamada “burbuja.com”24 que ha-
bía multiplicado la velocidad a la que el mercado financiero se globalizaba, 
apartándose del ritmo y naturaleza de los otros mercados, con reglas del 
juego propias y un alto contingente de capital de riesgo. Pero esta velocidad 
económica conlleva en sí misma, su propio desboque: se sobreestimaron los 
efectos que se esperaban de esta economía en red (o en cadena) y al no estar 
las ganancias aseguradas en una base económica real, la insuficiente regula-
ción ejerció implicaciones directas en la especulación basadas en la “sobre-
estimación de la sabiduría del mercado” exacerbada, paradójicamente, por 
ansiedad y falta de confianza en este mismo mercado (Sen, 2009).

La principal de las dimensiones inmediatas de la crisis está ya a la vista 
de las estadísticas nacionales e internacionales: la desaceleración o decre-
cimiento de la economía, el desempleo y consecuentemente la pobreza, al 
menos de fuentes y oportunidades de ingresos. La recesión, en especial en 
los países que dependen altamente de sus bienes exportables precio/com-
petitivos - sumada a la falta de financiamiento global - tuvo inmediatos 
efectos en las disponibilidades fiscales de muchos países, más aún cuando 
una de las principales vías de alivio a la crisis fue el salvataje de empresas y 
bancos a través de recursos del fisco.

Estos fenómenos llevan a pensar que la crisis no es solamente financie-
ra, de regulación y de precios. Es una crisis del mismo sistema capitalista, 
en su cara financiera especulativa. Pero también es una crisis de las creen-
cias y de los paradigmas: el de la automaticidad del mercado, el de la eco-
nomía de la abundancia, el de la seguridad y poder de la información. De 

24 Incremento del valor bursátil de la economía basada en información y conocimiento, vin-
culada al desarrollo de TIC.
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la creencia de que las economías se autosostienen, de que los individuos25 
se autosostienen.

Otro modelo que entra en crisis conjuntamente es el modelo de “bien-
estar”, de las estrategias de reducción de la pobreza, que la consideran 
como un problema individual y apartado de la economía, al que hay que 
enfrentar con medidas que, a lo mucho, han conseguido mantener un 
determinado número relativo de pobres que permita no aparecer en las 
cifras rojas de los informes de Naciones Unidas. Al respecto, de acuerdo al 
mismo PNUD, la recuperación del crecimiento económico de 2000 hasta 
2008 en América Latina se da porque los países consiguieron estabilizarse 
a partir de la caída generalizada de finales de los 90, pero la reducción de la 
pobreza es mucho más complicada: recién en el 2005 la pobreza se iguala 
a los años 80, antes de la crisis de la deuda (la pobreza era de 40%). Es 
decir, se han requerido 25 años para esta recuperación. En efecto, más allá 
de mostrar la reacción ante un evento de crisis, esta situación manifiesta, 
ante todo, una crisis del esquema bajo el que las sociedades han enfrentado 
el sostenimiento y reproducción material de la vida. 

La otra cara de esta y otras crisis ha sido, tradicionalmente, un esquema 
de estrategias de sobrevivencia que han llevado adelante las familias que ven 
reducidos sus ingresos y enfrentan situaciones de desempleo o desprotección 
laboral. No obstante, estas estrategias familiares tienen una contraparte im-
portante que los análisis de las crisis no han tomado en cuenta. La repro-
ducción de la fuerza laboral involucra un proceso productivo basado en el 
trabajo no remunerado que se gestiona desde la división sexual del trabajo, 
y cuyo valor se transfiere al sistema económico mercantil sin considerar su 
costo. La demanda, por otro lado, está basada en las condiciones tecnológi-
cas de la producción y en los comportamientos mercantiles respecto a esta 
producción. El juego de oferta y demanda de trabajo, es decir, el “mercado”, 
es, pues, resultado de un sistema de conflictos. Así, la distribución entre sa-
lario y ganancia está basada en las tensiones entre las condiciones de vida y 
la acumulación (Picchio, 1994). Esto implicaría, tomando la definición de 
precio natural del trabajo (precio normal que refleja el costo de reproducción, 
históricamente dado, de la población trabajadora), que el salario no está rela-
cionado con la productividad: refleja el proceso de reproducción social de los 
trabajadores y sus familias. Igualmente, el desempleo constituye una tensión 
entre estos dos ámbitos, por lo tanto es fruto de esta separación entre proceso 
de producción de mercancías y el de reproducción de la población. 

25  Que para el pensamiento económico dominante, son también los agentes económicos.
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En consecuencia, el mercado laboral resulta no ser neutral o “esterili-
zado”. La relación estrecha entre el trabajo de reproducción y el desempleo 
está materializada en este mercado, así como en los hogares. El mercado 
laboral de esta forma reproduce las desigualdades y desventajas de las mu-
jeres, generando en definitiva valores que no retornan a ellas y sí alimentan 
nuevamente el sistema, agotando también las posibilidades futuras de re-
producción de la fuerza de trabajo. Más aún cuando el mercado remunera 
en forma desigual por igual trabajo, favorecido por un régimen de acu-
mulación que requiere bajos costos laborales. Es decir, la división sexual 
del trabajo provee un mecanismo de transmisión de valor hacia el sistema 
económico mercantil, y más específicamente, hacia el capital26.

Así, se ha denominado “crisis de los cuidados” a la limitada y decre-
ciente oferta de trabajo doméstico no remunerado que sostiene los hogares 
en muchos países, debido ante todo a que la dependencia se eleva y las 
mujeres (proveedoras históricas de cuidados) tienen menos tiempo para 
este trabajo. Esto, en el marco de la “macro” crisis hace ver que aunque el 
sostenimiento de la vida no ha sido la finalidad del sistema económico, de 
todas formas se ha dado a través del trabajo de una proporción básica de la 
población que lo ha tenido bajo su responsabilidad, siendo esto aceptado 
como natural. No obstante, este trabajo no puede ser extendido al infini-
to, y la crisis actual muestra claramente que este sostenimiento tampoco 
puede permanecer privatizado, ya que la privatización del cuidado pone 
de manifiesto una de las principales y definitorias dimensiones estructura-
les del capitalismo: la desigualdad persistente, alimentada por sistemas de 
captura de rentas acumuladas en base al trabajo (mal pagado o no pagado), 
a los recursos naturales y a los recursos públicos.

Esta visión de la relación de provisión de fuerza de trabajo (provenien-
te del ámbito doméstico) y su demanda (proveniente del movimiento de 
la economía) ha sido tomada por algunas autoras para explicar tanto los 
ciclos económicos como el ajuste. Estas autoras han criticado las políticas 

26 Por ende, en las teorías del crecimiento económico que parten de una economía conside-
rada como mercantilizada, estos procesos no se pueden explicar. Para incorporar el sistema 
de trabajo en el que se involucra la reproducción de la fuerza de trabajo (la reproducción de la 
vida), estas teorías deberían reconsiderar varios de sus conceptos fundamentales, además de 
incorporar el nivel meso de análisis. Solo por mencionar algunos de ellos, la producción será 
la producción de bienes y servicios que están y no están en el mercado, a un precio que deba 
incluir el trabajo doméstico no remunerado y el ahorro en que las familias incurren al cargar 
en este último sus carencias de ingresos, la oferta de empleo como un ámbito de conflicto y 
un elemento endógeno al sistema económico, y el ámbito de la reproducción como parte del 
continuo de producción-reproducción.
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de ajuste estructural dado el costo “genérico” de las políticas, basado en 
las formas en las que el trabajo no remunerado de las mujeres absorbe el 
shock en crisis (Cagatay, Elson, 1995, 2000). En un contexto de restricción 
fiscal e incrementos del costo de los servicios estatales vía tarifas: el costo 
del cuidado pasa del sector monetizado público al no monetizado/no re-
munerado del cuidado.

Otra consecuencia de las políticas de ajuste es que éstas han favorecido 
la producción de bienes transables27, acorde al régimen de acumulación 
orientado a exportaciones, lo cual ha generado una creciente cantidad de 
empleos en actividades de estos sectores (crecientemente feminizados) pero 
en regímenes informales y desprotegidos (Cagatay and Ozler 1995; Gon-
zalez de la Rocha 2004). 

Es decir, las tensiones entre la economía mercantil y la no pagada de cuida-
do se elevan durante los períodos de crisis, pero también el proceso de acumu-
lación está relacionado con la creciente necesidad de trabajadores y trabajado-
ras baratas que entran en el mercado en forma creciente, y en detrimento de la 
calidad de los procesos de reproducción y del capital humano. 

Se puede decir, entonces, que la oferta laboral de las mujeres y su tra-
bajo han sido, efectivamente, medidas contracíclicas. En efecto, si bien la 
oferta laboral de hombres y mujeres es contracíclica (salvo en períodos de 
crisis muy profundos, en el caso de Ecuador, la crisis de 1999 fue uno de 
estos), la oferta femenina es más inestable y volátil, y por ende más suscep-
tible a lo que ocurra con la economía. Una mano de obra percibida como 
menos “dedicada” o “comprometida” siempre será más “prescindible” y 
menos “deseable”. También es una mano de obra que ingresa rápidamente 
a la búsqueda de empleo, en un ambiente de desempleo o despidos, porque 
está dispuesta a aceptar menores salarios. La baja del salario medio por esta 
vía, es también una fuente de recuperación en una economía orientada por 
las ganancias (“Benefit led regime”).

Estas reflexiones llevan al cuestionamiento de si existe una relación di-
recta entre la desigualdad de género y el crecimiento. Siguiendo a Walters 
(1995), si bien la macroeconomía habla de agregados y no de individuos, y 
cuando lo hace habla de un tipo de individuo “representativo”, la desagre-
gación por cuestiones de género para el entendimiento de su incorporación 
en los modelos macro es posible. Si embargo, sería inapropiada si se basa en 
el hecho de que los agentes son biológicamente hombres y mujeres. Se trata 

27 Bienes transables son aquellos que se pueden intercambiar entre regiones o localidades 
distantes, en este caso, a través del comercio internacional.

Crisis y modelo de crecimiento: el lugar del orden de... | A. Vásconez Rodríguez
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más bien de considerar cómo las relaciones de género imponen restriccio-
nes o cambian el comportamiento de los modelos generales tradicionales, 
considerando el género como una categoría que permite ver funciones y 
comportamientos económicos distintos.

La más visible vía de diferenciación en estas funciones tiene relación 
con la organización del sector “reproductivo”28. Siendo la fuerza de trabajo 
generada en este sector, el trabajo no puede ser tratado como un factor “no 
producido”. En una gran parte de los modelos de crecimiento económico 
- que fundamentan la discusión y docencia en economía - no obstante, el 
capital (su acumulación) es el factor esencial para el crecimiento, aparte de 
ser el único factor “producido”29. La población y su aporte a la fuerza de 
trabajo, y la oferta de trabajo en sí misma no son fuentes de crecimiento y 
además en la mayoría de los casos son exógenas (Romer, 2006). 

En el modelo de Solow, para conseguir estabilidad en el crecimiento se 
asume que los cambios tecnológicos generarán cambios en la ratio capital/
producto que se reacomoda para alcanzar la tasa natural de crecimiento. 
Basado en una función de producción de retornos constantes a escala y 
decrecientes al factor, y por ende cóncava respecto a la relación capital/tra-
bajo, Solow sugiere que con una tasa de crecimiento poblacional exógena 
esta relación será única y estable, y se converge a ella. Adicionalmente, la 
tasa capital/producto se moldea a las condiciones económicas existentes. 
La economía se mueve a lo largo de la frontera de producción, mientras la 
fuerza laboral aumenta por crecimiento poblacional o cambio tecnológico. 
El cambio en la producción depende de la tasa de crecimiento del capital y 
su productividad, así como del ahorro (exógeno).

La distribución, en este modelo de crecimiento, está dada por la rela-
ción marginal (el aporte marginal) entre los factores de producción y el 
producto. Es decir, tal como sugiere la concepción básica de la raciona-
lidad económica de los agentes, el mercado asigna a cada uno de ellos lo 
que le corresponde por su aporte y por ende se asume tácitamente que el 
crecimiento puede darse “a expensas” o, al menos, “independientemente” 
de la distribución, que puede ser o no desigual sin que ello afecte el re-
sultado del crecimiento. Por otro lado, el crecimiento poblacional no es 
conveniente en tanto aleja más la situación de equilibrio de estado estacio-
nario (Romer, 2006). 

28 De acuerdo a Benería (1979), se entiende por sector reproductivo al conjunto de actividades 
y procesos a través de los cuales los seres humanos son reproducidos y mantenidos.
29 Modelo de Harrod, descrito en Romer, 2006.
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La versión keynesiana para la consecución de estabilidad en Harrod 
es considerar al ahorro la variable equilibrante (Walters, 1995). El aho-
rro de trabajadores y capitalistas varía para ajustar la tasa garantizada a 
la natural. Es decir, este ajuste se da por variaciones en la distribución del 
ingreso (Kaldor, Passinetti, 1961). Estos modelos, basados en la estructura 
de clase, se fundamentan en las diferencias en las propensiones al ahorro 
(mayores en los capitalistas) y al consumo (mayores en los trabajadores). 
No obstante, también se trata de modelos de pleno empleo, con ninguna 
función directa del trabajo como factor producido. La fuerza de trabajo 
evoluciona exógenamente e importa para el ajuste del modelo solamente 
cuando se habla de si hay suficiente demanda de trabajo para emplear a la 
fuerza laboral, lo cual viene dado por la inversión, para considerar el hogar 
como consumidor. Igualmente, nótese que en esta y la anterior concepción 
de crecimiento, cuando se habla del “factor trabajo”, de la fuerza laboral, 
o del consumo, se hace referencia a un colectivo económico colectivo (el 
hogar) tratado como agente individual30. 

No obstante, la consideración del “input” de trabajo como “derivado” de 
la población (o su crecimiento) es insuficiente para entender el rol del trabajo 
y de su reproducción (sin considerar la teoría del valor y otro tipo de concep-
ciones sobre el trabajo) en el crecimiento. El hecho de que la fuerza de trabajo 
sea exógena al crecimiento también supone ignorar una posibilidad adicio-
nal de consecución de la senda del equilibrio. Tanto para la propuesta inicial 
Harrodiana, su versión neoclásica de Solow o su versión Keynesiana, la tasa 
natural de crecimiento no puede ser movida. No obstante, esta “movilidad” 
podría ser posible si proviene de la inclusión del proceso de reproducción de 
la fuerza de trabajo como elemento explicativo de la oferta de trabajo. 

El supuesto de que la fuerza de trabajo es directamente proporcional 
a la población no siempre es cierto, y menos aún aquel de que la mano 
de obra crecerá exponencialmente. La transformación de la población en 
fuerza de trabajo tiene, desde el punto de vista “de mercado”, dos compo-
nentes: i) la disponibilidad/elección de participar en el mercado laboral, 
la “tasa” de participación laboral; y ii) las influencias en el stock de mano 
de obra que no dependen de la dinámica poblacional (nutrición, servicios 
sociales, educación, etc.) y caracterizan esa fuerza de trabajo. Por otro lado, 
desde “fuera del mercado” hay un componente adicional, que depende de 

30 Por cierto la distribución de ingresos dentro de las familias puede incidir en un modelo 
como éste, dadas diferencias en consumos y gastos (también dadas propensiones al ahorro 
distintas, de hombres y mujeres), los comportamientos y conflictos dentro de los hogares.

Crisis y modelo de crecimiento: el lugar del orden de... | A. Vásconez Rodríguez
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un proceso de reproducción que involucra trabajo no remunerado/no mo-
netarizado y provee de elementos básicos necesarios para el sostenimiento 
de la vida31. Este trabajo está limitado y a la vez limita la participación 
(oferta) laboral, pero también mantiene un nivel artificialmente bajo de 
salarios (ver discusión posterior). 

De modo que, si tasa la natural de crecimiento es mayor a la efectiva 
(desempleo) una reducción en la participación equilibra la oferta y la de-
manda, y lo contrario, cuando la tasa efectiva es mayor: la dinámica de la 
reproducción de la fuerza de trabajo presiona, en situación de desempleo, a 
reducir la tasa natural de crecimiento (Walters, 1995). Versiones posterio-
res de los modelos de crecimiento, que admiten equilibrio con desempleo 
(involuntario) contribuyen a esta discusión32. 

Un conjunto de enfoques más recientes que involucran directamen-
te al factor trabajo es el de las visiones del “crecimiento endógeno”. En 
estas visiones el factor trabajo “aumentado” por capital humano genera 
rendimientos crecientes - y por ende externalidades - hacia otros sectores. 
La función de producción se mueve al aumentar la productividad o la 
“efectividad” de la mano de obra, para mantener neutralidad del progreso 
técnico. Este “shift” es considerado endógeno, y está dado por la inversión 
en capital humano. Para Romer (1990), este factor tiene que ver con el 
conocimiento que, al ser un bien público, puede ser utilizado en forma 
generalizada, de modo que intrínsecamente se estaría considerando que las 
tasas de crecimiento entre sectores tienden a converger. 

No obstante, lo que potencia la oferta de trabajo proviene de un efecto 
externo producido por la acumulación de capital. Si bien el factor trabajo 
en este caso es producido (ya no sale de la nada), y se requiere mayor “cali-
dad” de este factor para generar crecimiento, esta calidad está dada por la 
tecnología y el aprendizaje, más no por el salario, aunque se intuye que éste 
retribuirá mejor al factor humano más capacitado o que se dedica al desarro-
llo tecnológico. Es decir, en sociedades donde el ingreso a la educación más 
calificada y la inversión en desarrollo tecnológico es baja, el efecto del capital 
humano sería bajo.

Por otro lado, en los modelos endógenos, la “externalidad” del capital 
humano (que favorece el crecimiento) también apunta a la calidad de la 

31 En la economía feminista, se ha denominado a este trabajo y al ámbito en el que se desen-
vuelve, economía de los cuidados.
32 En este caso, la tasa natural deja de ser relevante, y el proceso de reproducción de la fuerza 
laboral queda invisibilizado por completo.
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fuerza de trabajo. El “costo de capital humano” es el costo de oportuni-
dad del trabajo (de permanecer estudiando, ganando “capital humano” 
en lugar de trabajar). Obviamente, no incluye la educación en la casa ni la 
crianza, ni el apoyo para estudios, etc. Si se considera que el trabajo do-
méstico de cuidados es la clave en el proceso de reproducción de fuerza de 
trabajo (y de reproducción de la vida, en términos más ampliados), si bien 
hacen “aparecer” el trabajo en la producción, estos enfoques lo hacen en 
una forma sesgada e inadecuada.

Finalmente, las teorías post keynesianas retoman los modelos de Ka-
lecki en cuanto a su componente distributivo, en el sentido de las impli-
caciones que tienen diferentes cambios en la distribución de los ingresos 
de trabajo y capital en el crecimiento. Si las empresas tienen capacidad de 
determinar los precios, el margen de beneficio y por lo tanto la participa-
ción de ganancias y salarios en el valor agregado, no tienen relación con la 
productividad del capital. Aquí el rol del trabajo es el “clásico”, es decir el 
del factor de producción pero también de consumo, y su “producción” es 
igualmente exógena. No se considera el concepto de hogar, y está implícito 
que el consumo que realiza el “factor trabajo” (basado en el salario) repre-
senta el consumo que realiza el trabajador/a y su familia.

En un modelo de crecimiento post keynesiano, el equilibrio se consigue 
cuando se igualan la tasa de crecimiento deseada de la inversión y la tasa 
de crecimiento efectiva, que depende del ahorro. La primera, depende de 
la capacidad utilizada y de las ganancias del capital. La segunda, depende 
de las propensiones a ahorrar sobre el beneficio. Un crecimiento liderado 
por beneficios ocurre si, ante un incremento de la tasa de beneficio, el des-
plazamiento de la curva de crecimiento efectivo se desplaza menos que la 
de crecimiento deseado. Esto provoca ahorro forzoso para mantener equi-
librio entre las dos tasas (el ahorro no consigue convertirse en inversión), 
que debe darse elevando las tasas de ganancia (Vera, 2007). 

En este contexto, se habla de crecimientos de tipo i) “wage led” o con-
ducidos por el salario si el crecimiento se produce a través de incentivos de 
demanda cuando los trabajadores/as incrementan su consumo; y ii) “profit-
led”, cuando el crecimiento es más sensible a cambios en la tecnología o 
en la inversión provenientes de un incremento en el beneficio de los capi-
talistas (que son los únicos que invierten, porque se trata de capital físico y 
financiero). La inclusión del sector reproductivo y las desigualdades de gé-
nero en este caso se puede hacer de dos formas: i) distinguiendo el salario 
de hombres y mujeres en la oferta laboral, endogeneizando esta oferta para 
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que dependa del salario medio y a su vez incide en él; y ii) incorporando el 
sector reproductivo y más específicamente el trabajo de cuidados como un 
mecanismo de ahorro de los hogares.

Para algunas economistas feministas, este enfoque tiene un potencial in-
teresante para la definición de políticas orientadas a la equidad de género. Si 
bien no incluyen explícitamente el trabajo de cuidados no remunerado, las 
posibilidades de describir regímenes orientados en el salario permiten enten-
der la relación entre la equidad salarial y el crecimiento (Seguino, 2003).

En este marco, dada la división global del trabajo basada en la femini-
zación de la oferta laboral, se puede decir que las relaciones de género se 
relacionan con el crecimiento a través de dos canales: i) el trabajo no paga-
do soporta el costo de la reproducción social, y ii) el trabajo de las mujeres 
produce lo mismo que los hombres por menos pago. 

- Canal de la reproducción: dado que el trabajo doméstico 
no remunerado genera un “ahorro” a la economía, la femini-
zación puede tener un efecto negativo si este ahorro se reduce 
(al remunerar el trabajo doméstico vía servicios privados o 
estatales financiados por recursos fiscales) (Darity, 2000). 

No obstante, el efecto puede ser positivo si en un período de 
crisis las familias “sustituyen” gastos por trabajo no remu-
nerado. Es decir, si el ahorro requerido para la recuperación 
recae en el trabajo doméstico, frente a restricciones fiscales 
o prestaciones de la política social, o frente a situaciones de 
reducción de ingresos laborales por desempleo 

- Canal del mercado laboral: la creciente participación fe-
menina podrá tener un efecto positivo debido a reducción de 
costos salariales (mayor oferta de trabajo a menores salarios 
tiende a bajar los salarios promedio), dada la brecha salarial 
de género (op. cit).

Por otro lado, el efecto de la brecha salarial y la presión hacia 
abajo del salario puede ser negativo a nivel de demanda efecti-
va. Ambos casos pueden darse a la vez y el efecto neto depende-
rá de la estructura de la economía (Blecker y Seguino, 2002)

Para Darity (2000), los efectos del canal reproductivo pueden ser ma-
yores que los del segundo, para los países más pobres y con menos servicios 
públicos de cuidado. Lo opuesto ocurriría en países más ricos. En esta lí-
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nea, Erturk (1995), sobre la base de la sistematización de diversos estudios 
empíricos sobre feminización laboral, se distinguen tres modalidades de 
inserción laboral de las mujeres. La primera, de tipo procíclico (o “Buffer”) 
en la que la mano de obra de las mujeres se comporta como un ejército de 
reserva flexible que se incrementa en crecimiento y disminuye en recesión. 
La segunda, segmentada, en que existen sectores feminizados y el impacto 
de las recesiones o auges de la economía en la composición de la fuerza de 
trabajo (entrada o salida de mujeres) depende de la composición de los sec-
tores y ocupaciones que acompañan estos ciclos. La estructura feminizada 
“protege” a las mujeres de ser las primeras en salir del mercado en situacio-
nes de recesión. En este sentido, hay un comportamiento contracíclico. De 
igual forma, la tercera modalidad indica que las mujeres son sustitutas (o 
complementos) de la mano de obra masculina en las situaciones de crisis, 
en que los perceptores principales pueden estar en desempleo o subempleo. 
Igualmente, el mercado puede inclinarse hacia cooptar personas con me-
nores expectativas de salario, pero que pueda realizar un trabajo similar, 
con el fin de ahorrar costos en una situación recesiva.

Para este mismo autor, el comportamiento secular de la feminización 
laboral se puede describir como una “U”. Durante etapas iniciales de creci-
miento (medido en ingreso per cápita) la tasa de participación femenina es 
alta, aunque puede ser en empleos de mala calidad. Luego tiende a bajar a 
medida que la economía adquiere un cierto nivel de industrialización y ur-
banización (relacionados estos con mayor crecimiento). En un nivel medio 
de crecimiento, la participación alcanza un mínimo, para luego comenzar 
a elevarse cuando a la par se elevan las condiciones laborales, es decir, crece 
la participación pero “de mejor calidad”.

Fuente: Erturk, 1995

De acuerdo a esta 
clasificación, los paí-
ses de Latinoamérica, 
en promedio, debe-
rían ubicarse alrede-
dor de la sección de 
ingreso medio (bajo 
y medio en el diagra-
ma anterior). No obs-
tante, dadas las con-
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diciones segmentadas de los mercados de trabajo, el ingreso de nuevos 
(nuevas) trabajadores genera también barreras a la entrada a sectores con 
mejores ingresos y mayor estabilidad. En este sentido, un incremento de la 
participación puede no estar acompañado (en una etapa más avanzada de 
crecimiento) de mejor calidad de empleo.

En lo relacionado con el mercado laboral, los cambios de las últimas décadas 
en el mercado laboral, los procesos de crisis sistémicas mundiales, los procesos 
de cambio demográfico debido a factores relacionados con estatus de las muje-
res y las relaciones de género, permiten visualizar varios fenómenos importantes 
en la región latinoamericana: cambios en las estructuras familiares y por ende 
en las demandas de cuidado, cambios en la situación laboral de las mujeres 
frente al estrechamiento de la capacidad de generación formal pública y privada 
de empleo, intensificación del trabajo mercantil y por ende de la carga global de 
trabajo de las mujeres, y cambios en las formas de enfrentamiento a las respon-
sabilidades domésticas, en forma de comodificación, transferencia de responsa-
bilidades a otros miembros del hogar, globalización del cuidado, entre otros.

En general en Latinoamérica, la inserción de las mujeres al mercado de 
trabajo se ha incrementado constantemente desde hace 25 años, con una 
mayor aceleración durante los últimos años de los 80 y la década de los 90. 
Esta incorporación responde, entre otros, a incrementos en los niveles edu-
cativos y retardo en la edad de maternidad, así como a mayor cobertura de 
servicios básicos. No obstante, la presencia de mujeres que buscan trabajo 
ha sido creciente también durante períodos de crisis, en las que las mujeres 
ingresan al mercado y las que se vinculan lo hacen mayoritariamente en 
situaciones de informalidad, de la que difícilmente salen. Con la recupera-
ción no se detiene la participación, aunque crece a menor ritmo.

Gráfico 1 	

América Latina: oferta laboral (áreas urbanas)

Fuente: Encuestas de empleo INEC, varios años
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En cualquier caso, aunque la inserción de las mujeres no se produzca 
debido a una situación de crisis, la evidencia muestra que esto ocurre en una 
situación de desventaja, fruto del orden de género establecido en el merca-
do de trabajo. Igualmente, si bien la participación laboral y generación de 
ingresos propios son elementos claves para la autonomía económica y em-
poderamiento de las mujeres, al ser casi exclusivamente las encargadas del 
trabajo doméstico no remunerado, la realización de ambas tareas produce 
que se incremente su carga total de trabajo y se reduzcan sus oportunidades 
de tener mejores condiciones laborales y salariales.

Así, durante los últimos 25 años, como se dijo antes, la oferta laboral ha teni-
do un comportamiento mayoritariamente contracíclico, salvo en dos períodos: 
finales de los años 80 en que la economía tiene un repunte y crece mucho la 
participación en especial de las mujeres, y durante las crisis de finales de los 90 e 
inicios de los años 2000 en que ambas participaciones decrecen y se recuperan 
junto a la recuperación del PIB. Al respecto, el gráfico 2 muestra claramente la 
alta movilidad del trabajo mercantil femenino. Si bien la lógica de participación 
(y empleo) es bastante similar, es decir, ambas ofertas de trabajo crecen y decre-
cen juntas, la de las mujeres se muestra mucho más volátil, inestable, sensible a 
los ciclos económicos, y con más alta probabilidad de salir al desempleo.

Gráfico 2

Adicionalmente, el desempleo femenino supera en un 40% al masculino, 
y esta brecha ha crecido durante los últimos 20 años, en especial en años 
de crisis, en especial en Ecuador, Brasil, Uruguay, Panamá y Colombia. Al 
igual que para la oferta laboral, las fluctuaciones del empleo-desempleo de 
las mujeres son más marcadas que las de los hombres y de alguna manera 
coinciden con las fluctuaciones de la economía, y las brechas también se 
amplían cuando hay crisis general de desempleo.

Fuente: CEPAL
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Otro cambio importante en el mercado laboral durante este tiempo es 
la retracción del sector privado como generador de empleo, en especial en 
el caso de las mujeres. Durante los ‘80 cerca del 40% de hombres y 45% 
de las mujeres estaban empleados en el sector privado. En 2008, la parti-
cipación de empleados privados entre la PEA masculina es de 65% frente 
a 32% de las mujeres. Este abandono de empleos privados se sustituye por 
un crecimiento muy fuerte de la participación en actividades por cuenta 
propia. Es decir, no solamente que las mujeres dejan condiciones de empleo 
en dependencia (que podría verse como un proceso de mejoramiento en 
sus condiciones de trabajo), sino que una proporción importante de ellas se 
mantiene en el mercado laboral en condiciones inciertas y precarias. 

En el esquema del comportamiento secular de la feminización del mercado 
laboral descrita por Erturk (1995), se puede intuir que las economías latinoa-
mericanas podrían estar entre la “segmentación” y la “substitución”, lo cual 
indica una mayor participación de las mujeres en períodos de contracción. 
Por otro lado, los países de la región se ubican desde el promedio hacia abajo 
del PIB per capita medio mundial. Dos grupos de países estarían, de acuerdo 
a la posición de la feminización frente al PIB per cápita, en el marco de lo en-
contrado por este autor: un primer grupo, Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia 
y Honduras presentan altas tasas de feminización y bajo PIB per cápita. En el 
otro extremo, los dos países de mayor PIB per cápita de la región, Uruguay y 
Argentina, también presentan alta feminización. El segmento medio que es-
taría de acuerdo con esta ubicación está conformado por Costa Rica, Chile y 
México. Por otro lado, Guatemala y Nicaragua tienen bajo PIB per cápita pero 
también baja participación femenina en la PEA; Brasil, Venezuela y Panamá 
tienen PIB per cápita medio pero alta feminización de la fuerza laboral.
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Por otro lado, la evidencia muestra que el sector exportador tradicional 
es intensivo en mano de obra masculina, en las economías de industrializa-
ción media o baja; por otro lado, en las economías primario exportadoras 
este sector tiende a ser intensivo en mano de obra femenina. Si esta compo-
sición intensiva se mantiene, en períodos de ajuste frente a crisis externas, 
este empleo se mantiene aún que los demás estén en desempleo. También 
se puede dar una sustitución de hombres por mujeres, dado que en si-
tuaciones de políticas contractivas esta sustitución puede significar menor 
resistencia del sector trabajador. Esto en especial en economías pequeñas 
que enfrentan una presión importante sobre los salarios.

Literatura más reciente evidencia un proceso de de-feminización en 
etapas más avanzadas del crecimiento orientado a exportaciones. En estas 
etapas, se supone que las exportaciones cambian su naturaleza, se les añade 
valor agregado, se insertan en formas de competencia menos relacionadas 
con el precio. Esto requiere mayores destrezas y calificación o capacita-
ción para lo cual el empleo masculino es preferido (Beneria, 1994…). La 
evidencia para Latinoamérica, relacionada con el modelo orientado ha-
cia exportaciones es que muchas de sus economías han reprimarizado sus 
economías durante los años ‘90. La tasa de feminización sigue creciendo 
aunque a ritmos menores y - salvo por Guatemala y Nicaragua - es una 
tasa bastante más alta en promedio que otras regiones del mundo.

En este contexto, podemos decir que las consecuencias de las crisis y 
los ciclos económicos provienen de la relación entre la lógica de género y el 
crecimiento económico, y son diferenciadas para hombres y mujeres ya que 
tienen que ver con un marco de desigualdades: un Estado que reduce su 
inversión en sistemas de protección y cuidado priorizando aquella de infra-
estructura; un mercado laboral que paga menos, expulsa trabajadores/as, 
genera protección para sectores más impactados por la crisis que son ma-
yoritariamente masculinos; una situación de vulnerabilidad al desempleo 
que hace que las personas estén más en el mercado de trabajo buscando o 
tratando de emplearse en cualquier actividad, dejando menos tiempo para 
el cuidado o sustituyéndolo con trabajo de otros miembros del hogar (sin 
una alternativa de provisión social de estos servicios); un sistema econó-
mico que ha buscado mayor competitividad externa, a través de subsidiar 
exportaciones; un esquema de protección anti crisis sustentado en benefi-
cios focalizados, sistemas de protección social basados en el trabajo de las 
mujeres y en su rol social asumido; un mercado de trabajo que discrimina 
y segrega, en el marco del sistema de género, sumado al comportamiento 
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de la oferta de trabajo y la carga de cuidados generada por las necesidades 
mismas de la crisis, y un sistema económico que hace uso de las brechas 
salariales y el trabajo doméstico para su estabilización, son factores que 
coadyuvan a que estos procesos cíclicos tengan consecuencias diferencia-
das entre hombres y mujeres, en detrimento del trabajo y la calidad de vida 
de ellas, pero con impactos, a través suyo, a toda la población.
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Modalidades de inserción en la economía 
mundial, globalización y género. 
Contribuciones desde la economía feminista. 

| Silvia Berger

1. Aspectos generales de la globalización
La globalización es uno de esos conceptos que se ponen de moda y se los 
responsabiliza ya sea de todos los males o de todas las virtudes. 

Un aspecto fundamental de la globalización es la internacionalización 
de los procesos productivos. La revolución informática y de las comuni-
caciones proporciona la base tecnológica para que en ciertas actividades 
las diferentes fases del proceso de producción se realicen en sitios muy 
diferentes y de todas maneras el proceso productivo se desarrolle como una 
unidad en tiempo real. 

Esto ha estado acompañado de profundos cambios institucionales y so-
ciales. Ha sido notable la expansión del comercio internacional y, sobre todo, 
de la inversión extranjera directa en un contexto de pronunciada disminu-
ción de las barreras al comercio internacional y de libre movilidad del capi-
tal. Entre sus beneficios se cita la más eficiente asignación de los recursos mun-
diales; el acceso por parte de los consumidores a una mayor oferta de bienes y 
de servicios a un menor costo y el ofrecimiento a los inversionistas de mayores 
oportunidades de inversión y de diversificación del riesgo. Los países en desa-
rrollo podrían, a su vez, obtener volúmenes más elevados de inversión externa y 
un más fácil acceso a la tecnología. Por lo tanto, la globalización tendría como 
resultado un aumento generalizado de la productividad y del bienestar. 

En ella el crecimiento es impulsado por las exportaciones y se produce 
una transformación en la división internacional del trabajo que es resulta-
do, en buena medida, de la transferencia de gran parte de la producción 
industrial trabajo intensiva (textil, juguetes, confección) o de las fases más 
trabajo intensivas de otras actividades, como la electrónica, desde los paí-
ses industrializados hacia los países de salarios bajos y escasas regulaciones 
laborales y productivas.

Sin entrar a analizar si estos logros son efectivos (la tasa de crecimiento 
de la economía mundial ha sido decreciente hasta el año 2000 y significati-
vamente inferior a la de la “edad de oro”; una parte importante de los flujos 
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de capital tuvo lugar desde los países en desarrollo hacia los más avanza-
dos; en la mayor parte del mundo se ha producido un agudo incremento 
en las desigualdades sociales, etc.), se procura en este trabajo indagar su 
impacto en términos de equidad de género y de igualación en la distribu-
ción de las oportunidades. 

Con este objeto se examinarán diversos aspectos del impacto de las 
transformaciones sobrevenidas en el mercado de trabajo y el comercio in-
ternacional a fin de verificar si disminuye o aumenta la discriminación de 
género en el ámbito laboral por diferenciación de ingresos (menor acceso 
a los puestos con mejores ingresos o menores remuneraciones en trabajos 
iguales) o discriminación de empleo (por segregación ocupacional o por 
concentración en ramas u ocupaciones).

2. Globalización y trabajo femenino
La mayor integración de los países a la economía global produce efectos so-
ciales a través de la organización y funcionamiento del mercado de trabajo, 
que determina la cantidad y calidad de los empleos y las remuneraciones 
laborales. 

El empleo constituye el vínculo más importante entre el desarrollo eco-
nómico y el desarrollo social, porque es la principal fuente de ingreso de 
los hogares y las relaciones de género influyen sobre la distribución del 
producto, el trabajo, los ingresos, la riqueza y el poder, constituyendo la 
desigualdad de género un obstáculo fundamental para el desarrollo huma-
no (Çağatay, Elson y Grown 1995; Grown, Elson y Çağatay 2000). 

Las consecuencias de género de la expansión comercial tienen máxima 
intensidad en las regiones donde, como resultado de ella, se incrementó la 
industria manufacturera orientada a la exportación. Esto es así porque la 
industria exportadora descansa en sistemas de producción flexibles (Yánez 
2004b), que encuentran en el trabajo de las mujeres una oferta adecuada que 
acepta contratos temporarios, ocupaciones part-time y relaciones de trabajo 
inestables. Estas condiciones son la base de los bajos costos de producción de 
los mercados globales y están ligadas a la volatilidad que genera la movilidad 
global del capital en busca de menores costos de localización. 

No obstante, la evidencia sugiere en alguna medida que en el sector manu-
facturero el rápido crecimiento de la capacidad de exportación ha sido benefi-
cioso para algunas mujeres. Se indica al respecto que las nuevas oportunidades 
de trabajo han garantizado su acceso a una mayor autonomía y a mejoras en el 
poder de negociación de sus intereses y los de su familia frente a circunstancias 
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adversas. Ellas constituyen, sin embargo, en el mejor de los casos, según la 
precisa definición de Naila Kabeer (2000), “weak winners”.

La producción transnacional ha proporcionado múltiples canales que 
presionan hacia el cambio de las formas de empleo, en el sentido de una 
expansión de los trabajos más informales, precarios, explotadores, y sin pro-
tección social. El grupo de población que ha encontrado mayor “empleabi-
lidad” a raíz de la liberalización del comercio es el de las mujeres jóvenes, 
que constituyen la mano de obra ampliamente predominante en las expor-
taciones industriales, los servicios y en la horticultura. Pero otros grupos de 
mujeres (mujeres mayores, mujeres sin educación) no se han beneficiado. Y 
aunque entre los hombres existen también ganadores y perdedores, el efecto 
diferencial del impacto de la globalización no es tan grande.

Estos rasgos generales del impacto de la globalización sobre las relaciones 
de género deben ser especificados para las distintas actividades, los distin-
tos tipos de inserción de los países en la división internacional del trabajo, 
las diversas relaciones de género preexistentes, etc. Se trata de un inmenso 
campo de investigación aún poco cubierto. Sin embargo, los estudios exis-
tentes, aunque no abordan específicamente los efectos del comercio sobre 
las mujeres ocupadas en el sector informal (que también se presenta al 
interior de las grandes empresas formales) —que es la fuente principal de 
empleo de la mayoría de las mujeres en los países periféricos—, permiten 
establecer algunos hechos y tendencias relevantes en cuanto al impacto de 
la globalización sobre las relaciones de género:

a) El aumento del número de zonas francas de exportación33 al 
interior de las cuales las empresas se benefician de ventajas fisca-
les, créditos, concesiones tarifarias, constituye la manifestación 
más que visible del tipo de desarrollo industrial exportador pri-
vilegiado por los gobiernos de los países en desarrollo. Conoci-
das en América Latina como “maquiladoras”,34 estas industrias 
de exportación constituyen uno de los eslabones importantes 
del proceso de globalización. Según un estudio común OIT/
CNUET (1998: 50-51), la participación de las mujeres en la 

33 Según CEPAL”El Comité de Zonas Francas de las Américas”, hay más de 200 zonas francas 
industriales o de exportación en América Latina y en el Caribe (Granados 2003:7).
34 Por “maquila de exportación” se entiende una actividad productiva realizada para terceros 
situados en el medio internacional (un empleador y la casa matriz de una filial de una empresa 
transnacional), y no por cuenta propia. El maquilador no tiene relación directa con el mercado 
internacional y la empresa que realiza la actividad puede encontrarse al interior o al exterior de 
un parque industrial de zona franca.

Modalidades de inserción en la economía mundial, globalización... | S. Berger
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fuerza de trabajo variaba en dichas industrias entre el 60 y el 
80 por ciento en Corea del Sur, Filipinas, Mauricio, México y 
Singapur, y entre el 80 y el 90 por ciento en Barbados, India, 
Indonesia, Jamaica, Malasia, Sri Lanka y Túnez.

b) El trabajo a domicilio, lejos de disminuir por efecto de la 
globalización, ha aumentado; y ello porque permite adaptar 
sin costo, la producción a las fluctuaciones del mercado, y no 
requiere inversión de capital. En América Latina crece en la 
industria del calzado, textil y vestuario, pero también está 
presente en actividades dinámicas orientadas a la exportación, 
como manipulación de alimentos, pesca y electrónica. Los sis-
temas de remuneración por unidad de pieza que predominan 
en el trabajo a domicilio no garantizan remuneraciones ade-
cuadas a la cantidad de horas trabajadas y obligan a recurrir, 
dado que los plazos de entrega son muy ajustados, a la fuerza 
de trabajo de todos los miembros de la familia, incluidos los 
niños. Por otra parte, “la flexibilidad de la jornada de trabajo 
presenta fuertes rigideces que no dan espacio para adaptar-
las a las necesidades reproductivas, tanto las de cuidado de 
la familia y de la propia salud, como las de formación labo-
ral y personal” (Todaro 2004: 31). Además, los trabajadores a 
domicilio tienden a caer fuera de los esquemas de protección 
social convencionales debido a la naturaleza informal de su 
trabajo, o porque el empleador les exige que se registren como 
trabajadores autónomos. A pesar de las dificultades en obtener 
información, la OIT ha sugerido que el número de trabajado-
ras domiciliarias está subiendo en todo el mundo y mucho de 
este crecimiento es el resultado del establecimiento de sistemas 
de producción transnacionales, que impulsan la expansión de 
este grupo de trabajadores en la economía global.

c) En el sector servicios los estudios son escasos. En principio, 
en el sector informal, las oportunidades de empleo para muje-
res de familias de bajos recursos, con poca educación formal, 
son menores que en la manufactura o la agricultura. También 
hay fuertes evidencias de que en el procesamiento de la infor-
mación, en los segmentos de “data entry”, se demanda exclusi-
vamente trabajo femenino. Los proveedores de tarjetas de cré-
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dito, los servicios de correo, las líneas aéreas y los ferrocarriles 
contratan frecuentemente el procesamiento de la información 
en países donde se pagan menores salarios. Hay centros para 
estas tareas en el Caribe, el Sudeste Asiático y la India, y en ellos 
la proporción de mujeres es por lo menos igual a la existente 
en el sector exportador manufacturero. La relación laboral en 
estas tareas es inestable y estacional, dependiendo fuertemente 
de las alzas y bajas de la demanda internacional.

d) Por otra parte, en los servicios altamente calificados de di-
seño de software, programación de computadoras y servicios 
financieros, así como en los servicios de altos ingresos, tales 
como seguros y bancos, se emplea una proporción alta de mu-
jeres con sueldos relativamente elevados35.

e) La información sobre la situación de género en otros secto-
res de actividad es aún más reducida. En la agricultura la situa-
ción varía con el tipo de explotación agrícola y con la región. 
Como una muy amplia generalización, se puede decir que en 
Asia y América Latina las mujeres tienen pocos derechos en el 
sistema agrícola. En África el sistema de género es más com-
plejo y las mujeres tienen algún derecho al uso de la tierra. 
En otras regiones está surgiendo un nuevo tipo de producción 
basada en productos hortícola no convencionales de alto valor, 
que abre interesantes perspectivas desde un punto de vista de 
género. De acuerdo con Todaro (2000:5), que se refiere a la 
experiencia en ciertas zonas de Chile “por ejemplo, las mujeres 
expulsadas del campo por falta de tierras o por la reestructu-
ración agrícola, que tenían sólo la alternativa de la migración 
hacia las ciudades en busca del empleo doméstico, encuentran 
ahora alternativas en el trabajo temporal en la agricultura de 
exportación. La existencia de alternativas ha mejorado inclusi-
ve las condiciones de trabajo en el empleo doméstico”. 
Pero, en general, la expansión del comercio ha operado contra 
las pequeñas propiedades rurales, donde abundan las mujeres 
que trabajan por su cuenta y que tienen más dificultades que 
los varones para acceder a los mercados internacionales.

35  En estas ramas de actividad los sueldos medios son más elevados pero la diferencia de 
remuneración entre varones y mujeres suele ser mayor.

Modalidades de inserción en la economía mundial, globalización... | S. Berger
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f) La globalización también ha conducido a un aumento sin 
precedentes del número de trabajadores migrantes36. En los 
últimos años, las estadísticas oficiales de los “países europeos 
del sur” han mostrado que la proporción de mujeres en la 
población total de migrantes de América Latina supera el 60 
por ciento en muchos casos (Benería 2008). Esto se ha dado 
en llamar la “feminización de la supervivencia”. Éstas consi-
guen empleo más fácilmente que los varones y se convierten 
en trabajadoras domésticas y/o cuidadoras de día, pero al pre-
cio de dejar a veces, en su país de origen, sus niños al cuidado 
de los padres o hermanas mayores u otros miembros de la 
familia. El monto de las remesas monetarias que envían los y 
las migrantes a sus países de origen tuvo un crecimiento ex-
ponencial, lo que significó para las familias una oportunidad 
real de mejorar la calidad de vida y de mejorar su situación 
patrimonial, puesto que el dinero es destinado principalmen-
te para vivienda, alimentación y educación. Las remesas ha-
cia América Latina, llegaron a las cifras increíbles de más de 
60.000 millones de dólares en 2006 según el Banco Interna-
cional de Desarrollo. Este volumen de remesas que trabajado-
res latinoamericanos y caribeños envían desde Estados Unidos, 
Europa y Japón, entre otras regiones del mundo, creció hasta 
la crisis de 2008 y ha ejercido un importante efecto sobre el in-
greso nacional y per cápita. Pero si bien estas remesas tienen un 
efecto positivo sobre los indicadores de desarrollo de los países 
receptores, para evaluar su impacto social es necesario tener en 
cuenta los elevados costos asociados a la emigración en térmi-
nos sociales, económicos, de pérdida de capital humano y de 
vulnerabilidad a factores exógenos. A partir de la crisis mundial 
de 2008, por ejemplo, los envíos de los mexicanos radicados en 
Estados Unidos llegaron a desplomarse hasta un 36%, en gran 
medida por la debilidad del sector de la construcción en Esta-
dos Unidos (tradicional fuente de empleo para los emigrantes 
mexicanos), lo cual ha afectado fuertemente a las comunidades 

36 En el año 2008 hay 200 millones de migrantes internacionales en el mundo, según un infor-
me publicado por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), dependiente de 
las Naciones Unidas. La misma cantidad de personas se mueve entre países en vías de desarro-
llo como de naciones pobres a ricas.
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de varios estados, que desde hace décadas viven del dinero en-
viado por sus familiares desde el exterior. 

g) La globalización también facilita la vinculación con las re-
des internacionales de prostitución y servicios relacionados, 
aunque es difícil encontrar datos ciertos al respecto, y el cre-
ciente fenómeno de la prostitución infantil de niños y niñas 
se convierte en una preocupación importante.

3. La Feminización de la fuerza de trabajo
Una de las características de todo este proceso (apertura y desregulación) 
es la feminización de la fuerza de trabajo. A partir de un análisis de las 
tasas de participación masculina y femenina en el período que va desde 
1975 a 1994, Standing (1989) introdujo este concepto. El autor constata 
que en la mayoría de los países donde se produce una disminución de las 
tasas masculinas, el total de la fuerza de trabajo aumenta, lo que sugiere 
un cambio importante en la división del trabajo por género (lo denominó 
“hipótesis de sustitución”).

Este autor señala ciertas tendencias en cuanto a la feminización: i) en los 
países industrializados las mujeres entran al “mercado formal” de trabajo en 
gran escala, mientras que en todos los países (en desarrollo e industrializados) 
la tasa de desempleo femenina disminuye menos que la equivalente masculi-
na; ii) las mujeres ocupan trabajos tradicionalmente masculinos y esto puede 
llevar a una disminución de la segregación sexual del trabajo; iii) crecen las 
“tareas estáticas”, con poca movilidad, frente a las tareas modernas (progresi-
vas) que alientan la movilidad ocupacional, y también aumenta la precariedad 
debido a que el capital prefiere fuerza de trabajo más “descartable”.

Investigadoras feministas se diferencian de Standing señalando que no 
hay disminución en la segregación ocupacional en el grado en que él lo 
señala, e indican que la coincidencia del crecimiento de las tasas de partici-
pación femenina con el crecimiento de diversas formas de empleo precario 
es parte de una “igualación generizada” hacia abajo (a gendered «harmoni-
zing down»). (Armstrong (1996).

La mayor incorporación de las mujeres está ligada a una creciente pre-
sión sobre sus salarios y a la feminización de nuevos segmentos de merca-
do, lo cual a su vez deteriora los salarios de cierta porción de la fuerza de 
trabajo masculina (Berger, S. 2001). En este mismo sentido, Bakker (1996) 
plantea la simultánea intensificación y erosión de género de los mercados 
de trabajo y Fudge (1991) ha definido feminización y flexibilidad como un 

Modalidades de inserción en la economía mundial, globalización... | S. Berger
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proceso dual, que implica el crecimiento de la participación femenina de 
la fuerza de trabajo y un crecimiento de las formas de trabajo part-time, 
temporarios, mal pagos e inseguros. 

Standing (1999) retomó el concepto de feminización de la fuerza de 
trabajo, incorporando parte de estas críticas al hacer menos énfasis en la 
hipótesis de sustitución y enfatiza la “casualization-precarización”, es decir, 
el proceso a través del cual cada vez más hombres y mujeres son empujados 
a empleos precarios en situaciones de mucha inseguridad. Este nuevo enfo-
que es similar al de las feministas; sin embargo, Standing difiere en cuanto 
al énfasis puesto en la discriminación e incorpora las bajas aspiraciones 
salariales de las mujeres. 

Otros autores han subrayado, sin embargo, que centralizar la explicación 
en la discriminación y en las políticas de equidad como remedio supone que 
la norma de relaciones estables de empleo es alcanzable para todos e ignora 
los efectos que ejercen la reproducción social y la relación entre producción y 
reproducción sobre las modalidades de inserción de las mujeres en el merca-
do de trabajo (Elson 1995; Picchio 1992, 1998; Fraser 1997). Es así que Díaz 
y Todaro (2005) plantean que las mujeres necesitan para satisfacer las nece-
sidades de la vida doméstica y familiar la flexibilidad laboral, pero la misma 
sólo está disponible en los trabajos más precarios en términos salariales, de 
estabilidad, de seguridad social y distribución del tiempo de trabajo.

Por otra parte, la feminización observada en los países orientados ha-
cia la exportación puede ser reversible (Çağatay y Berik 1991,1994). Un 
proceso de des-feminización puede resultar de la adopción de técnicas que 
requieran más trabajo “calificado” o mayor mecanización. Las mujeres son 
minoritarias en la maquila de alta tecnología de Costa Rica y en las llama-
das “maquilas de segunda y tercera generación”,37 situadas en el norte de 
México (Benería 2003; Yépez del Castillo 2004; Joekes 1995,1999).

4. La brecha salarial y el Comercio Internacional
La brecha de género en los salarios está, por otra parte, fuertemente con-
dicionada por la estrategia de desarrollo y las modalidades de inserción 
de cada país en la economía mundial e incide, a su vez, sobre el tipo de 
inserción y su impacto sobre el crecimiento económico.

37 Carillo clasifica a la industria maquilladora mexicana en tres categorías: las de primera 
generación basadas en la intensificación del trabajo manual, y las formas del sistema taylorista, 
aquéllas de segunda generación basadas en la racionalización del trabajo y las de tercera gene-
ración basadas en las competencias técnicas intensivas. 
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La expansión de las economías del Sudeste asiático ha sido impresionan-
te y Berik, Rodgers y Zveglich (2002, 2004) estudiaron la evolución de las 
brechas salariales en Taiwán y Corea del Sur entre los años 1980 y 1996.38. 
Ambos países tenían en ese período una estructura industrial y política es-
table, siendo Taiwán el más competitivo y orientado al mercado de los dos. 
La industria y las exportaciones se dirigían en ambos hacia productos tec-
nológicos más sofisticados, mientras que las industrias trabajo‑intensivas 
con menor calificación se desplazaban al exterior. Al mismo tiempo, los 
logros educacionales de las mujeres mejoraron considerablemente. 

Sin embargo, algunas tendencias difieren en esas dos economías. Taiwán 
se abrió crecientemente al comercio, desde un 48 por ciento a principios de 
los años ochenta hasta casi 90 por ciento a fines de los noventa. Por su parte, 
la relación comercio/PBI de Corea cayó continuamente desde 56 por ciento 
en 1985 hasta un 45 por ciento en 1993, subiendo recién en 1997 y en 1998, 
debido a la caída del Producto Interno por la “crisis financiera”.

Tanto en Taiwán como en Corea, el crecimiento de la competencia in-
ternacional39 en las industrias concentradas está asociado a una ampliación 
de la brecha de género40; es decir, al crecimiento de la diferencia entre los 
salarios de varones y mujeres. A mayor competencia internacional, mayor 
brecha salarial en ambos países.

En el caso de Taiwán las mayores importaciones parecen estar asocia-
das a mayores despidos de mujeres y mayores presiones para la reducción 
del salario de las mujeres en un medio que ofrece poca protección para los 
trabajadores/as. Este proceso no es sólo resultado del crecimiento de im-
portaciones de bienes trabajo‑intensivo, sino también de los estímulos del 
gobierno a las empresas para efectuar mejoras tecnológicas. Los sectores 
más exitosos en mejoras tecnológicas y en lograr nuevos mercados expor-
tadores, son también aquellos que ocupan básicamente varones y pagan 
sueldos desproporcionadamente altos.41 Las trabajadoras mujeres aparecen 
entonces soportando desproporcionadamente los costos de la mayor expo-

38 El estudio originalmente fue hecho para el período 1980–1998, pero para eliminar distorsio-
nes como resultado de la “crisis financiera asiática” se trabajó hasta 1996.
39 En esta investigación, los resultados son sólidos para Taiwán cuando se asocia la evolución 
del comercio internacional con el crecimiento de las importaciones; y en Corea, con la evolu-
ción de las exportaciones.
40 La discriminación salarial contra las mujeres se midió a partir de la “brecha salarial resi-
dual”, esto es, aquella que no puede explicarse por diferencias observadas en la productividad 
(educación y capacitación) entre varones y mujeres. 
41 Esto es coherente con lo que planteaba Joekes (1999), en el sentido de que a medida que 
aumenta el grado de complejidad de la producción industrial se ocupan menos mujeres.
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sición al comercio internacional.
En el caso de Corea como contraste, la disminución de la apertura 

comercial combinada con su estructura industrial menos competitiva in-
ternacionalmente, está asociada a una reducción gradual de la brecha sala-
rial de la manufactura, con una disminución de la discriminación salarial 
contra las mujeres en las industrias concentradas durante el período.

El análisis comparativo de dos exitosas economías de exportación indi-
ca que la mayor apertura internacional no asegura una mejora en el estatus 
económico relativo de las mujeres. 

5. La brecha salarial y el crecimiento económico
Busse y Spielman (2005) exploraron la articulación entre los flujos del co-
mercio internacional y la equidad de género en 92 países, desarrollados y en 
desarrollo. Se centraron en las ventajas comparativas en productos manufac-
turados trabajo‑intensivos. El resultado es sólido en cuanto a que los países 
con mayor desigualdad de salarios entre hombres y mujeres pueden sacar 
partido de su ventaja comparativa en la producción de “commodities trabajo 
‑ intensivas” frente a otros países con una dotación de factores similar, pero 
con menores diferencias de salarios por sexo. Es decir, que la brecha sala-
rial de género está positivamente correlacionada con ventajas comparativas 
en este tipo de productos. Las relaciones entre comercio y diferencias entre 
sexos en la tasa de participación y logros educacionales son más débiles.

Estos resultados coinciden con los de Seguino (1997, 2000b), que mos-
tró que las diferencias de salarios por sexo pueden estimular el aumento de 
las exportaciones en países semi-industrializados exportadores. La hipótesis 
de Seguino (2000b) es que si las mujeres se concentran en las industrias que 
producen bienes con alta elasticidad‑precio, esto puede tener implicancias 
sobre los patrones de comercio y el desarrollo económico. Dada la segrega-
ción en el trabajo en industrias exportadoras —donde la elasticidad del pre-
cio de la demanda es alta y, por consiguiente, la tasa de ganancia es también 
elevada—, la acumulación de capital puede ser estimulada por una caída 
en los salarios relativos de las mujeres (un ensanchamiento de la brecha de 
salarios). Trabajó, para verificar su hipótesis, con una muestra de veinte 
países semi-industrializados en el período 1975–95, encontrando que hay 
una correlación positiva entre inequidad de género y crecimiento “en y en-
tre” los países. Las diferencias de salarios por sexo en un país incentivan las 
exportaciones de bienes trabajo‑intensivos, y dan lugar al crecimiento del 
producto (Seguino 2000 b). Los bajos salarios femeninos han promovido la 
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inversión y las exportaciones bajando los costos laborales unitarios, lo que 
ha permitido acumular las divisas para comprar capital y bienes interme-
dios que mejoran la productividad y aumentan el crecimiento económico. 
Coincidentemente Joekes (1999) argumenta que las relaciones sociales de 
género —y más precisamente, la discriminación de género— constituyen 
una fuerza motriz en la evolución de la economía internacional.

Reflexiones finales
Se puede constatar que la globalización ha implicado una heterogenei-
zación creciente de formas de trabajo. A su vez, el impacto de la libera-
lización del comercio sobre el crecimiento económico está mediado por 
muchos factores, incluyendo las inequidades sociales, el potencial tecno-
lógico, las calificaciones, las políticas macroeconómicas e industriales, la 
infraestructura, etc. 

En cuanto a las inequidades de género:
- Las inequidades de género a veces constituyen un instru-
mento de la competitividad internacional, lo que obliga, desde 
una perspectiva feminista, a interrogarse sobre la racionalidad 
social del tipo de acumulación predominante a nivel global, 
también asociado al incremento, en general, de las desigual-
dades sociales y la depredación del medio ambiente.

- La expansión y liberalización del comercio tiene efectos 
contradictorios en el bienestar de varones y mujeres, y varía 
en los diferentes tipos de economías dependiendo, en parte, 
de la naturaleza de las relaciones de clase y de género. En ge-
neral, un crecimiento en la relación exportación / Producto 
Bruto Interno está asociado con un crecimiento del trabajo 
remunerado de las mujeres. Lo cual, en la medida en que éste 
puede empoderar a las mujeres en la familia y en la sociedad, 
se puede interpretar como un beneficio. Pero el aumento de la 
competencia internacional también está ligado al deterioro del 
salario de las mujeres y el incremento de la brecha salarial.

- El análisis del impacto de la expansión del empleo femeni-
no debe considerar que: i) en una era de pérdida de poder de 
los trabajadores como un todo frente al capital, el trabajo de 
las mujeres es inseguro e inestable; la expansión del empleo 
de las mujeres no ha llevado a una reducción de las brechas 

Modalidades de inserción en la economía mundial, globalización... | S. Berger
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de salarios y las condiciones de trabajo parecen no haber me-
jorado; ii) el crecimiento en el empleo femenino esconde, en 
múltiples casos, una importante reasignación sectorial en la 
cual algunas mujeres, especialmente aquellas con poca cali-
ficación, pierden empleos; iii) a medida que los países me-
joran la calidad y la tecnología de sus exportaciones, puede 
disminuir la ocupación de las mujeres; iv) la incorporación 
de las mujeres al trabajo remunerado generalmente implica 
una sobrecarga del trabajo global, ya que no está acompaña-
da de una reducción en su trabajo doméstico de cuidado no 
remunerado; v) aunque las mujeres se empoderen al interior 
de la familia por ser trabajadoras remuneradas, esto a su vez 
puede ser causal de violencia doméstica, vi) de todas formas 
las mujeres aún tienen menor poder de negociación frente al 
capital, comparadas con los hombres.

Las consecuencias de la integración económica mundial son complejas. 
La liberalización del comercio ha sido parte integrante de las políticas de 
ajuste estructural adoptadas por la mayor parte de los países en desarrollo 
en los ‘90; tales políticas han reducido la capacidad fiscal y administrativa 
de los Estados para hacer frente a las consecuencias sociales adversas de 
dicha liberalización frente a la expansión de las grandes corporaciones.

En algunos lugares se han reducido los desequilibrios en materia de 
ingresos y de disparidades de género. Sin embargo, se ha hecho poco para 
reducir al mínimo las desigualdades de género en el largo plazo.

El estudio de este conjunto de problemáticas amerita ser continuado. 
Queda flotando una pregunta fundamental: ¿qué política o combinación 
de políticas tienen el potencial efectivo de promover la reducción de la 
pobreza, la equidad y el desarrollo humano (en términos de género, clase y 
etnia), así como el crecimiento económico? 
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Apertura comercial en América Latina  
y su impacto en las mujeres. 

| María Elena Cardero

La teoría económica en la que se basan los estudios del comercio interna-
cional es la teoría clásica que señala que la apertura comercial genera ven-
tajas competitivas y comparativas en las economías porque éstas se espe-
cializan en la producción de bienes que usan los factores más abundantes 
en sus economías. 

Partiendo de esta visión de ventajas competitivas y comparativas el modelo 
Hecksher-Ohlin/Stolper-Samuelson (HO/SS)42 sostiene que la producción de 
bienes que utilizan la mano de obra en abundancia se reubicará en aquellos 
países donde hay mano de obra suficiente y barata, esto es en los países en 
desarrollo. De acuerdo con Stolper-Samuelson los precios relativos de los fac-
tores aumentan al ser usados con mayor intensidad. Ello puede resultar en 
una disminución de la brecha de género, ya que en la medida en que la libera-
lización aumenta la competencia, reduce las ganancias excesivas y elimina los 
recursos que pueden ser usados para reducir las diferencias salariales.

La especialización supone la producción más barata de ciertos bienes y la 
compra en el exterior de aquellos que es más caro producirlos internamente. 
Siguiendo esta línea de pensamiento la apertura traerá ventajas para las eco-
nomías en desarrollo donde hay abundancia de mano de obra, que será usada 

42 Las propiedades del modelo de libre comercio basado en la ventaja comparativa del modelo 
de Hecksher-Ohlin o del modelo de Hecksher-Ohlin- Samuelson, se encuentran en cuatro teo-
remas: i) el de Hecksher-Ohlin, ii) el de Stolper- Samuelson, iii) el de Rybczynski, y iv) el de 
equiparación de la remuneración de los factores entre países. El teorema de Hecksher-Ohlin 
establece una relación entre la escasez de los factores, según la cual los países exportan los 
productos básicos que hacen uso intensivo del factor abundante. Sienta las bases de la tesis de 
las ventajas del comercio internacional, que se refiere al aumento de la producción y del ingre-
so real para un conjunto dado de insumos o recursos internos que derivan de tal comercio. El 
teorema de Stolper-Samuelson complementa el anterior al establecer que el uso intensivo de un 
factor de producción para la exportación (es decir, el factor abundante) eleva su rentabilidad 
por encima de la de todos los demás factores. A su vez, el consiguiente aumento de la oferta de 
ese factor llevara a incrementar la producción del bien que hace uso intensivo de él (teorema 
de Rybczynski). Por ultimo, el teorema de equiparación de la remuneración de los factores, 
según el cual el comercio internacional equipara la remuneración de los factores entre países, 
redondea la argumentación a favor del libre comercio. Ver Pérez Caldentey (2007).
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en forma más intensa y con el intercambio de bienes los precios de los factores 
productivos (L, K) se acabaran igualando entre los países. 

Las mujeres se verán beneficiadas por una mayor demanda de personas 
para ser empleadas, junto con una reducción de la presencia de los sindicatos 
por la liberalización y desregulación de modo que esto favorecerá su empleo.

En la nueva dinámica económica, hay algunos factores que, aparentemen-
te, favorecen a las mujeres: la nueva revolución tecnológica modifica aunque 
no borra la tradicional diferenciación entre ocupaciones femeninas y masculi-
nas; la flexibilidad laboral -que parece ser una característica de esta nueva era 
tecnológica- es una modalidad de trabajo que (para bien y para mal) siempre 
le ha resultado bastante familiar a las mujeres trabajadoras. Otro elemento 
que parece estar cambiando en los últimos años es el aumento de la movilidad 
geográfica de las mujeres, las cuales tradicionalmente habían mostrado una 
movilidad laboral mucho menor que los hombres. 

La propuesta de apertura económica se hizo fuertemente presente en los 
años 80 a partir de la crisis de la deuda de América Latina y fue descrita en el 
llamado Consenso de Washington43 El antecedente a esta apertura, se ubica 
en la respuesta a la crisis internacional de la deuda iniciada por la moratoria de 
México en 1982. Esta crisis fue detonada por un alza de la tasa de interés en 
Estados Unidos lo que generó un agudo incremento del servicio de su deuda 
externa, la reversión de las transferencias netas de capital a América Latina, 
una restricción muy severa de acceso al financiamiento internacional y el de-
terioro de los términos de intercambio de la región. 

Tales choques externos produjeron desequilibrios críticos en las balanzas de 
pagos y las cuentas fiscales de la región y el resurgimiento de la inflación. El 
Consenso señalaba que el “conjunto deseable” de nuevas políticas consistía en 
medidas de política económica orientadas a alcanzar la estabilidad, para ser apli-
cadas en países latinoamericanos, por sus gobiernos respectivos como un acto de 
buena intención para “poner en orden sus casas”. La respuesta de los hacedores 
de política en América Latina, a esta crisis, fue la aplicación en muchos casos 
estricta de las medidas señaladas en el Consenso de programas de estabilización 
macroeconómica basados en restricciones fiscales y monetarias. Destacan cin-
co áreas de la reforma: (i) apertura comercial, (ii) liberalización financiera, (iii) 

43 El Instituto Internacional de Economía, con sede en Washington, llevó a cabo una reunión 
de ministros de economía de varios países latinoamericanos con representantes de los organis-
mos financieros internacionales, y del gobierno de los Estados Unidos. En esa reunión, John 
Williamson presentó el documento titulado “Lo que Washington quiere decir por reforma de 
la política económica” (Cap. 2 del libro “Latin American Adjustment: how much has happe-
ned?”, que apareció en 1990, editado por el propio Williamson (Williamson, 1990). 
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política tributaria dirigida a fortalecer los ingresos vía impuestos indirectos, (iv) 
privatización de empresas públicas y (v) liberalización de la legislación laboral. 

Años después (Williamson,1990) se señalaba que las políticas del Consenso 
de Washington aún eran válidas pero que eran necesarios algunos ajustes a su 
agenda, como (i) blindaje contra la crisis, principalmente políticas anticíclicas 
y de estabilización; (ii) completar la primera generación de reformas, liberaliza-
ción de los mercados laborales, privatización completa de las empresas del Esta-
do y pleno acceso a los mercados locales para los países industriales; (iii) segun-
da generación de reformas institucionales; y (iv) reformas del sistema político, 
del servicio civil, del sistema jurídico y del sector financiero (Rodrik, 2003).

Bajo estas premisas y fuertemente “reforzadas” por las instituciones de 
Washington, América Latina se abrió en los años ‘80 y ‘90 abandonando el 
modelo seguido por décadas de industrialización por sustitución de impor-
taciones que bajo el fuerte influjo de la Comisión Económica para América 
Latina, CEPAL, primó desde finales de los años ‘40 hasta comienzos de los 
‘8044. Los resultados de estos cambios estructurales han sido ampliamente 

44 Autores como Prebisch, Furtado, Medina Echavarría, Noyola Vázquez, Ahumada, Pinto y 
Sunkel, entre otros sostenían que era necesario formular una teoría autónoma capaz de apre-
hender la naturaleza del subdesarrollo de la región y las vicisitudes de su evolución socioeco-
nómica. El enfoque se originó en los tres textos fundacionales con que Prebisch orientó teórica 
e ideológicamente a la institución (CEPAL, 1951a y 1951b; Prebisch, 1973), que fue profundiza-
do durante las dos décadas subsiguientes por el autor y algunos de sus seguidores. De acuerdo 
con la trilogía inaugural, en comparación con los países centrales, productores de bienes indus-
trializados, la estructura socioeconómica de la región presentaba las siguientes características: 
i) especialización en bienes del sector primario y baja diversidad productiva (complementarie-
dad intersectorial e integración vertical reducidas); ii) niveles muy dispares de productividad 
sectorial y oferta ilimitada de mano de obra con ingresos próximos a la subsistencia, y iii) 
estructura institucional (Estado, sector agrario y composición empresarial, entre otros) poco 
inclinada a la inversión y al progreso técnico. Si bien la industrialización, se había fortalecido 
como respuesta a la recesión de los años treinta y de la Segunda Guerra Mundial y progresaba 
en forma espontánea —sin el apoyo de políticas de fomento—, era la fórmula para superar la 
pobreza y revertir la distancia creciente entre la periferia y el centro. No obstante, se perfilaba 
como muy problemático diversificar la escasa base productiva, se requería invertir simultánea-
mente en muchos sectores, lo que suponía un gran esfuerzo adicional en materia de divisas y 
ahorro, en circunstancias que la especialización en bienes primarios generaba una oferta muy 
limitada de divisas en un contexto histórico caracterizado por las fuertes presiones sobre la de-
manda de ellas. Por otra parte, la coexistencia de un pequeño sector de productividad elevada 
con otro más amplio de menor dinamismo configuraba una heterogeneidad estructural en que 
la proporción excedente-ingreso era muy reducida. A su vez, el atraso institucional se traducía 
en capacidad fiscal insuficiente, desperdicio de parte del excedente en inversiones improducti-
vas y consumo superfluo, así como un magro estimulo de la inversión y el avance tecnológico. 
La “condición periférica” de América Latina constituye uno de los aspectos esenciales en torno 
a los cuales se han estructurado el trabajo intelectual y los niveles analíticos tradicionalmente 
explorados por la CEPAL: progreso técnico, crecimiento, empleo, distribución del ingreso y 
pobreza; inserción internacional en el ámbito de las relaciones “centro-periferia” y planifica-
ción y diseño de las implicaciones de política económica. Bielschowsky 2009
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estudiados, sólo vale la pena acotar que, en general, salvo entre 2004 y 2008, 
años en los que los precios de los productos básicos tuvieron un crecimiento 
importante, entre 1981 y 2008 la región tuvo en general, un crecimiento bas-
tante magro (ver cuadro Anexo). 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la 
base de Naciones Unidas, Base de datos estadísticos sobre el comercio de merca-
derías (COMTRADE) para 2000 y 2003; los datos de la maquila de Guatemala, Hon-
duras y Nicaragua se completan con fuentes nacionales. Las cifras de 2008 y 2009 
corresponden a CEPAL, “Balance preliminar de las economías de América Latina y el 
Caribe, 2009” (LC/G.2424-P), Santiago de Chile, 2009 y fuentes nacionales.
Nota: Los valores de 2000 de la República Dominicana corresponden a datos 
nacionales; los datos de 2008 y 2009 provienen de fuentes nacionales. En el caso 
de Panamá, no se incluye la Zona Libre de Colón. En el caso del Paraguay, no se 
incluye el comercio no registrado. Las cifras presentadas no son plenamente com-
patibles con el balance de pagos y se corresponden con los registros aduaneros 
de los países actualizados a diciembre de 2009.

Apertura comercial en América Latina  y su impacto ... | María Elena Cardero
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En la actualidad, a partir de la crisis financiera iniciada en forma drásti-
ca a mediados de 2007 en Estados Unidos, las variables externas en Améri-
ca Latina se deterioraron, cayeron la inversión extranjera directa (una caída 
estimada de entre 35% y 45%), las remesas (entre 5% y 10%), los precios 
de los productos básicos (29%) y la demanda externa (cerca de 29%), afec-
tando las exportaciones de productos agrícolas, mineros y manufacturas y 
las importaciones de bienes de capital, intermedios, de consumo y com-
bustibles. Se trata de un choque externo de proporciones superiores en la 
región al provocado por la crisis asiática y la crisis de la deuda externa.45 

45 CEPAL 2008-2009. “Panorama de la inserción internacional de América Latina y el Caribe”. 
De hecho, entre 2003 y 2008 la región experimentó un período de expansión importante que 
obedeció precisamente a la bonanza de precios de este tipo de bienes y que favoreció a los países 
exportadores netos de alimentos (sobre todo del Cono Sur), productos mineros (Brasil, Chile, 
México, Perú y República Bolivariana de Venezuela, entre otros) y energía (Colombia, Ecuador, 

Fuente: Comisión económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la 
base de información oficial de los países.
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Según CEPAL la reducción del comercio no tiene precedente en la his-
toria reciente y para encontrar un episodio similar hay que referirse a la 
reducción que experimentó la región después de la crisis de 1929. A partir 
del segundo semestre de 2009, la economía mundial comenzó a mostrar 
una modesta recuperación, en la que los estímulos fiscales y monetarios 
aplicados en los países industrializados y el continuado dinamismo econó-
mico de China han sido determinantes. 

El crecimiento anual promedio de la región fue de apenas 3,2% entre 
1990-2008 y el del PIB per cápita para ese lapso, de 1,7%, muy por deba-
jo del registrado en Asia oriental —4,1%— y del mismo nivel que el de 
los Estados Unidos, que tiene un ingreso per cápita que casi quintuplica 
el de la región.

Los antecedentes de la fluctuación del PIB y sus consiguientes efectos 
negativos evidencian que la macroeconomía focalizada en los pilares de 
baja inflación y disciplina fiscal, han resultado insatisfactorios desde la 
perspectiva del desarrollo46. 

En el transcurso de los últimos 25 años las exportaciones latinoameri-
canas siguen estando concentradas en un reducido grupo de mercancías 
o servicios y, particularmente en México y Centro América en un país 
(Estados Unidos), con un contenido tecnológico más bien bajo. Como re-
sultado, el desempeño macroeconómico es altamente vulnerable a choques 
externos tales como las variaciones en los términos de intercambio o los 
fenómenos naturales.

Si vemos la zona de México y Centro América se pueda afirmar que el 
crecimiento ha sido modesto si no es que precario y escaso en términos 
per cápita. Países como Chile y Costa Rica han logrado crecimientos 
relativamente más altos, probablemente, porque sus gobiernos han apli-
cado políticas que han ido más allá de la mera estabilización y el control 
de la inflación, han apoyado el empleo, a las empresas y el crédito entre 
otros aspectos. 

Básicamente se ha hablado de tres patrones exportadores en América 
Latina. El primero es el de integración vertical de los flujos comerciales 
centrado fundamentalmente alrededor de Estados Unidos en el que par-

México y República Bolivariana de Venezuela). El marcado aumento de precios de los productos 
básicos culminó a mediados de 2008, seguido de una fuerte baja en la segunda mitad del año. 
46 Es importante puntualizar que toda reflexión sobre la apertura comercial en un grupo de 
países, no debe ser hecha solamente por la naturaleza de la política establecida, sino también 
porque estos cambios se aplican en contextos económicos y sociales diferentes, de modo que 
no se debe partir de supuestos sobre igual acceso y control sobre los recursos.
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ticipan México y los países Centroamericanos y Caribeños; un segundo 
patrón es el Sudamericano donde se ha desarrollado un sistema de pro-
ducción horizontal e integración intersectorial especialmente basada en 
recursos naturales Este grupo también se caracteriza por un comercio in-
trarregional altamente diversificado y por mercados de destinos más diver-
sificados. Y el tercer grupo, fundamentalmente del Caribe y Panamá, con 
un sistema basado en servicios, principalmente turismo, así como servicios 
financieros y transporte. Podríamos hablar de un cuarto patrón que es el 
modelo Andino exportador de bienes mineros y petroleros.

La Matriz de comercio intrarregional (2009) muestra que éste asciende 
a 19.3% de este tipo de comercio y que para algunos países de la región 
este porcentaje es mucho más elevado como es el caso de Bolivia (54.9%) 
y Paraguay (71.8%)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la 
base de información oficial de las respectivas agrupaciones, y del (FMI), Direction 
of Trade Statistics.
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¿Que ha pasado en estos más de 20 años de apertura? ¿Cual ha sido el 
impacto en la población, en las mujeres? 
En general, pasamos del comercio administrado para promover la indus-
trialización por sustitución de importaciones (aproximadamente entre 
1940 a 1960/70) a los años ‘80 de la crisis de la deuda que sirvió para 
cambiar el patrón por “estabilizar, privatizar, liberalizar”. A la fecha, 
América Latina no ha sido capaz de rebasar sus restricciones externas, 
la gran mayoría de los países registra saldos comerciales deficitarios, lo 
que sumado a la apertura de la cuenta de capitales ha vuelto a muchas 
de esas economías altamente vulnerables a los efectos del contagio de las 
crisis financieras, a la vez que ha aumentado la volatilidad financiera y en 
general económica.47

En el caso de México y Centro América la región se abrió fundamental-
mente a finales de los años ochenta y principios de los noventa (Costa Rica 
1986; México 1986; El Salvador 1989; Guatemala 1989; Honduras 1991; 
Nicaragua 1991; Panamá 1996).

Si bien las exportaciones han crecido en los años de la apertura comer-
cial, las importaciones lo han hecho en igual o mayor ritmo. El modelo 
de apertura es fuertemente maquilizado, en el caso de México maquili-
zador y ensamblador, centrado en algunas ramas industriales tales como 
la industria textil y del vestuario, la electrónica, la automotriz y las partes 
vehiculares.48 Entre las causas que propiciaron este tipo de industria está 
la localización cercana a Estados Unidos; la abundancia de mano de obra 
a menor costo que en los Estados Unidos; el acceso a mercados amparados 
por acuerdos comerciales y/ o tratados de libre comercio bilateral y/o aper-
tura unilateral; incentivos fiscales para atraer inversión productiva para la 

47 Al respecto French-Davis 2000 señaló que el desempeño de las reformas económicas en 
América Latina en la década de los años noventa, aún con la amplia aceptación entre los líderes 
políticos de los beneficios de las reformas en lograr estabilidad macroeconómica e incrementar 
las exportaciones, ha tenido implicaciones críticas por sus efectos sobre el crecimiento y el 
desarrollo. El autor destaca tres problemas principales: (1) el equilibrio en algunos sectores se 
logra a costa del desequilibrio en otros; (2) las políticas macroeconómicas fracasaron en alcan-
zar la convergencia entre la reanudación del crecimiento rápido de la demanda efectiva y el in-
cremento de la capacidad productiva interna, y en consecuencia, surgió un nuevo desequilibrio 
comercial insostenible; y (3) una creciente insatisfacción de amplios sectores de la población 
con las políticas instrumentadas y la extremadamente desigual distribución del ingreso, del 
poder y de las oportunidades. 
48 En 1965, en México se promulgó el Programa de Industrialización Fronteriza, con los ob-
jetivos de crear empleos, fomentar la industrialización y reducir el déficit comercial. En El 
Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, surgieron estos programas en la década de 1970, 
en Costa Rica a inicios de los años ochenta.
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maquiladora; alta demanda de trabajo femenino de bajos salarios; posibi-
lidad de evadir costos de los derechos laborales ya que las mujeres son las 
que menos demandan esos derechos; contienen ciertos tipos de alternativas 
laborales como el trabajo a domicilio que las mujeres aceptan; cambios en 
los mercados laborales, erosión de la acción laboral colectiva; privatización 
de los sistemas de bienestar y de protección social.

Las implicaciones que este tipo de industrias tienen son variadas, entre 
otros aspectos, las importaciones suelen representar alrededor del 70% del 
total de las exportaciones de esta industria, con extremos máximos que 
llegan al 90% en los casos de Guatemala y Panamá. En Costa Rica, donde 
aparentemente existen industrias con mayor nivel tecnológico, este indica-
dor alcanza el 76%. 

En México, donde después de la apertura inicial de 1986, en 1994 se 
firmó un Acuerdo de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, (es 
decir, entre un país subdesarrollado y dos países desarrollados), los cam-
bios en la estructura comercial han sido acelerados e importantes. Desta-
can entre otros, el tránsito a comienzos de los años ‘80 de un país donde 
el 80% de las exportaciones eran petroleras a otro en el que las exporta-
ciones manufactureras hoy representan 80% del total exportado. Pero a la 
vez que las exportaciones crecieron, la apertura disparó la entrada de las 
importaciones y hoy representan -incluidas las maquiladoras y no maqui-
ladoras- el 80% de las exportaciones con variaciones significativas entre 
ramas industriales. Ha habido una fuerte destrucción de cadenas produc-
tivas locales; un descenso acelerado del empleo industrial, particularmente 
desde inicios de los años 2000; aumento del empleo fuera de las fronteras 
nacionales medido a través de la Matriz Insumo Producto; aumento del 
empleo informal; caídas en el salario real, de modo que México transitó 
del Modelo de Industrialización por Sustitución de Importaciones a un 
Modelo Exportador-Importador. 

Mientras que en los países Centroamericanos hay una fuerte especiali-
zación en la fabricación de textiles y prendas de vestir que generan empleo 
en el hogar y los flujos de inversiones externas que amplían el sector in-
formal, mediante la subcontratación y el outsourcing, en México y Costa 
Rica ha tomado mayor importancia el sector electrónico asociado a carac-
terísticas presentes en el perfil de puestos ocupados: mayor nivel de cali-
ficación de los puestos, estructura ocupacional con mayor incidencia de 
hombres y mayores salarios pagados. En general, en países como México y 
en otros, la tasa de crecimiento del empleo de las mujeres ha sido más alta 
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que la de los hombres sin que ello signifique que este aumento haya sido 
en el sector exportador, ya que 8 de cada 10 empleos han sido informales 
-carecen de seguridad social- aún cuando muchos de estos trabajos se rea-
lizan en el ámbito formal.

Con la crisis estadounidense iniciada en 2008, el desempleo en países 
como México se ha disparado. Sólo en 2009 se perdieron más de 700.000 
empleos y hay más de 2 millones de desempleados. Los salarios a precios 
de 2000 cayeron de 130 pesos por día en 1980 a poco más de 30 pesos 
en 2008. Así mismo, las maquiladoras han reproducido las condiciones 
de segregación y discriminación propias de los mercados laborales, que 
se expresan en la persistencia de la brecha salarial de género; el empleo 
generado en las ensambladoras se sostiene en parte sobre la limitación de 
los derechos socio laborales y los mecanismos de representación y parti-
cipación. La competencia que China ejerce sobre la maquila mexicana y 
centroamericana, es una evidencia de la facilidad con que estas empresas 
entran y salen de los países. 

Respecto al impacto que estos cambios tuvieron en las mujeres en Méxi-
co, Brown y Domínguez (2007) señalan que en la industria maquiladora 
existe segregación vertical de género de las ocupaciones. El 65% de la fuerza 
de trabajo femenina carece de calificación ocupacional y tienen salarios más 
bajos, sólo 0,4% de las mujeres ocupadas en la maquila se encuentran en 
puestos de dirección (contra 1,6% de los hombres) y 34% son empleadas 
administrativas o realizan tareas calificadas (contra 43% de los hombres). 

En la Subrregión MERCOSUR y Chile, en el caso de Argentina, Bra-
sil, Paraguay y Uruguay, estos países firmaron un acuerdo intrarregional 
con la idea de conformar cadenas productivas altamente eficientes y com-
petitivas por la ampliación de los mercados, acuerdo al que más tarde se 
uniría Chile como país asociado. En este modelo de apertura, tienen una 
gran relevancia los productos agropecuarios (incluyendo manufacturas de 
origen agropecuario) en el total de las exportaciones. Además, el destino 
geográfico de las exportaciones es más diversificado y el comercio intrarre-
gional ha tenido un rápido crecimiento. También ha habido un proceso 
de desindustrialización que ha reducido el empleo en industrias intensivas 
en mano de obra femenina y las mujeres han perdido su empleo en las 
industrias en decadencia y enfrentan dificultades para emplearse en las 
industrias manufactureras más intensivas en capital. En el caso de Chile 
ha habido una feminización del empleo en el sector agrícola exportador 
(uvas de mesa, kiwi). 
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Mientras que en la región del Centro del Continente el comercio está 
fuertemente vinculado con Estados Unidos y fortalecido con mecanismos 
como tratados de libre comercio con ese país, en la región Sur hay en tér-
minos generales una mayor diversificación comercial hacia Europa, Medio 
Oriente y Asia.

El contenido del empleo en las exportaciones en la subrregión MER-
COSUR muestra que el comercio internacional no absorbe una proporción 
importante del empleo total y en particular, no lo hace respecto al empleo 
femenino. Hay además una baja incorporación de empleo en los sectores 
vinculados al comercio exterior y una fuerte segregación ocupacional por 
sexo, donde las mujeres se ocupan en sectores no transables. La especializa-
ción productiva y la segregación laboral de género son elementos centrales 
para explicar estos resultados.

En la región MERCOSUR, el contenido de empleo femenino en las 
exportaciones se caracteriza por una menor escolaridad que la observada 
en el promedio de las mujeres ocupadas y también se observa un patrón 
de especialización productiva como países importadores netos de bienes 
de capital. 

En la Subrregión Comunidad Andina prevalece la participación rela-
tivamente alta de exportaciones de minerales y petróleo, también hay un 
mayor peso de Estados Unidos y Canadá en el destino de las ventas ex-
ternas, registrándose un rápido crecimiento del comercio intrarregional. 
A pesar de que las exportaciones de recursos naturales han declinado, to-
davía hoy estas exportaciones representan 59.3% del total exportado; para 
los países andinos como Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú representan el 
77.6%, y para países como Venezuela, Nicaragua y Panamá el 90%. Chile 
con una de las tasas más altas de crecimiento de las exportaciones, todavía 
depende (90.8%) de la exportación de productos primarios y de manufac-
turas basadas en productos agropecuarios. 

En varios de los países de América Latina se pasó del modelo de sustitu-
ción de importaciones al modelo exportador-importador. Se ha registrado 
una intensa ruptura de cadenas productivas, desapareciendo un gran nú-
mero de industrias. La participación de la industria en el PIB ha descendi-
do en los últimos 10 años. Ha aumentado el peso en la economía del sector 
terciario, en gran medida en comercio informal, en locales pequeños, pues-
tos callejeros y otros. En conjunto, los empleos generados por el comercio 
ni crecieron ni mejoraron, ni en general aumentó el empleo formal, al con-
trario, muchos de los nuevos empleos son precarios e informales. Y si bien 
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el empleo de las mujeres ha aumentado, éste ha sido fundamentalmente 
precario, se ha ido saliendo de la industria e ingresando a sectores no tran-
sables y muchos de ellos informales. 

Tampoco, en general, los ingresos han crecido en América Latina, más 
bien han caído en la mayoría de los países –excepto algunos como Chile- 
aumentando la desigualdad y la concentración.

En suma, en el marco neoclásico del comercio internacional, el género 
considera a hombres y mujeres como agentes y si bien acepta diferencias 
biológicas o sociales, naturaliza esas diferencias y supone un proceso de 
reasignación de factores derivado de incentivos a la especialización de ma-
nera que en sectores en los que hay abundancia de recursos con ventaja 
competitiva, habrá creación de empleos a la vez que habrá cierre de empre-
sas no competitivas. Así mismo, supone reducción de precios por mayor 
competencia, aumento del consumo, descenso en los precios de los bienes 
de producción, ya que se importan del exterior aquellos que tienen más 
bajo precio y mayor calidad). La segregación ocupacional de las mujeres 
y sus menores salarios operan como estímulo a las exportaciones, aunque 
estas diferencias eventualmente tenderán a cerrarse. 

Sin embargo economistas feministas como Çağatay (2005) señalan que 
los mercados laborales son altamente segmentados y que los resultados de 
la apertura comercial están mediados por las instituciones que regulan los 
mercados de trabajo, esto es, por leyes laborales, normas sociales, sindica-
tos y comportamiento de los empleadores, siempre teniendo en cuenta que 
las instituciones son portadoras de sesgos de género.

Adicionalmente los mercados no operan a niveles de empleo pleno, sino 
que hay alto desempleo, subempleo, empleo informal, que son caracterís-
ticas típicas de los mercados laborales de las economías capitalistas subde-
sarrolladas. Las relaciones de género determinan quién es propietario de 
qué, quién recibe qué y quién hace qué en una economía, lo que afecta la 
distribución, la creación de valor y el proceso de acumulación.

El mercado laboral está en cambios constantes, por ejemplo, si al prin-
cipio hay una ventaja laboral para el empleo de las mujeres, esto puede re-
vertirse a medida que aumentan las necesidades de capacitación y entrena-
miento para fabricar las exportaciones. Más aún, el comercio internacional 
puede generar incentivos para reprimir los salarios femeninos de manera 
que la economía permanezca competitiva y atraiga la inversión extranjera. 
A la fecha no hay evidencia de que el aumento del comercio internacional 
haya reducido las brechas salariales o beneficiado el empleo femenino, en 
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cambio sí hay pruebas de que una parte del empleo femenino ha sido sus-
tituido por empleo masculino. 

Los resultados han sido bastante diferentes a los previstos en los mo-
delos (H-O) y (S-S). No han desaparecido las desigualdades de género, 
aunque en algunos países se han feminizado las condiciones laborales (in-
formalización, precarización, baja salarial). El crecimiento del empleo en 
el mercado laboral formal es insuficiente de modo que ha aumentado el 
empleo informal en gran escala con condiciones de trabajo pobres, des-
igualdad salarial por iguales trabajos, un debilitamiento de las relaciones 
de género en torno al salario familiar y la autoridad masculina, y una caída 
general de los salarios e ingresos para hombres y mujeres. 

En el trabajo de Azar, Espino y Salvador (2000) se señala que el em-
pleo femenino contenido en el comercio exterior de Argentina, Brasil, 
Colombia, México y Uruguay es relativamente reducido. Ello puede res-
ponder tanto a la baja incorporación de empleo en los sectores vincula-
dos al comercio exterior, como a la propia segregación ocupacional por 
sexo, donde las mujeres se ocupan en sectores no transables. Claramente, 
ello se verifica en Argentina, Brasil y Uruguay donde la participación 
de mujeres en el empleo total es sustancialmente mayor a la vinculada 
directa o indirectamente al comercio internacional. Así mismo, los ni-
veles de escolaridad que caracterizan estos empleos son más bajos que el 
promedio, aunque esta situación es relativamente diferente si se analizan 
los puestos de trabajo asociados a las importaciones, caracterizados por 
niveles educativos algo más elevados. Este resultado también se vincula 
al patrón de especialización productiva de estos países, que suelen ser 
importadores netos de bienes que, como los de capital, requieren directa 
e indirectamente de trabajadoras y trabajadores con mayores califica-
ciones para su producción. Debe considerarse, también que los sectores 
que emplean trabajo relativamente más calificado, son también aquellos 
menos intensivos en este factor.

Hay una persistencia de los mecanismos tradicionales de la mujer en el 
trabajo reproductivo más el trabajo en el mercado y el hombre en el trabajo 
del mercado. Lo que favorece que las mujeres se orienten hacia trabajos de 
mayor flexibilidad que les permita conciliar ambos trabajos: productivo y 
reproductivo. 

En el ámbito productivo la reducción de los precios está más vincu-
lada a las políticas de estabilización que a una reducción o baja de los 
precios por la apertura. En sectores como la producción agropecuaria 
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de subsistencia hay un desplazamiento de la población por la entrada de 
importaciones subsidiadas que obliga a las y los campesinos a migrar a 
las ciudades o fuera del país. 

El hecho de que uno de los principales factores de competitividad, o 
ventaja estática de los países de la subrregión, sea la existencia del recurso 
mano de obra abundante a bajo costo, es un arma de doble filo. Si el de-
sarrollo y la inserción internacional dependen de acumular aprendizajes, 
elevar la calificación de las tareas y desarrollar innovaciones, para pasar de 
explotar ventajas estáticas (en este caso bajo costo de la mano de obra) a 
ventajas dinámicas, dichas condiciones se contradicen con las posibilida-
des que difunden las ensambladoras y las industrias y empresas tradiciona-
les así como las grandes empresas extranjeras. 

Específicamente, en el contexto de las mujeres se requiere generar 
más investigación sobre el impacto en las mujeres de los procesos de 
apertura e integración comercial, para poder desarrollar mecanismos de 
política que permitan conocer cómo afecta la integración económica a 
las mujeres. Examinar si estos procesos afectan de manera heterogénea a 
diferentes grupos de mujeres en sectores económicos distintos. Estudiar 
la relación entre comercio, empleo y género sobre la base de indicadores 
cuantitativos y cualitativos.

Es necesario replantear el esquema de escaso crecimiento hacia uno de 
desarrollo con equidad. Generar políticas de creación de empleos produc-
tivos para mujeres y hombres a partir del fortalecimiento de las cadenas 
productivas, en la industria, los servicios y la agricultura; incentivar a las 
empresas para que simultáneamente aumenten el empleo de ambos sexos y 
la productividad; crear sistemas nacionales de protección social; estimular 
el aumento de los salarios reales, reducir las discrepancias salariales entre 
mujeres y hombres, así como la productividad de ellas y ellos, y vincular la 
educación con el crecimiento y el bienestar.

Desarrollar políticas específicas hacia las mujeres para reducir su vulne-
rabilidad en el campo laboral, abordar mediante políticas específicas temas 
como la calidad del empleo, la seguridad en el trabajo, las condiciones de 
trabajo, la protección social, la sindicalización femenina, la salud sexual 
y reproductiva y la falta de reconocimiento del trabajo doméstico. Más 
que enfatizar y ampliar los derechos laborales de la mujer madre, hay que 
buscar la generalización del concepto de derechos parentales. Desarrollar 
incentivos para las empresas, para promover buenas prácticas laborales y, 
en especial, para eliminar la discriminación de género. 
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En resumen no existe evidencia49 entre apertura comercial y crecimien-
to económico y mejora en los empleos de las mujeres. El empleo de las 
mujeres ha crecido a nivel regional, pero no necesariamente vinculado al 
comercio exterior. Estas nuevas ocupaciones se ubican fundamentalmente 
en el sector terciario, en bienes no transables y en el empleo informal. 
Aquellas mujeres ocupadas en ramas con mayor intensidad de exportacio-
nes y/o importaciones, siguen con empleos caracterizados por la segrega-
ción y discriminación salarial.

En los años evaluados, muchos países pasaron del modelo de sustitu-
ción de importaciones al modelo exportador-importador. El país más ar-
quetípico de este cambio fue México. En la medida en que este cambio de 
modelo no genera crecimiento, es indispensable dar un giro a este patrón 
productivo e impulsar la creación de empleos para mujeres y hombres, 
elevar los salarios, aumentar los niveles de educación y la productividad y 
retomar la senda del desarrollo con equidad.
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Anexo
América Latina y El Caribe (19 países): crecimiento del Pib, 1971-2009

(En tasas anuales de variación)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la 
base de cifras oficiales e información del Fondo Monetario Internacional (FMI). a 
Corresponde al promedio de las tasas de crecimiento del período 1974-1980.  
b Las cifras para 2009 corresponden a las estimaciones de CEPAL publicadas en 
el Balance preliminar 2009. c Corresponde al promedio de las tasas de crecimiento 
del período 1975-1980. d Corresponde al promedio de las tasas de crecimiento del 
período 1977-1980. e Corresponde al promedio de las tasas de crecimiento del pe-
ríodo 1978-1980. f Corresponde al promedio de las tasas de crecimiento del período 
1976-1980. g Ponderado según peso de cada país a precios de mercado.
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Las mujeres del Istmo Centroamericano, 
¿ganaron o perdieron con la apertura 
económica? 50 

| Isolda Espinosa

Introducción
En las últimas décadas, la participación económica de las mujeres ha au-
mentado en América Latina (Abramo y Valenzuela, 2001), coincidiendo 
en el tiempo con el proceso de liberalización y apertura económica. Nu-
merosos estudios han mostrado el vínculo existente entre la producción 
para la exportación y el empleo de mujeres, confirmando la tesis que en los 
países en desarrollo, la producción para la exportación se desarrolla para-
lelamente con la feminización del trabajo remunerado. Si bien el aumento 
del empleo femenino no puede atribuirse exclusivamente a la apertura, ésta 
ha tenido una dimensión de género indiscutible. 

Los defensores de la liberalización y apertura económica afirman que 
ésta es beneficiosa para las mujeres por el aumento en la demanda de 
empleo femenino, al menos en las economías semi-industrializadas, y 
que tales políticas pueden ayudar a anular las brechas de género en el 
empleo y los salarios. 

Las economistas feministas por su parte plantean que la liberalización 
y apertura económica puede ser ventajosa para las mujeres en cuanto a 
demanda de empleo. No obstante, su “ventaja competitiva” como traba-
jadoras se basa en la inferioridad de sus condiciones de trabajo: nivel de 
ingresos, condiciones de salud y seguridad. De forma que las condiciones 
y modalidades bajo las cuales tiene lugar la feminización del empleo en las 
actividades ligadas a la exportación pueden contradecir tal conclusión. 

Por un lado, las políticas económicas, y particularmente las de apertura, 
inciden de distinta manera en hombres y mujeres debido a los diferentes roles 
socialmente asignados, las desigualdades en la disponibilidad de activos51, 

50 El presente documento es un extracto del libro “Apertura Económica, Género y Pobreza en 
el Istmo Centroamericano 1990-2008”, que próximamente publicará UNIFEM-PNUD.
51 La literatura sobre los mecanismos utilizados por la población para mejorar su situación ha 
ampliado la definición de “bienes” con el propósito de incluir el capital social y las relaciones 
familiares (Moser, 1998).
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tangibles y no tangibles, y en el ejercicio del poder. Por otro, las políticas de 
liberalización y apertura económica han tenido un papel importante en el 
debilitamiento de los derechos de los/as trabajadores/as, ya que la desregula-
ción del mercado laboral se ha justificado en nombre de la mejora de la com-
petencia internacional. Y finalmente, la mayor incorporación de las mujeres 
al mercado laboral no implica necesariamente que se elimine la segregación 
por razones de género y/o la sub-valoración social de su trabajo. 

Por tanto, lo importante no es sólo si las mujeres están teniendo más 
oportunidades de trabajo remunerado, sino la coyuntura política y econó-
mica en la se incorporan al trabajo remunerado y la medida en que estos 
contextos son positivos o negativos para la equidad de género. 

Teniendo este debate como telón de fondo, en el presente documento 
se trata de establecer si las mujeres del Istmo Centroamericano ganaron o 
perdieron con la apertura económica. Para ello se hace un rápido repaso de 
las principales medidas y resultados de las políticas de ajuste estructural, 
para luego analizar los cambios en el nivel de actividad económica y en las 
formas de inserción laboral de hombres y mujeres registrados entre 1990 y 
2008, así como el contexto del mercado laboral en que ello ocurre. Al final 
del documento se presentan las principales conclusiones que se pueden 
extraer del análisis realizado, y una propuesta de líneas de acción.

Políticas de Estabilización y Ajuste Estructural
Después de tres décadas de estabilidad cambiaria y de precios, a fines 

de los ´70 e inicios de los ´80 los países del Istmo Centroamericano regis-
traron fuertes desequilibrios económicos internos y externos, como efecto 
de las crisis del petróleo de 1973 y 1979. 

Las instituciones financieras internacionales y muchos gobiernos in-
terpretaron tales desequilibrios como una prueba del agotamiento de la 
estrategia de desarrollo basada en un régimen de amplios controles estata-
les y de industrialización por sustitución de importaciones, aplicada hasta 
entonces. Para corregir estos desequilibrios macroeconómicos, a fines de 
los ´80, todos los países del Istmo aplicaron políticas de estabilización y 
ajuste estructural – también conocidas como “Consenso de Washington” 
– promovidas por las instituciones financieras internacionales (IFIs) como 
condición para acceder a recursos concesionales y a los mercados de capi-
tal, excepto en el caso de Nicaragua. 

Las reformas se justificaron por los incrementos esperados en la eficien-
cia y el crecimiento de la producción. La visión predominante era que la 
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liberalización conduciría a un mayor éxito económico, al menos en el me-
diano o largo plazo. El propósito de la liberalización comercial era trasladar 
la producción de los bienes no transables y sustitutos de importación inefi-
cientes, hacia los bienes exportables en los que los países del Istmo tenían 
ventajas comparativas. El supuesto de pleno empleo de todos los recursos 
(incluida la mano de obra) permitiría que tal traslado se realizara sin dolor. 
La apertura de la cuenta de capital se suponía proveería los flujos financie-
ros que estimularían la inversión y el crecimiento con productividad.

A continuación se presenta una síntesis apretada de las principales me-
didas de política adoptadas:

Reducción del tamaño y funciones del Estado. El objetivo era reducir el 
déficit fiscal e impulsar las reformas legislativas e institucionales necesarias 
para pasar de un Estado interventor a uno facilitador de la actividad eco-
nómica. Se promovieron programas de movilidad o reconversión laboral 
para disminuir el empleo público, la privatización de empresas de propie-
dad estatal.

Reforma tributaria. Sus rasgos más comunes han sido la búsqueda de 
la “neutralidad”, la simplificación legal y administrativa y el aumento 
de los ingresos tributarios. En función de ello se ha promovido la am-
pliación de la base tributaria y la disminución de las tasas aplicadas a 
los ingresos de las personas y las empresas. Además, todos los países han 
adoptado sistemas de impuesto al valor agregado (IVA) para gravar el 
consumo (Lora, 2001), cuyas tasas aumentaron entre 1985 y 1999. No 
obstante, en todos los países se mantienen sistemas de incentivos tribu-
tarios a determinadas actividades económicas para promover la inversión 
extranjera directa. Tal es el caso de las zonas francas, el régimen de per-
feccionamiento y el turismo. 

Promoción de inversiones y exportaciones. La política de promoción de 
inversiones en todos los países del Istmo, sin excepción, ha descansado 
en el establecimiento de zonas francas, es decir áreas delimitadas del te-
rritorio nacional que gozan de un régimen de exención fiscal. Los países 
también han emitido leyes de inversión extranjera, en las que se establece 
la aplicación de los criterios de trato nacional y trato de la nación más 
favorecida, así como mecanismos de solución de controversias entre el 
inversionista y el Estado.

Política monetaria y liberalización del régimen cambiario. El objetivo 
central de la política monetaria de los bancos centrales del Istmo ha sido 
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la reducción de la inflación. Para ello deben garantizar un nivel de reservas 
internacionales tal, que preserve la estabilidad cambiaria, como ancla de la 
inflación, aun a costa del financiamiento de la producción nacional, parti-
cularmente de la micro y pequeña empresa.

Reformas comerciales. La Política Comercial de los países del Istmo se 
ha orientado a lograr una inserción más eficiente en la economía interna-
cional, para lo cual han priorizado la apertura comercial unilateral y la 
suscripción de acuerdos de libre comercio de forma conjunta o individual, 
cuyo alcance va más allá del comercio de bienes, incluyendo el comercio 
de servicios, los derechos de propiedad intelectual y las inversiones52. Adi-
cionalmente, se ha ofrecido un marco legal favorable, para la inversión 
nacional y extranjera. 

Liberalización financiera. Entre los objetivos de las reformas financieras 
destacan el otorgar mayor libertad de funcionamiento a los intermediarios 
financieros y reforzar los mecanismos de regulación prudencial y supervi-
sión (Lora, 2001). La liberalización ha consistido en reducir los coeficientes 
de encaje, eliminar los controles a las tasas de interés y los mecanismos de 
inversiones forzosas y créditos dirigidos.

Reformas laborales. Las reformas de la legislación laboral han estado 
concentradas en moderar los costos de despido y facilitar la contratación 
temporal de trabajadores/as. Es así que las modificaciones que los países 
han introducido a sus leyes han girado en torno a los siguientes ámbitos: a) 
ampliación de la gama de contratos de duración determinada; b) amplia-
ción del período de prueba; c) facilitación de otras formas de contratación; 
d) disminución del costo del despido; e) facilitación de normas y reglas del 
despido colectivo; f) contratación a través de terceros; y, g) modificaciones 
a la jornada de trabajo y vacaciones; entre otros.

En cuanto a los resultados económicos obtenidos con la aplicación de las 
políticas de estabilización y ajuste estructural, existe consenso en que han te-
nido éxito en corregir los desequilibrios económicos, internos y externos, en 
todos los países del Istmo Centroamericano, abrir las economías al mercado 
mundial y reestructurar la producción y las exportaciones. 

Inversión Extranjera Directa. En el conjunto de los países del Istmo los 
ingresos por IED pasaron de 391.1 a 7,521.8 millones de dólares entre 1990 

52 Entre ellos destacan el DR-CAFTA (Dominican Republic and Central America Free Trade 
Agreemente) y el Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea. 
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y 2008, lo que representa una tasa de crecimiento media anual de 21.9% 
(CEPAL, 2009). En todos los países del Istmo Centroamericano, excepto 
Panamá, las inversiones estuvieron muy determinadas por la dinámica de 
las zonas francas, particularmente en la industria de las confecciones, en la 
primera mitad de los ́ 90. Sin embargo, Costa Rica logró atraer inversiones 
en áreas relativamente más sofisticadas como la industria electrónica, mé-
dica y de autopartes. A fines de los ´90 e inicios del 2000, las privatizacio-
nes y adquisiciones constituyeron los principales factores de atracción de la 
IED y de su orientación hacia los servicios tradicionalmente brindados por 
el Estado. Recientemente, la IED orientada a los servicios empresariales a 
distancia (offshoring) y el turismo han cobrado relevancia. Aunque la IED 
orientada a la manufactura ha perdido importancia relativa respecto al 
total y que la misma industria manufacturera ha experimentado cambios, 
la IED en busca de eficiencia (producir a bajo costo para exportar a otros 
mercados) continúa siendo la predominante en el Istmo Centroamericano, 
excepto en Panamá. 

De exportadores de productos primarios a exportadores de manufacturas. 
Entre 1990 y 2008, las exportaciones del Istmo casi se cuadruplicaron. 
También varió la composición de las exportaciones según la intensidad 
tecnológica incorporada. En efecto, los productos primarios redujeron su 
peso en el total de las exportaciones de bienes del Istmo (CEPAL, 2008a), 
y los bienes manufacturados la aumentaron, debido al incremento de las 
exportaciones de tecnología media y alta. Costa Rica y El Salvador desta-
can por ser los que más redujeron el peso relativo de los productos prima-
rios y también los que más aumentaron el de los bienes manufacturados; 
Nicaragua se ubica en el extremo contrario. Cabe señalar, que en el Istmo, 
la exportación de bienes manufacturados se basa principalmente en ac-
tividades de maquila. Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y 
Nicaragua responden al patrón de especialización exportadora basado en 
la integración a flujos “verticales” del comercio de manufacturas, dirigidos 
principalmente al mercado de Estados Unidos. Panamá es la excepción; 
desde antes de 1990 su inserción se ha basado en la exportación de servi-
cios, principalmente los de transporte vinculados al Canal, además de los 
servicios financieros y el turismo. 

Pero también aumentaron las importaciones y el déficit comercial. Con 
la apertura, las importaciones de bienes y servicios del Istmo se han cua-
druplicado, incrementándose a una tasa media anual mayor a la de las 
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exportaciones. La estructura de las importaciones por grandes categorías 
económicas no ha experimentado cambios significativos. 

Se mantiene la dependencia de Estados Unidos. Estados Unidos sigue 
siendo el principal destino de las exportaciones del Istmo Centroameri-
cano. En lo que respecta a las importaciones, Estados Unidos también 
predomina como país de origen, pero su peso relativo ha disminuido en 
todo el Istmo. Lo anterior se explica tanto por un incremento del comercio 
intrarregional, como por la existencia de nuevos destinos (China y Méxi-
co) y países de origen (China y Brasil) para las exportaciones y las im-
portaciones, respectivamente. La enorme dependencia de Estados Unidos, 
hace al Istmo extremadamente sensible a las fluctuaciones de la economía 
estadounidense, como se comprobó en la actual crisis mundial de 2008.

Expansión y consolidación bancaria. Como resultado de los procesos de 
desregulación y apertura de los servicios financieros, y en particular de la 
privatización de los sistemas bancarios de El Salvador y Nicaragua, entre 
1990 y 1994 el número de bancos aumentó de 47 a 98 en los 5 países del 
Istmo que integran el Consejo Monetario Centroamericano. A partir de 
1999 el número de bancos disminuyó aceleradamente debido a un con-
junto de quiebras, fusiones y adquisiciones, estabilizándose entre 2005 y 
2006. Este proceso ha dejado como secuela el incremento de la concentra-
ción de la industria bancaria en los países analizados. A fines de 2007 el 
número total de bancos había disminuido a 74.

Modesto crecimiento de la economía. En el conjunto de la región, el 
PIB a precios constantes creció a un tasa media anual de 4.5% (CEPAL, 
2009); Panamá y Costa Rica registran las mayores tasas medias anuales 
de variación del PIB, y Nicaragua las más bajas. En todos los países, salvo 
Honduras, las tasas de crecimiento del período 1990-2008 representaron 
aumentos significativos respecto de las registradas en la década de los ’80. 
Pero en ninguno, las tasas posteriores a 1990 alcanzaron las registradas 
en las décadas de los ’50, ’60 y ’70. Con todo, las modestas tasas medias 
anuales de crecimiento del PIB a precios constantes excedieron las tasas de 
crecimiento de la población.

¿Más y mejores empleos? ¿Para quiénes?
Retomando el planteamiento de Ganuza, Paes de Barros y Vos (2003) de 
que el mercado laboral es el principal canal a través del cual se transmiten 
los efectos de la liberalización económica, se trata de establecer si las muje-
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res ganaron o perdieron con la apertura económica. Para ello, se analizan 
los cambios en el nivel de actividad económica y en las formas de inserción 
laboral de hombres y mujeres registrados en las últimas décadas, así como 
el contexto del mercado laboral en que ello ocurre.

Aumento de la actividad económica de las mujeres: una tendencia que se 
inició décadas atrás. La población económicamente activa del Istmo se habrá 
multiplicado por 2.7 entre 1980 y 2010, debido a las aún elevadas tasas de 
crecimiento demográfico, al aumento del peso relativo de la población de 15 
a 64, pero sobre todo al aumento sostenido de las tasas refinadas de actividad 
económica de las mujeres. Nicaragua y Guatemala exhiben los mayores y 
menores niveles de actividad femenina, respectivamente, a lo largo del perío-
do analizado. En el conjunto de la región, las mujeres pasaron de representar 
el 20.7% de la PEA total en 1980 al 32.5% en 2010.

De acuerdo con Pérez Sáinz (2005), la crisis de los ´80 implicó que – en 
los países del Istmo – el proceso de ajuste estructural se llevara a cabo a 
partir de un incremento del peso del sector informal, acompañado de un 
aumento significativo del proceso de feminización de los mercados labora-
les. El deterioro de las remuneraciones de los hombres, generado primero 
por la crisis y luego por las políticas de estabilización y ajuste estructural, 
presionó a las mujeres a incorporarse al mercado laboral para complemen-
tar los ingresos de su hogar o de su familia. Las mujeres se insertaron 
mayoritariamente en el denominado sector informal, no sólo porque les 
resultaba más asequible, sino porque además les facilitaba combinar la ge-
neración de ingresos con la responsabilidad del trabajo de cuidado no re-
munerado. La informalización se mostró, de manera inequívoca, como el 
fenómeno más importante en la década de los ´80 (PREALC, 1991). 

De acuerdo con Tironi y Lagos (1991), el proceso de reestructuración 
promovido conscientemente desde el Estado mediante la aplicación de po-
líticas de ajuste estructural ha sido parte del tránsito de un régimen de 
acumulación y modo de regulación a otro a nivel de la economía mundial. 
El nuevo régimen de acumulación de capitalismo flexible descansa en un 
modo de producción y de trabajo flexible y mercado-centrado, y se caracte-
riza por un creciente impacto de los mercados financieros globales y de los 
vaivenes de la bolsa sobre la economía real (Dörre, 2002 citada por Yañez, 
2004), como se pudo constatar en la crisis financiera de 2008-2009. En 
este modelo, no sólo se mantiene la generación del excedente laboral, sino 
que éste se crea y se manifiesta de múltiples maneras: el declive del empleo 
público; la persistencia de una economía de la pobreza; la precarización de 
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las relaciones salariales; y la migración internacional.
La contracción del empleo público afectó especialmente a las mujeres 

con cierto nivel educativo que habían podido insertarse en este sector antes 
de su declive, dado que las instituciones a cargo de las políticas sociales, 
donde ellas se habían concentrado, fueron las primeras a las que reduje-
ron sus funciones y personal. En Nicaragua, datos sobre el empleo en el 
Gobierno Central, muestran que la docencia – donde históricamente han 
predominado las mujeres – fue el grupo de ocupación donde se registró 
una mayor disminución del empleo (63.6%), entre 1990 y 2002. 

El desempleo abierto, como en el pasado, no ha sido un mecanismo 
de ajuste importante de los mercados laborales del Istmo Centroamerica-
no. Esto a pesar de la incapacidad del nuevo modelo de generar empleo 
suficiente (Tokman, 1998). Durante el período analizado, en El Salvador, 
Guatemala, Honduras y Nicaragua el desempleo femenino ha sido menor 
que el masculino. No así en Costa Rica y Panamá, donde las mujeres han 
sido más afectadas por este flagelo. El bajo nivel de desempleo abierto se 
explica, igual que en las etapas precedentes, por la autogeneración de em-
pleo. Alternativa que se torna cada vez menos viable, ya que, en el contexto 
de apertura de las economías del Istmo, una serie de actividades de autoe-
mpleo se han sometido a la competencia internacional.

El sector informal se caracteriza por una gran heterogeneidad, estando 
integrado por un reducido número de actividades dinámicas generalmente 
efectuadas por pequeñas y medianas empresas, y una gran cantidad de ac-
tividades de subsistencia a cargo fundamentalmente de trabajadores/as por 
cuenta propia, pero también de las microempresas. Las primeras asociadas 
a la provisión de ciertos bienes y servicios a sectores medios, mientras las 
segundas configuran la “economía de la pobreza”: pobres produciendo para 
pobres (Pérez Sáinz, 2005). El autoempleo de subsistencia, sigue teniendo 
un peso relevante en todos los países del Istmo; Costa Rica y Nicaragua 
constituyen casos especiales por sus claras tendencias descendente y ascen-
dente, respectivamente, representando menos de un quinto y cerca de la 
mitad de la población ocupada. 

En todos los países del Istmo, excepto Panamá, la incidencia de la po-
breza tiende a ser mayor entre los/as trabajadores/as por cuenta propia que 
laboran en la industria y la construcción, en las áreas urbanas; y entre las 
personas que trabajan por cuenta propia en la agricultura, silvicultura y 
pesca (proxi de campesinado), en las áreas rurales.

En lo que respecta al proceso de precarización de las relaciones salaria-
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les, las reformas laborales han sido limitadas. Al parecer no han incidido 
en la flexibilización de los mercados laborales; e incluso, en algunos casos 
han extendido y fortalecido los derechos laborales colectivos. Estos rasgos 
responden, por un lado, al hecho que los mercados laborales del Istmo Cen-
troamericano históricamente han sido flexibles; y por otro, a que los proce-
sos de democratización iniciados a raíz de la finalización de los conflictos 
bélicos tenían que tomar en cuenta los derechos de los/as trabajadores/as. 

En los países del Istmo donde el autoempleo ha agotado su capacidad 
de absorción del excedente laboral, la migración internacional se ha erigido 
en un mecanismo importante de ajuste del mercado de trabajo. Constitu-
yéndose en una de las principales modalidades de inserción de los países 
del Istmo en el proceso globalizador; inserción originada en la propia so-
ciedad y no resultado de políticas públicas. 

Con el nuevo modelo, la precarización de las relaciones salariales – al 
“desformalizar” el empleo – y la globalización del consumo, propiciada 
por la apertura de las economías, relativizan las funciones de abaratar los 
costos salariales y la producción de bienes y servicios para la población 
de bajos ingresos que en el pasado tuvo el excedente laboral (Pérez Sáinz, 
2005). Es decir, el excedente laboral no es tan funcional al proceso de 
acumulación como antaño. De ahí que la exclusión no sea ajena al nuevo 
modelo, y aún más, la exclusión alcanza su expresión más depurada en el 
hecho que contingentes del excedente laboral devienen innecesarios y, por 
tanto, prescindibles.

¿Cuáles es el perfil de las mujeres que se han insertado en el mercado la-
boral del Istmo Centroamericano, entre 1990 y 2008? En todos los países, 
las mujeres registran las mayores tasas de actividad económica en las áreas 
urbanas, en cambio los hombres lo hacen en las rurales. Lo que sugiere la 
existencia de diferentes oportunidades laborales según áreas de residencia, 
en función de las concepciones sociales sobre los trabajos que corresponde 
realizar a unos y otras. 

En cuatro de los seis países del Istmo, las tasas de actividad económica 
de las mujeres aumentan al pasar del grupo de edad 25-34 al grupo 35-49, 
edades que constituyen la cúspide de su etapa reproductiva. Lo que sugiere 
que actualmente las mujeres se mantienen en el mercado laboral aun des-
pués de establecer una relación conyugal y de tener hijos/as. Los hombres 
por su parte, han tendido a reducir su nivel de actividad económica en el 
grupo de edad 15-24, indicando que una mayor proporción de adolescen-
tes y jóvenes permanecen en el sistema educativo antes de insertarse en el 
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mercado laboral, salvo en Nicaragua. 
Las mujeres incrementan sus tasas de actividad económica a medida 

que aumentan sus años de estudio; mientras que el nivel de participación 
económica de los hombres parece tener un comportamiento independiente 
del nivel de instrucción. La información disponible alude a que los mayo-
res niveles de instrucción de las mujeres han contribuido a que se incor-
poren al mercado laboral, al incidir en sus menores tasas de fecundidad 
– que disminuyen la demanda de cuidado de la niñez – y probablemente 
también, a cambiar sus concepciones sobre los roles de género.

¿Ha cambiado la estructura del empleo de hombres y mujeres por sectores 
de actividad económica? Si bien el empleo femenino sigue concentrándose 
en los servicios, como históricamente lo ha hecho, los cambios acaecidos 
durante el período analizado muestran trayectorias diferentes, pero sobre 
todo novedosas, por país. En Costa Rica y El Salvador ha continuado el 
proceso de terciarización, mismo que se muestra tímido en el caso de Gua-
temala; en cambio en Honduras, Nicaragua y Panamá pareciera haberse 
iniciado una suerte de reprimarización del empleo femenino, que es espe-
cialmente curioso en el caso de este último país. 

En contraste, el empleo masculino ofrece una gama menos amplia 
de trayectorias: se concentra en la agricultura en Nicaragua, Honduras y 
Guatemala; y en los servicios en Costa Rica, Panamá y El Salvador. Sin 
embargo, en todos los países, excepto Nicaragua, se observa una propen-
sión a la terciarización, que es acompañada de cierto nivel de industriali-
zación, salvo en el caso de El Salvador. En Nicaragua el rumbo parece ser 
reprimarización con industrialización.

¿Cuáles han sido los principales cambios en la inserción laboral de hombres 
y mujeres, en el marco del modelo neoliberal de acumulación flexible? Los 
cambios en la inserción laboral de mujeres y hombres, registrados entre 
1990 y 2008, han tenido efectos variados: i) la reducción del empleo pú-
blico perjudicó a ambos sexos; ii) las/os profesionales y técnicas/os expul-
sadas del sector público parecen haberse reinsertado como asalariadas/os 
en el sector privado, proceso en el que se estima han tenido más éxito las 
mujeres que los hombres; iii) la disminución del peso relativo del empleo 
doméstico sin duda ha beneficiado a las mujeres urbanas, que ahora en-
cuentran opciones de inserción laboral en el trabajo por cuenta propia o 
como asalariadas en micros y pequeñas empresas; iv) el aumento de la 
importancia de los sectores de baja productividad en el empleo total, y 
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particularmente en la categoría de trabajadoras por cuenta propia y fami-
liares no remuneradas, ha sido mayor entre las mujeres urbanas que entre 
los hombres de la misma área de residencia, evidencia de la insuficiencia 
de puestos de trabajo generados en los otros sectores de productividad que 
les permitan lidiar a las mujeres con su doble o triple carga de trabajo; vi) 
el aumento de la proporción de mujeres rurales ocupadas en la agricul-
tura, como trabajadoras por cuenta propia y familiares no remuneradas, 
aumenta su vulnerabilidad dado el actual contexto de desagrarización y 
descampesinización; vii) en cambio, el traslado de los hombres rurales de 
la categoría de trabajadores por cuenta propia y familiares no remunerados 
a la de asalariados, representa una mejora relativa.

¿Qué cambios se han producido en la remuneración laboral de hombres 
y mujeres? La población urbana ocupada presenta diferentes niveles de 
ingreso – medido en múltiplos de las respectivas líneas de pobreza per 
cápita – según el país: Panamá y Costa Rica reportan los mayores ingre-
sos medios para mujeres y hombres; El Salvador se ubica en una posición 
intermedia; correspondiendo los menores ingresos a Nicaragua, Guate-
mala y Honduras. Entre 1990 y 2008, los ingresos medios de las mujeres 
urbanas ocupadas aumentaron en Costa Rica, El Salvador, Honduras y 
Panamá; y disminuyeron en Guatemala y Nicaragua. En Guatemala la 
reducción de ingresos afectó a todas las categorías de ocupación, aunque 
con mayor fuerza a las empleadoras y asalariadas del sector público. Un 
rasgo común a todos los países, fue el descenso del ingreso medio de las 
mujeres profesionales y técnicas. A pesar de estos cambios, la categoría de 
empleadoras ha sido sistemáticamente la que ha reportado el mayor ingre-
so medio en El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Panamá; en Costa Rica 
esta distinción ha correspondido a las asalariadas del sector público; y en 
Honduras no se identifica una tendencia clara. En cambio, las asalariadas 
en establecimientos de hasta 5 personas, las trabajadoras por cuenta propia 
y las empleadas domésticas son, en orden descendente, las categorías con 
menor ingreso medio.

La relación entre el salario medio de las mujeres y el salario medio de 
los hombres, expresada en porcentaje, muestra una clara tendencia a la 
reducción de la brecha salarial entre mujeres y hombres, en todos los países 
del Istmo. No obstante, entre las mujeres y los hombres con más años de 
estudio aprobados, aunque hay avances, parece que es más difícil lograr la 
igualdad de salarios. Al analizar la relación entre el ingreso laboral de las 
mujeres respecto del ingreso laboral de los hombres se constata la misma 
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tendencia mostrada por los salarios. Sin embargo, la menor relación de 
los ingresos laborales, en comparación con la de los salarios, sugiere que 
en las categorías de empleadores/as y trabajadores/as por cuenta propia las 
diferencias de ingreso son mayores. Lo que sin duda es manifestación de 
las desigualdades de género en el acceso y propiedad de activos, incluido el 
tiempo que se puede dedicar efectivamente a las actividades de generación 
de ingresos; así como de la dificultad de incidir directamente en los ingre-
sos de estas categorías ocupacionales a través de políticas públicas, como sí 
se ha hecho en el caso de los/as asalariados/as.

En sintonía con el objetivo de las reformas laborales de reducir los cos-
tos extrasalariales, en Costa Rica, Guatemala, Nicaragua y Panamá se re-
dujo la proporción de la población ocupada y asalariada que aporta a sis-
temas de seguridad social. En todos ellos la contracción ha sido mayor en 
los sectores de baja productividad. Curiosamente, El Salvador – que es el 
único país que reportó aumento de la población que aporta a la seguridad 
social – también tuvo las mayores alzas en dichos sectores. La disminución 
del peso relativo de la población ocupada que aporta a la seguridad social 
afectó con más fuerza a las mujeres que a los hombres. Y como era de es-
perar, la proporción de cotizantes a sistemas de seguridad social es mayor 
entre la población asalariada que entre la ocupada. 

La crisis financiera mundial y sus efectos en el Istmo
En septiembre de 2008 se desató la peor crisis financiera mundial, ori-
ginada en la principal economía del mundo, concretamente en la banca 
de inversión, su segmento más dinámico, generando la recesión más pro-
funda y de mayor cobertura desde la Gran Depresión de los ´30, con una 
caída sincronizada de la producción y el comercio internacional. La crisis 
mundial se ha transmitido desde su epicentro hacia los países del Istmo a 
través de cinco canales: contracción de la demanda externa, restricción del 
financiamiento externo, reducción de la IED, debilitamiento del flujo de 
remesas y disminución del turismo. 

Todo lo anterior repercutió en el desempeño económico y en el mer-
cado laboral de los países del Istmo. Sin embargo, los últimos mostraron 
diferentes pautas de ajuste: en Costa Rica se centró en una caída del nivel 
de ocupación, mientras que en Honduras, Nicaragua y Panamá se enfocó 
en una reducción de la productividad laboral media, a causa de un aumen-
to del empleo de baja productividad.

La inserción de los/as desempleados/as en el sector informal, como par-
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te de las estrategias familiares de generación de ingresos, podría tener efec-
tos importantes en el aumento de la carga de trabajo no remunerado de 
los/as miembros del hogar, particularmente de las mujeres y los/as niños/
as (CEPAL, 2008b).

El análisis por sectores de actividad muestra respuestas diferenciadas 
al deterioro de las condiciones económicas. El sector agropecuario bajó su 
participación en el empleo total en Costa Rica; en cambio, en Honduras la 
aumentó. La industria manufacturera y la construcción sufrieron una caída 
del nivel de empleo, debido a la reducción de la demanda externa y del en-
friamiento de la demanda interna, respectivamente. Las principales activi-
dades del sector terciario experimentaron un crecimiento moderado debido 
al aumento del empleo público y a la expansión del sector informal.

En contraste con lo esperado, el nivel de empleo de los hombres se ha 
visto más afectado que el de las mujeres, excepto en Honduras, debido al 
impacto sectorial de la crisis en el mercado laboral, que ha golpeado más 
las ramas de actividad en las que ellos tienden a concentrarse. No obstante, 
continúan existiendo importantes brechas de género en los indicadores de 
participación, ocupación y desempleo, que reflejan las desventajas de la 
inserción laboral de las mujeres. 

Conclusiones y recomendaciones
El incremento de la actividad económica de las mujeres del Istmo no se 
puede explicar por el desarrollo de las fuerzas productivas asociado al 
proceso de industrialización y sus fases; tampoco por el proceso de mo-
dernización económica y social, en el marco del cual se esperaba que se 
simplificaran las tareas domésticas y se extendieran los beneficios sociales 
del Estado, entre otros. Para entender la incorporación de las mujeres al 
mercado laboral en un contexto de precarización del empleo y los salarios, 
es indispensable incorporar la perspectiva de género. En efecto, el deterioro 
de las remuneraciones de los hombres, generado primero por la crisis de la 
deuda y luego por las políticas de estabilización y ajuste estructural, ha pre-
sionado a las mujeres a incorporarse al mercado laboral para complementar 
los ingresos de sus hogares, cumpliendo así con la función de cuidadoras 
del bienestar de sus miembros, asignada por la división sexual del trabajo. 
Sin duda, la menor demanda de tiempo de cuidado de la niñez – ante el 
descenso de la fecundidad – y los mayores niveles de educación de hombres 
y mujeres han facilitado tal incorporación.

Si bien el nuevo régimen de acumulación de capitalismo flexible des-
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cansa en un modo de producción y de trabajo flexible, pero sobre todo 
precario, en los países del Istmo la flexibilización laboral no ha sido una 
prioridad, pues no había muchas rigideces que remover. Es por ello que 
ante la necesidad de reducir sus costos de producción, y de paso socavar los 
logros de los sindicatos en los países desarrollados, las empresas transna-
cionales han trasladado parte de su producción industrial a los países del 
Istmo. Esto ha ido acompañado de una marcada preferencia por la fuerza 
de trabajo femenina, más dispuesta a aceptar las “nuevas condiciones de 
contratación” y los menores niveles de ingreso. 

De hecho, la creciente actividad económica de las mujeres no ha altera-
do de forma permanente la segregación ocupacional por razones de género. 
A pesar de que en promedio tienen un nivel educativo mayor que el de 
los hombres, continúan insertándose, en mayor proporción que ellos, en 
sectores de baja productividad y en ocupaciones que no requieren mayor 
calificación laboral: empleo doméstico, comercio, restaurantes y hoteles.

En aparente contradicción con lo anterior, la brecha relativa entre el 
salario promedio de hombres y mujeres muestra una clara tendencia a la 
reducción en todos los países del Istmo. En el caso de la población con 
13 años o más de estudio, aunque hay avances, pareciera que es más di-
fícil lograr la igualdad. El ingreso laboral presenta un comportamiento 
similar, aunque con una brecha mayor. Sugiriendo que en las categorías 
de empleadores/as y trabajadores/as por cuenta propia las diferencias de 
ingreso entre hombres y mujeres son mayores, seguramente debido a las 
desigualdades de acceso a recursos productivos y al menor tiempo que 
dedican las mujeres a la generación de ingresos, ante la responsabilidad 
del trabajo doméstico y de cuidado no remunerado. Lamentablemente, las 
menores brechas de salarios o de ingresos laborales entre hombres y muje-
res que ostentan los países del Istmo, e incluso su reversión, no implican 
necesariamente una mejora en la situación de ellas. Sino que su salario o 
su ingreso laboral se deterioraron menos que los de los hombres, excepto 
en el caso de Honduras. 

En sintonía con el objetivo de reducir los costos extrasalariales de las 
reformas laborales, se ha reducido la proporción de la población ocupada 
y asalariada que aporta a sistemas de seguridad social; disminución que 
afectó con más fuerza a las mujeres que a los hombres. Todo ello, en un 
contexto de aumento de la proporción de la población de 15 a 64 años, 
y en menor medida de la de 65 años y más. Con menos aportantes a los 
sistemas de seguridad social, en el futuro cercano ¿quiénes cuidarán a los/
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as adultos/as mayores? ¿Quiénes financiarán ese cuido?
Todo lo anterior lleva a plantearse la necesidad de que las sociedades 

del Istmo consensúen un “nuevo contrato social y de género”, acorde con 
las transformaciones experimentadas en los distintos ámbitos, que tenga 
como centro el bienestar de las personas, redefina la relación laboral y 
“reconcilie” la vida familiar y laboral. El éxito de esta empresa demanda 
se construyan las condiciones necesarias y se defina una estrategia que 
comprenda diferentes ámbitos de intervención, horizontes temporales y la 
confluencia de diversos actores sociales. Teniendo esto como referente, se 
proponen las líneas de acción que se enumeran a continuación.

- Generación de conocimiento y fortalecimiento de las capa-
cidades de análisis de las políticas económicas desde la pers-
pectiva de género.
- Estandarización de la información estadística oficial e in-
corporación de la perspectiva de género.
- Fortalecimiento de la capacidad de propuesta e incidencia 
en políticas económicas de las organizaciones de mujeres. 
- Disminuir la carga total de trabajo de las mujeres de los 
sectores populares

- Ampliación de servicios básicos, particularmente 
agua potable
- Ampliar la cobertura y los horarios de la educación 
preescolar y básica
- Mejorar la calidad de los servicios de cuidado de la 
niñez, proveídos por el Estado
- Promover la provisión de servicios de cuidado de la ni-
ñez, como parte de la responsabilidad social empresarial.

- Incorporación de la perspectiva de género en el sistema 
educativo.
- Promover el cumplimiento de la legislación laboral.
- Ampliar la cobertura de la legislación laboral y la seguridad 
social al trabajo no asalariado.
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Políticas económicas en América Latina y el 
Caribe en perspectiva feminista: política fiscal 

| Lucía Pérez Fragoso

América Latina y el Caribe no son un todo homogéneo, sino que cada 
uno de los países que componen la región cuenta con sus propias caracte-
rísticas económicas, su historia y su realidad. Entre ellos comparten, sin 
embargo, ciertas características. Una característica común es la desigual 
distribución del ingreso, y ésta se presenta en diferentes dimensiones y 
magnitudes en cada uno de los países. 

El objetivo de este documento es ofrecer un acercamiento al análisis 
de las políticas fiscales de América Latina y el Caribe desde la perspectiva 
de la economía feminista. La problemática común de desigual distribu-
ción del ingreso en los países exige un análisis específico desde la econo-
mía feminista. 

El presente documento está dividido en cuatro secciones: la primera es 
una introducción breve; se definen los conceptos básicos de la política fiscal, 
así como lo que, para la autora, significa el análisis desde la perspectiva femi-
nista. La segunda sección muestra de dónde se obtienen o pueden obtener 
los ingresos públicos y también expone los cuestionamientos fundamentales 
de la economía feminista a las políticas de ingresos públicos. En la tercera 
sección se plasma lo que comprenden las políticas de gasto público, así como 
el análisis feminista de las mismas. El documento concluye con una sección 
donde se señalan los retos que para el análisis de la política fiscal desde la 
perspectiva feminista se presentan en América Latina y el Caribe.

1. Introducción
En términos generales podemos decir que las políticas fiscales expresan la 
estrategia de desarrollo de los gobiernos, sus prioridades y la orientación de 
sus políticas económicas y sociales.

Por políticas económicas podemos entender, en términos generales, 
las intervenciones que un gobierno hace en la economía para redirigir o 
redireccionar el rumbo que ésta sigue. Las intervenciones se realizan en 
función de las prioridades gubernamentales.
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La política fiscal comprende dos aspectos: por una parte, expresa cómo 
el Estado obtiene recursos para realizar sus labores de conducción de la 
economía, es decir, la recaudación de ingresos, y por otra, cómo y qué 
actividades públicas financia, es decir, la distribución de recursos públicos; 
la expresión más concreta de ambas es el presupuesto.

En pocas palabras, en la política fiscal se materializan las prioridades 
económicas de los gobiernos, pues señala quiénes y con cuánto van a con-
tribuir al sostenimiento de la economía y a quiénes va a otorgar el gobierno 
bienes y/o servicios. 

Las principales funciones de la política fiscal son: satisfacción de necesi-
dades sociales, estabilización de la economía y redistribución del ingreso53. 
A lo anterior, en la era de la globalización se ha añadido la asignación efi-
ciente de recursos, en la que caben la promoción de la competitividad y la 
atracción de la inversión extranjera directa, entre otras.

Como función de la política fiscal, la satisfacción de necesidades socia-
les de la población de un país determinado se refiere a la distribución de 
recursos públicos para educación pública, salud, infraestructura, comuni-
cación, seguridad y un largo etcétera; es decir, todo lo que se requiere en 
materia de servicios públicos para que una nación funcione.

La función de estabilizador de la economía de la política fiscal se evi-
denció, una vez más, cuando gran parte de los gobiernos del mundo de-
cidieron aumentar el gasto público para contrarrestar la crisis económico-
financiera desatada en Estados Unidos en octubre de 2008.54

La redistribución del ingreso debería de ser la función primordial de la 
política fiscal en los países de América Latina. Dicha función consiste en 
trasladar recursos de una región y/o de un sector de la economía con mejor 
dotación de recursos hacia otras regiones o sectores de la economía que 
no disponen de cantidades suficientes. Fundamentalmente, la distribución 
del ingreso entre las personas significa obtener más recursos de las empre-
sas y/o personas que cuentan con mayores ingresos para su redistribución 
entre los grupos de población de menores ingresos.

En el contexto actual de apertura económica en que se encuentran los 
países de América Latina, la asignación eficiente de los recursos resulta una 
función crítica, pues implica que los países tienen que alinear sus políticas 
fiscales. Ya que si, por ejemplo, un país decide subir sus impuestos o elevar 

53 Política Fiscal. “Diccionario de Economía”. Arthur Seldon y F.G. Pennance. Oikos-Tau 
S.A. Ediciones. 1986.
54 OECD “Economic Outlook”. Interim Report. March 2009
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las contribuciones a seguridad social que pagan las empresas, es posible 
que la inversión extranjera directa decida emigrar a donde no tenga que 
aportar estas contribuciones, con lo que el primer país en donde estaba 
perdería parte de su potencial de generación de empleos.

Como se puede deducir, la erradicación de las desigualdades econó-
micas, políticas y sociales entre mujeres y hombres no forma parte de las 
funciones de las políticas fiscales, por lo que se hace prioritario que se 
reflexione sobre la temática.

La economía feminista55 cuenta con herramientas específicas para el 
análisis de la política fiscal y con propuestas que integran opciones de po-
líticas encaminadas a la búsqueda de la igualdad sustantiva entre mujeres 
y hombres. 

En términos sencillos, realizar un análisis desde la perspectiva feminis-
ta implica cuestionar las políticas desde tres ángulos: i) el impacto diferen-
ciado de las políticas; ii) la desigual distribución del poder, y iii) el trabajo 
doméstico y del cuidado no remunerado.56

Para el análisis de las políticas desde la perspectiva feminista, lo pri-
mero es responder a la pregunta: ¿la política existente genera impactos 
diferenciados en los diversos grupos de población? Significa cuestionar la 
neutralidad de género para saber cómo la política que estamos estudiando 
afecta a cada grupo de población y en qué magnitud, y cómo dicha afecta-
ción se diferencia entre los grupos poblacionales. Por ejemplo: los impues-
tos al consumo de ciertos bienes (impuestos al valor agregado) afectan más 
a quienes consumen más esos productos; en términos generales, en países 
donde se encuentra gravada la canasta básica alimenticia, quienes se ven 
más afectadas por el impuesto mencionado son las mujeres, que compran 
más los productos de la canasta básica alimenticia.

El segundo ángulo desde donde reflexiona el análisis feminista es el 
ámbito de las relaciones de poder desiguales entre mujeres y hombres que 
existen en la economía, donde la desigualdad se manifiesta en menor po-
der para las mujeres. Lo anterior implica cuestionar si la política estudiada 
está reproduciendo las relaciones desiguales de poder entre mujeres y hom-
bres o si está promoviendo que cambie dicha situación. 

El tercer ángulo desde el cual se requiere cuestionar la política estudiada 

55 En este artículo se considera al género como la categoría analítica que se promueve desde 
la economía feminista.
56 Sen, Gita. “Integración del género en los ministerios de finanzas”. En Todaro, Rosalba y 
Rodríguez, Regina, editoras. “El género en la economía”. Ediciones de las Mujeres No. 32. Isis 
Internacional. 2001. Santiago.  
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es el de la contribución de las mujeres a la economía con trabajo doméstico 
y del cuidado no remunerado; es fundamental indagar si las políticas están 
promoviendo la reproducción de los roles femenino y masculino estableci-
dos o si están ayudando a terminar con ellos. Por ejemplo: las asignaciones 
monetarias por hija/hijo para disminuir la pobreza infantil (transferencias 
condicionadas), que en muchos países se entregan a las mujeres madres 
y que se condicionan a que ellas sean quienes lleven a sus hijas/hijos a la 
escuela, a la revisión médica, o a que den complementos alimenticios a sus 
dependientes, ejercen presión sobre las mujeres para que cumplan con el 
“rol femenino tradicional”.

2. Los ingresos públicos
Para poder vivir en sociedad, así como para que los países se organicen y se 
desarrollen, se requiere que sus integrantes aporten parte de sus recursos, 
y de hecho, gran parte de la población de cada país paga, de una u otra 
forma, impuestos y/o contribuciones. 

Se necesitan recursos para: educación pública, salud, infraestructura, 
comunicación, seguridad, vialidad, limpieza, protección del medio am-
biente, justicia, protección de los derechos individuales; en términos gene-
rales, se necesitan para proveer bienes públicos para el beneficio colectivo 
e, incluso, para impulsar la igualdad entre mujeres y hombres.

En lo general, se puede señalar que la principal fuente de ingresos pú-
blicos en la mayoría de los países del mundo son los impuestos, que pueden 
ser directos o indirectos. Otras fuentes importantes son los derechos y los 
aprovechamientos, y en algunos países las aportaciones a la seguridad so-
cial se consideran también tributos.

Los derechos son las contraprestaciones que recibe el gobierno por pro-
veer un servicio público, por ejemplo: el cobro de los servicios de agua. 
Los aprovechamientos son recursos que se obtienen por el pago de multas, 
infracciones, recargos, etc. 

Existen dos tipos de impuestos según el objeto gravable: el primero 
comprende los impuestos que gravan directamente el ingreso, la riqueza 
o los bienes propiedad de las personas y de las empresas; el segundo tipo 
comprende los impuestos que se aplican al consumo de un producto o de 
un servicio.

Los impuestos directos son los impuestos sobre la renta y las utilidades 
de las empresas, impuestos sobre salarios e impuestos sobre propiedades.

Los impuestos indirectos comprenden, principalmente, los impuestos 
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al valor agregado y los impuestos al consumo de bienes y/o servicios.
El principal objetivo de contar con impuestos es la recaudación de in-

gresos destinados a la provisión de bienes y servicios públicos; la economía 
feminista, especialmente en América Latina y el Caribe, aboga por una 
mayor capacidad recaudatoria de los impuestos, especialmente los directos, 
ya que si los gobiernos cuentan con mayores ingresos tributarios, pueden 
gastarlos en programas sociales que tengan impactos positivos en los re-
sultados de igualdad de género y también estimulen el crecimiento y desa-
rrollo económico. Diane Elson57 ha demostrado que los países que no son 
capaces de recaudar suficientes ingresos son más propensos a contar con 
deficientes servicios públicos, incrementando así la carga del trabajo de 
cuidado y de provisión social no remunerado de las mujeres.

Los impuestos directos, y en específico el impuesto sobre la renta, tie-
nen, en la mayor parte de los países, características especiales que obedecen 
a distintas situaciones, por ejemplo: si existe, o no, algún tipo de ingreso 
que está exento; si se cuenta con pagos diferenciados para diferentes tipos 
de ingresos; si existe la posibilidad de deducir; qué se puede deducir; a 
partir de qué nivel de ingreso se paga dicho impuesto; cuáles son las tasas 
diferenciadas para los diferentes niveles de ingreso. Las anteriores variables 
determinan la progresividad de estos impuestos y pueden también llevar 
implícitos los sesgos de género.

Por lo regular, en los países desarrollados existe una mayor capacidad 
recaudatoria y hay una mayor participación de impuestos directos en el 
total de su recaudación; “conforme los países se desarrollan más, tienden a 
generar más ingresos como parte del PIB”,58 mientras que los países en vías 
de desarrollo tienen una mayor dependencia de los impuestos indirectos.

Se requiere conocer quiénes pagan los impuestos en los países donde 
existen niveles altos de pobreza y grandes desigualdades de género; la pre-
gunta se hace aún más imperativa, para no profundizar la pobreza y las 
desigualdades de género con el cobro de impuestos, así como para que 
el Estado pueda ofrecer más y mejores servicios públicos a los grupos de 
población con mayores necesidades. Para conocer quiénes pagan una pro-
porción mayor de sus ingresos y/o de sus gastos en impuestos, se realizan 
los estudios de incidencia.

57 Elson, Diane. “Monitoreo de presupuestos públicos desde la perspectiva de CEDAW”. 
UNIFEM. Nueva York. 2006.
58 Grown, Caren e Imraan Valodia (ed.). “Taxation and Gender Equity. A comparative analy-
sis of direct and indirect taxes in developing and developed countries”. IDRC: Routledge. 
London. 2010.
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En términos generales, se puede decir que los impuestos indirectos son 
regresivos, esto es, que quienes cuentan con menores ingresos pagan una 
mayor proporción de su ingreso en impuestos. En países donde se grava 
con impuestos indirectos toda la gama de productos de consumo básico, 
especialmente alimentos y medicinas, se encuentra que quienes pagan una 
proporción mayor de su ingreso en impuestos son los grupos de población 
con menores niveles de ingreso.

Los análisis de género de los sistemas impositivos en Latinoamérica 
son pioneros; existen análisis de las legislaciones de impuestos directos y 
estudios de incidencia de los impuestos indirectos (IVA e impuestos espe-
ciales) en estudios realizados para Argentina y para México59; también se 
cuenta con análisis de género de sistemas impositivos para Chile, Ecuador 
y Guatemala60. 

Cuando se habla de contribuciones a la economía, como sería lo corres-
pondiente a todas las políticas de ingresos, es importante recordar la gran 
contribución que realizan las mujeres con el trabajo doméstico y del cuidado 
no remunerado, lo que se puede considerar un subsidio al buen funciona-
miento de la economía, que no se manifiesta abiertamente, pero que allí está, 
y las estadísticas de uso del tiempo ayudan a visibilizar, para su valoración.

Antes de concluir la sección de ingresos públicos es importante señalar 
que otra forma de obtener ingresos con que cuentan los gobiernos es el 
endeudamiento interno y/o externo. Las políticas de deuda también son 
parte de las políticas fiscales.

3. Las políticas de gasto público
Aunque sea igual de importante en la política fiscal la obtención de los 
ingresos que el gasto público, éste último abierta y notoriamente define las 
prioridades de los países y las estrategias a seguir en cada modelo de desa-
rrollo, por lo que es más común encontrar discusiones y argumentaciones 
sobre esta parte de la política fiscal.

Las políticas de gasto público comprenden todas las erogaciones que 
realizan los gobiernos y se pueden considerar “declaraciones de valor”, en 
el sentido de que aquello a lo que se le asigna recursos es lo que se está va-
lorando, lo que se está atendiendo directamente.

Los avances en América Latina en materia de análisis de género de las 

59 Ibíd.
60 Pazos Morán, María (dir.) y Rodríguez, Maribel (coord.). “Fiscalidad y equidad de género”. 
Fundación Carolina. CeALCI. Documento de Trabajo no. 43. Madrid. 2010.
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políticas de gasto público han sido muchos, muy diversos y se han produci-
do a través de la herramienta de presupuestos con perspectiva de género. 

El concepto de presupuestos de género es muy amplio y, de acuerdo con 
los objetivos propuestos en cada iniciativa, los resultados que se obtengan 
serán diferentes.61 En la región hay numerosas iniciativas de presupuestos 
con perspectiva de género; se puede decir que la mayoría de los países del 
subcontinente cuentan con alguna iniciativa en este sentido, y de hecho 
existe una enorme riqueza en la región en la variedad de iniciativas de 
presupuestos de género. 

Se cuenta con iniciativas en los diferentes niveles de gobierno: nacional, 
regional o estatal, local y también en los niveles sectorial e institucional. 
Otra clasificación de las iniciativas se basa en quién las promueve: unas 
provienen de los parlamentos, otras del sector ejecutivo y muchas de la 
sociedad civil. También cuentan con distintas clasificaciones que corres-
ponden a la etapa del proceso presupuestal: planeación, auditoría, además 
de otras variedades.

Incluso existen propuestas de presupuestos de género participativos, 
cuyo principal objetivo es la generación de conciencia ciudadana.

El análisis de los presupuestos públicos desde la mirada de género ha 
logrado visibilizar muchas problemáticas, y permitido señalar que gran 
parte de las políticas públicas no son género-neutrales, ya que impactan 
diferenciadamente a los diferentes grupos de población. 

Así mismo, se han realizado propuestas de políticas públicas encamina-
das a la erradicación de las desigualdades económicas, sociales y culturales 
entre mujeres y hombres.

También se dispone de metodologías para la elaboración62 de presu-
puestos de género que fortalecen los procesos de planeación, programación 
y presupuestación, al realizarlos integrando la perspectiva de género. 

En términos amplios, podemos decir que los procesos de integración de 
la perspectiva de género en políticas, programas y presupuestos son proce-
sos políticos, de largo plazo y que aún están en construcción.

Los presupuestos con perspectiva de género han sido, en la región, fun-
damentalmente una herramienta para asegurar y promover la asignación 
de recursos a la atención de las problemáticas de las mujeres y en algunos 

61 En http://www.gender-budgets.org
62 Por ejemplo: Pérez Fragoso, Lucía Clarisa, Rosalío Luis Rangel Granados y María de la Con-
cepción Vallarta Vázquez. “Nueva guía para elaborar presupuestos municipales con enfoque 
de equidad de género”. Equidad de Género, Ciudadanía, Trabajo y Familia A.C. Instituto Nacio-
nal de Desarrollo Social (Indesol). Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL). México. 2005.
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casos a la agenda feminista. Las iniciativas de presupuestos de género en 
América Latina han sido muy útiles para obtener recursos para las mujeres 
y la equidad de género; también han sido útiles para la sensibilización del 
funcionariado público y para visibilizar los impactos diferenciados de las 
políticas públicas. 

Sin embargo, a pesar de los avances y los logros de las iniciativas de 
presupuestos de género, no se ha conseguido que los recursos destinados 
sean más que 1% de los presupuestos totales; es decir, que si bien han 
sido de gran utilidad, no han logrado que una parte significativa del gas-
to público se dedique a la erradicación de las desigualdades entre mujeres 
y hombres en la región.

Una propuesta específica de Política de Gasto Público desde la Econo-
mía Feminista consistiría, por ejemplo, en que se estableciera un sistema 
de cuidado por el cual el Estado asumiera su responsabilidad en el cuidado 
de las personas (infantes, niñas, niños, jóvenes, adultas y adultos, personas 
enfermas, adultas y adultos mayores, así como personas con discapacida-
des) y promoviera que las empresas asumieran la suya. 

Otra propuesta de política de gasto público, dirigida a la erradicación 
de las desigualdades de género y de ingreso, consistiría en la asignación de 
la cantidad de recursos públicos necesarios para la promoción y generación 
de empleos formales para mujeres y para hombres.

Las políticas de gasto aquí mencionadas deberían conjuntarse con polí-
ticas de educación, salud, vivienda, etcétera..., lo que implicaría una política 
de gasto público propuesta desde la economía feminista y, aún más, un mo-
delo de desarrollo cuyo centro fuese el cuidado y el bienestar de las personas 
y no sólo el crecimiento de la producción de bienes y servicios en general.

En los últimos 10 años, gran parte de los países latinoamericanos han 
incrementado su gasto social (dedicado a salud, educación y desarrollo 
social, fundamentalmente)63, pero los resultados no han sido suficientes, 
por lo que es preciso redoblar esfuerzos. Se requiere que incrementen los 
recursos públicos destinados a la erradicación de las desigualdades de gé-
nero e ingreso en la región.

4. Retos de la política fiscal en América Latina
En términos generales, los modelos de desarrollo seguidos en Améri-
ca Latina y el Caribe han generado grandes desigualdades y en algunos 

63 CEPAL. “La hora de la igualdad. Brechas por cerrar, caminos por abrir. 2010”. Trigésimo 
tercer período de sesiones de la CEPAL. Brasilia, 30 de mayo al 1 de junio de 2010.
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casos, polarización en la distribución del ingreso; así, conviven sectores 
muy privilegiados que gozan de los beneficios del crecimiento económico 
y amplios sectores de población con niveles muy altos de marginación, 
exclusión y pobreza.

El reto principal para América Latina es erradicar las desigualdades 
en la distribución del ingreso. La crisis económico-financiera del mundo 
desarrollado que se desencadenó en el año 2008 dejó muy claro que el mer-
cado, por sí solo, no es capaz de llevar a las economías a buen fin; es preciso 
contar con la intervención del Estado para que direccione la economía y 
que ésta genere mejores niveles de vida para toda la población.

La necesidad de reflexionar acerca de las políticas fiscales desde la 
economía feminista obedece a la necesidad de que las políticas se dicten 
tendiendo presente lo que sucede en la vida cotidiana de las personas, lo 
que sucede a mujeres y a hombres en la sociedad, y no sólo en lo que las 
leyes señalan. 

Las grandes desigualdades económicas, políticas, sociales y culturales 
entre mujeres y hombres que existen en América Latina y el Caribe exigen 
que las políticas diseñadas para erradicar las desigualdades del ingreso se 
dicten buscando eliminar al mismo tiempo las desigualdades entre mu-
jeres y hombres.

Los retos en materia de política fiscal para la región son muchos y es 
muy difícil generalizar, pero gran parte de los países tienen en la escasa 
recaudación uno de sus principales problemas fiscales; en muchos casos 
también existe poca credibilidad en los gobiernos, y las personas y empre-
sas tratan continuamente de evadir los impuestos.

La transparencia es un prerrequisito para la exigencia de rendición de 
cuentas de las políticas, los programas y los presupuestos públicos. La ciu-
dadanía se debe asegurar que los recursos están llegando a la población 
objetivo y a cada uno de los destinos señalados. Cuando no existen meca-
nismos adecuados de distribución del gasto público es muy difícil que la 
ciudadanía se encuentre dispuesta a pagar sus impuestos y a contribuir así 
con sus propios recursos al bienestar colectivo.

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) 
propone la creación de un Pacto Fiscal entre Estado-sociedad,64 con la fi-
nalidad de que se recauden ingresos suficientes para erradicar las desigual-
dades en la distribución del ingreso.

Cuando se busca la eliminación de todas las formas de discriminación 

64 Ibíd.
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contra las mujeres, se requiere que todas las políticas contribuyan a cerrar 
las brechas de desigualdad entre mujeres y hombres, y no sólo las políticas 
que atienden directamente a la población femenina sino todas las políticas. 
Se necesita hacer oficial y explícito el compromiso con la erradicación de 
las desigualdades, siendo este último un proceso de largo plazo.

En suma, para eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres y la 
desigual distribución del ingreso en América Latina y el Caribe, es impres-
cindible que el modelo económico de cada país priorice estos objetivos y 
los convierta en el motor de su crecimiento y desarrollo económico.
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Los presupuestos sensibles al género como 
herramienta para la justicia de reconocimiento 
y redistribución: análisis de la experiencia 
venezolana. 65

| Masaya Llavaneras Blanco

1. Introducción
El combate a la pobreza se ha incorporado dentro de las agendas de Estado 
a nivel nacional e internacional, movilizando recursos y voluntades apun-
taladas hacia su erradicación. Al mismo tiempo, la equidad de género ha 
logrado, mediante disputas y combates, ganar un espacio en las agendas 
nacionales e internacionales. El vínculo género-pobreza, a su vez mani-
fiesta la interconexión entre lo que la académica norteamericana Nancy 
Fraser denomina justicia de reconocimiento (en el terreno de lo cultural) 
y justicia de redistribución (en el terreno de lo económico), las cuales se 
entrecruzan dentro del llamado fenómeno de feminización de la pobreza.66 
A su vez, los presupuestos sensibles al género, definidos tanto en relación al 
análisis como a la elaboración de presupuestos públicos desde un enfoque 
de género, se han posicionado como una estrategia potencial para abordar 
ambas formas de injusticia desde el quehacer del Estado.

El presente trabajo tiene por objetivo explorar críticamente las poten-
cialidades de la incorporación de la perspectiva de género en el sistema de 
planificación y presupuesto público como posible herramienta para la eli-
minación de las injusticias de distribución y reconocimiento tal y como las 
define Nancy Fraser (1997), enfocándose en el proceso de implementación 
de presupuestos sensibles al género (PSG) en la República Bolivariana de 
Venezuela. Esta exploración se sustentará en la consideración del género 
como categoría de análisis transversal a todas las relaciones sociales, eco-
nómicas y políticas, centradas en el acceso, ejercicio y control del poder en 
sus diferentes manifestaciones, así como en una conceptualización de la 

65 El presente trabajo es un resumen de una versión más extensa presentada en la XIX Confe-
rencia de la Asociación Internacional para la Economía Feminista en Buenos Aires, Argentina, 
en Julio de 2010. Muchas gracias a los comentarios de Raquel Coello, Mertxe Larranaga, Yo-
landa Jubeto, Gioconda Espina y Antulio Rosales.
66 Éste es definido por Sylvia Chant como la predominancia de hogares encabezados por mu-
jeres entre aquellos que se encuentran en situación de pobreza calculada en base a ingresos, 
considerados los más pobres entre los pobres (2001, p. 6).
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pobreza como proceso complejo y multidimensional. Igualmente, se de-
sarrollarán conceptos relacionados con la planificación y el presupuesto 
público como procesos técnico-políticos de alcance transversal a la tota-
lidad del Estado y como espacios necesarios para garantizar el ejercicio 
de derechos. Por otro lado, se explorará la experiencia venezolana de im-
plementación de PSG a nivel nacional y se analizarán los alcances de los 
PSG como herramienta de transformación a la luz de la experiencia y la 
discusión metodológica y teórica.

2. Desigualdad de género como injusticia bivalente 
El género es una categoría de análisis que observa la significación social 
y cultural que se otorga a las diferencias sexuales y resulta en relaciones 
de poder y subordinación. Cuando se habla de “perspectiva de género” 
se trata de incorporar las desigualdades fundamentadas en la diferencia 
sexual entre los marcos de análisis sobre un fenómeno o situación dada. 
Joan Scott (1996) se refiere al género para analizar la forma en la que se 
construyen las relaciones sociales entre los sexos, ampliando la discusión 
sobre la subordinación de las mujeres y la desigualdad al incorporar a los 
varones como actores dentro de un sistema de relaciones de poder inter-
dependientes. 

De acuerdo con Fraser (1997), el género es un factor estructurante para 
la economía que determina formas específicas de explotación de acuerdo 
al sexo. Estas formas de explotación género-específicas requieren la ejecu-
ción de medidas que afectan la distribución de recursos, bienes y servicios, 
también llamadas medidas redistributivas. Por su parte, las relaciones de 
género desencadenan formas de subordinación e interactúan con otras for-
mas de discriminación erigidas sobre las relaciones de clase y raza o etnia, 
las cuales naturalizan las desigualdades sociales; de igual forma sirven de 
sostén y reproductor de las mismas (Bustamante Olivera s.f.). 

Más allá de afectar el lugar de sujetas y sujetos dentro de los procesos de 
producción, el género afecta la totalidad de los espacios sociales que estos 
ocupan. El género se presenta con una impronta simbólica ineludible en la 
cotidianidad de las mujeres dentro de la que se imponen el androcentris-
mo y el sexismo, o la instalación del privilegio para aquello considerado 
masculino, y la devaluación propia de la condición femenina y todo lo que 
sea asociado a ella. Las implicaciones de esta devaluación cultural son evi-
dentes en la mayoría de las normas sociales y se manifiestan con claridad 
en el lenguaje, la publicidad sexista y la violencia contra las mujeres. Esta 
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problemática es denominada por Fraser como injusticia de reconocimiento 
cuyo terreno de combate es la cultura, y cuyo mecanismo de reparación 
sería la revaluación de aquello considerado femenino y la ruptura con las 
normas androcéntricas.

La interacción entre los sistemas económicos y culturales concibe expe-
riencias sociales que perpetúan dinámicas de desigualdad. Por ejemplo, las 
experiencias históricas de las mujeres han sido determinadas, en la mayoría 
de los casos, por el rol de reproductoras. Lourdes Benería (1984) establece 
tres formas de reproducción atribuidas a las mujeres en base a dinámicas 
de género: la reproducción biológica, relacionada con el proceso de con-
cepción, gestación y embarazo; la reproducción de la fuerza de trabajo, que 
comprende la crianza y la formación de futura mano de obra; y finalmente 
la reproducción social, vinculada con el mantenimiento de los sistemas y 
estructuras normativas mediante la educación y formación dentro de las 
familias y otras instituciones. Estos roles reproductivos (no siempre vin-
culados a la maternidad), de importante contenido simbólico y cultural, 
son factores que determinan las oportunidades, capacidades y condiciones 
en que las mujeres participan en actividades remuneradas de los sectores 
productivos y/o de mercado. 

En este contexto, la subordinación de las mujeres requiere ser obser-
vada como una condición bivalente en la cual los factores culturales y 
económicos, profundamente imbricados, perpetúan una condición de in-
justicia. La interrelación entre estos ámbitos se observa en degradación de 
lo que es considerado “femenino” en la cultura (el cuido y la crianza) y su 
manifestación en el ámbito económico, donde el trabajo de las mujeres, 
o trabajo “femenino” (aún cuando no siempre sea realizado por mujeres) 
es considerado improductivo o poco productivo y mal remunerado. Esta 
desvalorización en el ámbito económico perpetúa la subordinación en lo 
cultural, reproduciendo el ciclo de injusticia de género. Las inversiones 
dirigidas al logro de la igualdad entre hombres y mujeres requieren, por lo 
tanto, contemplar las bivalencias de la injusticia de género.

3. La injusticia bivalente: un asunto de política pública
La bivalencia cultural y económica de la injusticia de género se manifiesta 
en cuatro elementos principales señalados por Joan Scott (1996): simbó-
licos, normativos, institucionales y subjetivos. Estos elementos se interre-
lacionan, se solapan y actúan en simultaneidad, manteniendo y reprodu-
ciendo el status quo, en el que existe “un control diferencial sobre los recursos 
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materiales y simbólicos” que determina las relaciones de poder y mantiene 
a las mujeres en situación de subordinación (Lamas, 1998). Tanto los ele-
mentos institucionales (manifiestos en el aparato del Estado, la familia y 
el sector privado) como los elementos normativos (manifiestos en leyes, 
normas culturales y estructuras sociales) se muestran con claridad en el 
propio proceso de planificación, presupuesto y ejecución de políticas públi-
cas. Este proceso representa una herramienta fundamental que el Estado 
aplica directa e indirectamente para la superación y/o la reproducción de la 
injusticia de género y clase.

Sobre la base de los programas ejecutados dirigidos a la pobreza y/o 
a la equidad de género a partir de 1990, Irma Arriagada elabora cuatro 
tipologías de políticas: i) Políticas universales ciegas al género; ii) Políticas 
redistributivas y compensatorias; iii) Políticas de derechos y reconocimien-
to cultural; y iv) Políticas de redistribución y de derechos económicos, 
sociales y culturales (2005, p.111-112). Las primeras son aquellas políticas 
sociales que parten de la “neutralidad” respecto al orden de género (per-
petuándolo) e incluyen a la gran mayoría de las políticas públicas de las 
últimas décadas. El segundo tipo se presenta en programas asistenciales, 
generalmente relacionados con la pobreza y la pobreza extrema, focali-
zados en las madres o jefas de hogar en situación de pobreza, iniciados 
en 1980 y sostenidos hasta hoy. El tercer tipo se refiere a las políticas de 
derechos y reconocimiento cultural, las cuales dan un viraje hacia la justi-
cia de reconocimiento y se manifiestan en campañas comunicacionales y 
medidas legislativas. La cuarta tipología, también llamada por Arriagada 
“políticas de casillero vacío” por no haber sido ejecutadas aún, incluye las 
demandas de justicia redistributiva y de reconocimiento con el objetivo de 
“brindar más autonomía y poder a las mujeres, modificando el desequilibrio 
de género existente y flexibilizando los roles de género con miras a acrecentar 
las opciones de hombres y mujeres” (2005, p. 111).

Dado que la mayor parte de las inversiones y políticas del Estado se 
enfocan en las tipologías I y II, existe la preocupación de que el reconoci-
miento de la subordinación de las mujeres se incorpore como un elemento 
limitado a la eficiencia de las políticas públicas de combate o eliminación 
de la pobreza sin hacer un énfasis real en el logro de la equidad entre los 
sexos. El factor eficiencia es generalmente relacionado con el hecho de que 
las mujeres pobres son población objetivo y, a la vez, ejecutoras directas de 
diversas políticas de protección social que benefician a los hogares en su 
totalidad, pasando de beneficiarias a operadoras de la política sin recono-
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cimiento a su trabajo ni remuneración. En tal sentido, se corre el riesgo de 
hacer de las mujeres pobres operadoras de políticas de alto rendimiento y 
bajo costo, sin modificar su situación de subordinación, al tiempo que se 
transfieren beneficios a los hogares más vulnerables y se profundizan los 
roles de reproducción. Este riesgo implica la perpetuación de relaciones 
de discriminación de género y clase ya que, como establece Sweetman, 
“resolver la pobreza material no es algo posible para las mujeres que carecen 
del poder de desafiar las políticas discriminatorias de las instituciones sociales” 
(En Chant, 2005, p.216). 

A la luz de las tipologías propuestas por Arriagada, el combate de la in-
justicia bivalente de género requiere del impulso e inversión pública en po-
líticas de derechos y reconocimiento cultural, así como de redistribución 
y de derechos económicos, sociales y culturales que permitan direccionar 
la inversión pública hacia la justicia de género. Los presupuestos públicos 
representan entonces un espacio de contienda para la agenda feminista.

4. La política fiscal como terreno de contienda feminista
La transversalización del enfoque de género implica que todas las políticas 
del Estado deben incorporar en sus diversas fases las diferencias sociales y 
ciclos de subordinación entre mujeres y hombres, tomando en cuenta los 
efectos ex ante y ex post de las intervenciones e inversiones públicas en las 
relaciones de género y clase, así como la calidad de vida de los hogares y las 
y los sujetos. De esta manera, el concepto de transversalidad permite abor-
dar algunos de los elementos normativos e institucionales que determinan 
las relaciones de género. Los PSG se presentan como una herramienta para 
la transversalización de la totalidad del ‘ciclo de vida’ de las políticas pú-
blicas que consta de las siguientes fases interrelacionadas: diseño, planifi-
cación, presupuestación, ejecución y evaluación. Estas cuatro etapas son 
en muchos casos simultáneas y tienen implicaciones importantes las unas 
sobre las otras.

De acuerdo con Diane Elson, los presupuestos sensibles al género “tie-
nen como meta analizar cualquier forma de gasto público o mecanismo de 
recaudación de fondos públicos desde una perspectiva de género, identificando 
las consecuencias e impactos en las mujeres y niñas en relación con los hombres 
y niños” (2003, p. 210). Elson establece una propuesta “aguas abajo” del 
ciclo de vida de las políticas públicas, enfocada en el impacto de la política 
fiscal en la población desde una perspectiva de género, similar a lo que 
Ronda Sharp (1998) ha denominado auditorías presupuestarias con enfo-
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que de género, basadas, entre otros, en un análisis de gastos etiquetados. 
Desde un punto de vista “aguas arriba”, los PSG ofrecen la posibilidad 
de incorporar elementos de género en el proceso de diseño, planificación 
y presupuesto de políticas, dirigiendo los esfuerzos de transversalización 
no sólo hacia el análisis de impacto sino también hacia los procesos pro-
pios de la concepción, diseño, planificación y presupuestación de políticas. 
Esta última propuesta establece la implementación de PSG como acción 
estratégica para la transversalización de la perspectiva de género dentro 
de los mecanismos de funcionamiento del Estado mediante la revisión 
de las técnicas presupuestarias y de planificación. Esto implica un reto 
ambicioso dada la complejidad y gran amplitud de los sistemas nacionales 
de presupuesto, así como el alcance de los mismos a la totalidad de las 
instituciones del Estado.

En América Latina se han desarrollado diversas experiencias a partir de 
mediados de los años ‘90, cuando Brasil, México y otros países iniciaron 
auditorías de género a los presupuestos públicos. Desde el año 2000 hasta la 
actualidad, en diversos países de la región andina y el Cono Sur se iniciaron 
procesos de PSG tanto desde el punto de vista de la auditoría como desde 
la perspectiva del diseño y la formulación. La mayoría de estas experiencias 
han tenido un enfoque municipal, incorporando los presupuestos partici-
pativos de elaboración y auditoría de políticas y presupuestos dentro de la 
agenda de trabajo. Los esfuerzos enfocados en el presupuesto nacional han 
sido escasos, con experiencias en Bolivia, Brasil, Ecuador y Venezuela. 

5. La experiencia venezolana
La experiencia venezolana de implementación de PSG surge en el año 
2005 sobre la base de los avances legislativos, políticos e institucionales 
en materia de equidad de género. A su vez, nacen como resultado de las 
diversas actividades de cabildeo y abogacía realizadas por mujeres líderes 
de gobierno y de la cooperación internacional. El proceso se inicia formal-
mente mediante un Punto de Cuenta Presidencial elevado por el entonces 
Ministro de Finanzas, Nelson Merentes, en el cual se estableció la ins-
trucción de incorporar el enfoque de género en el presupuesto nacional de 
2006 (Ministerio de Finanzas, 2005).

A partir de la aprobación de este Punto de Cuenta por parte del Presi-
dente de la República comienza el proceso de implementación de PSG, el 
cual busca posicionarse como estrategia concreta para la transversalización 
de la perspectiva de género en la institucionalidad del Estado a través de 
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estrategias “aguas arriba” y “aguas abajo”. Los ámbitos de acción de la 
experiencia son el nacional, desarrollando experiencias sectoriales y colo-
cando especial énfasis en el impacto a los órganos rectores del sistema de 
planificación y presupuesto; y el municipal, desarrollando una experiencia 
piloto en el municipio Caroní del estado Bolívar.67 

Los primeros pasos de la experiencia venezolana se sustentan en la ela-
boración de investigaciones diagnósticas con enfoque de género del siste-
ma de planificación y presupuesto, y de políticas sectoriales en las cuales 
se identificaron los actores institucionales clave, los instrumentos legales 
relacionados y las propuestas iniciales de trabajo. Cada paso investigativo 
ha implicado acciones dirigidas a la transformación de las políticas, lo cual 
ha generado nuevas demandas de investigación y acción.

6. Lo nacional y lo sectorial, locus de invisibilidad
El primer logro del caso venezolano fue una investigación basada en la he-
rramienta de análisis del marco legal y del contexto institucional, y planteó 
la necesidad de observar el sesgo de género del sistema de planificación y 
presupuesto en casos concretos. Se trabajó entonces con dos ministerios 
dedicados a la elaboración y ejecución de políticas de relevancia para las 
mujeres: empleo, trabajo y cooperativismo, y protección social, respectiva-
mente. En términos generales, estos estudios de caso permitieron observar 
las estructuras institucionales, identificar actores y espacios de incidencia 
clave para la incorporación de la equidad de género, y explorar la carga de 
género presente en los presupuestos y políticas de los sectores estudiados. 
Se pudo observar la interacción de las injusticias de redistribución y reco-
nocimiento, así como la impronta de la reproducción en la concepción de 
las políticas públicas e incluso en la vida de las mujeres. 

Se realizó un análisis de gastos etiquetados a nivel del gasto dirigido 
a políticas públicas e instituciones adscritas. En cuanto al primer rubro, 
se observó que la mayoría de las asignaciones se presentan con un eleva-
do nivel de agregación en los formatos de formulación presupuestaria, así 
como dentro de Leyes y Proyectos de Ley de Presupuesto. Esto limita la 
capacidad de observar aquellas asignaciones que puedan ir dirigidas a las 
necesidades específicas de mujeres y hombres, así como a la eliminación de 
distintas formas de discriminación, o cualquier otro detalle que dé cuenta 
de la base socio-política de la inversión desde un punto de vista de justicia 

67 El presente trabajo se enfoca únicamente en la experiencia nacional.
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de reconocimiento. Esta característica también presenta limitaciones para 
el ejercicio del control del gasto público por parte de la ciudadanía.

Los únicos gastos destinados de manera específica a políticas públicas 
para la equidad de género eran transferencias a instituciones adscritas. 
En uno de los ellos, la asignación al gasto etiquetado no representaba si-
quiera el 1 por ciento de los gastos dirigidos a proyectos y entes adscritos 
del ministerio en cuestión. En el otro, había resultados más alentadores, 
ya que destinaba 6 por ciento de las asignaciones a una política de tra-
bajo para mujeres y hombres con perspectiva de género. En ambos casos 
se demostró que las asignaciones dirigidas a la equidad de género eran 
focalizadas dentro de instituciones adscritas y se mantenían ausentes de 
las políticas ampliadas que ejecutaban los propios ministerios. La investi-
gación mostró una excesiva focalización del gasto, que además mantenía 
la equidad de género como un objetivo marginal de los procesos de ela-
boración de políticas de los ministerios en cuestión. También se observó 
que parte de la información presente en los formatos de presupuesto ob-
servados tenía implicaciones relevantes de clase, enfocándose en la justi-
cia redistributiva, considerando sólo en algunos casos la bivalencia de la 
injusticia de género.

Aparte del análisis documental de los gastos formulados a nivel secto-
rial, se realizaron consultas con mujeres beneficiarias y/u operadoras de 
las dos principales políticas públicas ejecutadas por los ministerios. Esta 
consulta nos permitió identificar necesidades propias de las mujeres, que 
en su mayoría se relacionaban con conflictos entre roles de reproducción y 
producción, y la escasez de ingresos propios. Así identificamos las siguien-
tes demandas y necesidades por parte de las mujeres:

- Facilidades de traslado de las beneficiarias del municipio 
de residencia al lugar del municipio donde se desarrollaba la 
política pública.
- Servicios de armonización entre el cuidado de sus depen-
dientes y su participación en el trabajo remunerado. 
- Ingresos propios y/o reconocimiento social al trabajo no 
remunerado que realizaban en sus comunidades.

Los análisis “aguas abajo” a nivel nacional y sectorial generaron nuevas 
líneas de trabajo y acciones relacionadas con las metodologías de planifica-
ción y presupuesto, así como sobre el contenido de las políticas, con la in-
tencionalidad de incorporar la justicia de género (tanto de reconocimiento 
como de distribución) dentro de las acciones diseñadas y ejecutadas por el 
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Estado. Entre ellas resaltan:
- Ubicar temas relativos a la igualdad de género entre los 
objetivos generales y específicos de los formatos de planifica-
ción, así como la incorporación de nuevas unidades de me-
dida sobre el alcance de metas que consideren a la población 
desagregada por sexo y permitan realizar el seguimiento a lo 
largo de la ejecución de las políticas públicas. 
- La desagregación por sexo de los gastos de personal del sec-
tor público como mecanismo para cuantificar la participación 
de mujeres y hombres, y para observar las condiciones en las 
que participan y los gastos que representan. Esta información 
está produciéndose anualmente a partir de ese año, lo cual ha 
permitido identificar sectores y tipos de participación femini-
zados o masculinizados en el sector público.68 
- Se incorporó el concepto de igualdad de género en los li-
neamientos de planificación para el Plan Operativo Nacional 
de 2008, particularmente en el marco de los lineamientos re-
lacionados con la Nueva Ética Socialista y la Suprema Felici-
dad Social (ambos forman parte de los objetivos del Plan de 
Desarrollo de la Nación 2007-2013). 
- A partir del proceso de planificación para 2009, se incor-
poran unidades de medida desagregadas por sexo en todas 
las políticas públicas que midan su ejecución física en base 
a personas, al tiempo que se desagregan por sexo los gastos 
de personal trabajador y gerencial de cada proyecto presu-
puestado. 
- Durante la planificación de 2009 se exigió a todos los orga-
nismos centralizados que presenten al menos un proyecto con 
enfoque de género en su Plan Operativo Anual.

 Estas instrucciones generaron las condiciones necesarias para realizar 
un mayor seguimiento al gasto desde un enfoque de género. Se empezó a 
producir información novedosa a nivel de planificación, el reto se mantuvo 
a nivel del seguimiento a estos datos dentro de la propia ejecución y des-
empeño de los proyectos.

De acuerdo con el análisis de la información presentada por los orga-
nismos al Ministerio del Poder Popular para la Planificación y el Desarro-

68 Mucha de esta información, sin embargo, requiere ser procesada y publicada.
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llo, se cargaron 163 proyectos identificados como “proyectos con enfoque 
de género” por parte de siete ministerios y treinta y nueve entes adscritos 
dentro del sistema de planificación y presupuesto para el año fiscal 2009. 
Después de una revisión de la información presentada, sólo el 43% de estas 
políticas calificaron como políticas relacionadas con la igualdad de género. 
Esto implicó que para ese año, el total de la inversión en políticas de géne-
ro formulada para 2009 fue de Bs. 10,100.028.772, o el 6 por ciento del 
total del gasto ordinario presupuestado (MPPPD, 2008; Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela, No. 5900 2008). Ello implica 
un porcentaje considerable cuando se le compara con estudios de gastos 
etiquetados realizados en otros países.

A través del análisis de los 163 proyectos presentados como pro-equi-
dad de género por las instituciones, aprendimos que existían perspectivas 
diversas sobre lo que significa el enfoque de género en las políticas públi-
cas, ya que la gran mayoría de las asignaciones planteadas no visibilizaban 
necesidades específicas de mujeres u hombres para el logro de la equidad 
de género o incluso proponían acciones que reproducían el orden de gé-
nero existente. Algunas de las políticas presentaban visiones marcadas por 
la injusticia bivalente, atendiendo sobre todo el aspecto redistributivo y 
escasamente el factor de reconocimiento. Si bien se había dado un paso 
hacia la visibilización de las mujeres dentro de las políticas redistributivas, 
a nivel simbólico se había logrado menos. En términos de Fraser, se había 
avanzado en una visión afirmativa de la justicia redistributiva sin lograr 
ningún alcance relevante en la justicia de reconocimiento. 

7. Llegando al corazón de la política fiscal, aún en busca del núcleo de 
la desigualdad

Los avances en la incorporación del tema en la agenda pública y en los 
propios procesos de planificación han generado una cantidad de informa-
ción importante de la cual no se disponía antes de 2005. La mayor parte 
se ha enfocado en la distribución de recursos públicos, tanto en materia de 
políticas públicas como en materia de salarios y remuneraciones a trabaja-
doras y trabajadores públicos; y la incorporación de un apartado de género 
entre la exposición de motivos de los proyectos de Ley de Presupuesto 
que se presentan a la Asamblea Nacional anualmente. Por ahora queda 
pendiente la divulgación popular y accesible de esta información como 
herramienta para la movilización y organización social en torno a la distri-
bución de los recursos públicos desde un enfoque de género.
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Al incorporar todas las instituciones centralizadas del Estado en la 
tarea de diseñar y ejecutar políticas con enfoque de género y asignar re-
cursos al logro de la equidad, nos hallamos ante un escenario favorable 
para la transversalización de este enfoque en el aparato estatal venezolano 
y una oportunidad para ampliar las visiones de las políticas sociales, de 
género y de atención a la pobreza fuera de los límites impuestos por las 
políticas focalizadas y la “ feminización de la responsabilidad y la obliga-
ción” (Chant, 2005, p. 226). Esto implica la necesidad de: 1) que las 
políticas públicas ejecutadas reconozcan el trabajo no remunerado de las 
mujeres como factor adscrito de la propia condición de género y/o clase; 
2) que los organismos de Estado no sustenten la eficiencia y eficacia de sus 
políticas en el trabajo no remunerado de las mujeres; y 3) que las políticas 
públicas busquen intervenir en las dinámicas internas de los hogares y 
las familias, generando las condiciones para la reasignación e incluso la 
recomposición de roles. 

El presupuesto público es una herramienta potencial para la justicia de 
género que requiere de una clara agenda política a favor de los derechos de 
las mujeres, trascendiendo las etapas diagnósticas y transformando estruc-
turas a través de la direccionalidad del gasto. Aprovechar este potencial 
implicaría la asignación de recursos públicos a políticas de reconfiguración 
de las relaciones de producción, modificando las desigualdades de acceso 
y control sobre los recursos económicos, naturales y políticos, mientras se 
dirigen recursos también a políticas de reestructuración de las relaciones 
subjetivas o de reconocimiento, todas afectadas directa o indirectamente 
por los roles de reproducción. Ambas visiones deben incluso confluir en 
políticas que permitan facilitar el acceso a los recursos económicos (el po-
der material) y al reconocimiento (el poder simbólico). Este tipo de políti-
cas, según Arriagada (2005), “deberán brindar más autonomía y poder a las 
mujeres, modificando el desequilibrio de género existente y flexibilizando los 
roles de género” (p.211).

Hasta ahora la realidad observada en la mayoría de las políticas analiza-
das no responde a este modelo ya que tienden a favorecer una sola forma de 
justicia, generalmente la redistributiva, presentando riesgos evidentes rela-
cionados con la sobrecarga de trabajo remunerado y no remunerado de las 
mujeres. La experiencia nos invita a recrear las categorías de análisis y no 
conformarnos con el análisis de gastos etiquetados clásico. Esto implica la 
necesidad de crear categorías de análisis y direccionamiento del gasto más 
efectivas y vinculadas a las propias agendas del movimiento de mujeres. 
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Sin embargo, la institucionalización de estos mecanismos es un paso 
vital para su sustentabilidad así como para garantizar el ejercicio de de-
rechos progresivo y no reversible. Sin embargo se enfrentan dos riesgos 
fundamentales: la alta dependencia de la voluntad política para mantener 
los procesos iniciados no vinculantes por medio de instrumento jurídico 
alguno; y el riesgo de perpetuar desigualdades mediante políticas enmar-
cadas en el orden de género existente. Este riesgo, de gran alcance para la 
justicia de reconocimiento, puede generar la “reasignación superficial de 
respeto entre las identidades existentes” e incluso, relaciones de irrespeto, 
sustentadas sobre la interpretación de las políticas afirmativas típicas del 
Estado benefactor como dádivas y privilegios. En este sentido es necesario 
tomar acciones dirigidas a la divulgación y accesibilidad de la información 
que se produce a partir de la incorporación del enfoque de género en la 
técnica presupuestaria y en las propias leyes de presupuesto venezolanas, 
incluyendo sus niveles más locales como lo son los consejos comunales. 
Asimismo es importante asumir el reto de crear categorías de análisis rela-
cionadas con la realidad específica de los contextos en los que se aplican y 
sobre todo con el objetivo no sólo de retratar una situación, sino también 
de transformarla.
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